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I. PLANTEAMIENTO DE LA TESIS
1.1. Planteamiento del problema
1.1.1. Caracterización del problema
La sentencia es un acto jurisdiccional y el producto principal del sistema de justicia (Pásara, 2003); consiste en la declaración del juicio del Juez sobre una controversia puesta a su conocimiento dentro de un proceso judicial, con la cual resuelve aplicando la ley que contiene un mandato general, en un mandato impositivo y concreto para un caso específico (Mazariegos Herrera, 2008). Dentro de su tipología, la sentencia penal tiene una especial relevancia, pues a través de ella no sólo se puede afectar la libertad de las personas o su patrimonio, sino su vida misma; lo cual pone en evidencia la importancia que tiene, tomar las medidas necesarias que conduzcan a la creación de una sentencia adecuada.
En relación a la sentencia, en el contexto de la “Administración de Justicia”, una de las situaciones problemáticas es la “Calidad de las Sentencias Judiciales”, lo cual es un asunto o fenómeno latente en todos los sistemas judiciales del mundo, que se evidencian en distintas manifestaciones provinientes de la sociedad civil, las instituciones públicas, privadas y los organismos defensores de derechos humanos. Ésta situación a su vez, comprende tanto a los países de mayor estabilidad política y desarrollo económico, como a aquellos que se encuentran en desarrollo, es decir se trata de un problema real, latente y universal  (Sánchez Velarde, 2004).
En el estado Mexicano, por ejemplo, el Comité Organizador de la Consulta Nacional para una Reforma Integral y Coherente del Sistema Nacional de Impartición de Justicia, ha elaborado un documento denominado “El Libro Blanco de la Justicia en México”, en el cual se observa que una de las 33 acciones marco para realizar la reforma judicial es “la mejora de la calidad de las sentencias de los órganos de impartición de justicia” (CIDE, 2009), de lo que se infiere que la calidad de las decisiones judiciales es un rubro fundamental en el tema reforma.
Al respecto, en opinión de Pásara (2003), existen muy pocos estudios acerca de la calidad de las sentencias judiciales,  y esboza que una razón es su carácter cualitativo, que el tema es complejo y sus resultados siempre son discutibles. Por consiguiente el diseño de mecanismos transparentes que permitan evaluar las sentencias que dictan los Poderes Judiciales es una tarea pendiente de gran urgencia en los procesos de reforma judicial de México.
En cuanto al Perú, en el año 2008, se realizó el Proyecto Mejoramiento de los Servicios de Justicia, en ésta actividad se propuso contratar un consultor individual para elaborar una metodología de evaluación de sentencias judiciales y otros, y aplicarla en la selección, evaluación y procesos disciplinarios de los Jueces peruanos; considerando, que si bien el Consejo Nacional de la Magistratura tiene algunos criterios para evaluar la calidad de las sentencias judiciales, sin embargo no existe una metodología que defina los criterios, indicadores, métodos y procedimientos a seguir para realizar dicha evaluación, que se traduce en una heterogeneidad de los resultados (Perú. Gobierno Nacional, 2008).
Es probable, que conscientes de ésta urgencia, en el mismo año, la Academia de la Magistratura publicó el Manual de Redacción de Resoluciones Judiciales, documento con el cual cuentan los jueces peruanos (Perú. Academia de la Magistratura, 2008); pero aún así, no ha sido posible encontrar datos certeros que establezcan cuál es la calidad de sus sentencias, al respecto no se afirma ni se niega, ya que en ocasiones muchos trabajos no se publican, pero de lo que se está seguro es, que el tema de la calidad es un problema latente y relevante.
Es importante advertir que en nuestra sociedad contemporánea los medios de comunicación desarrollan un papel imprescindible, de esta manera, determinan su influencia en la opinión generalizada de la ciudadanía. Este poder mediático es ambivalente, pues en ocasiones se muestra parcializado con determinados hechos delictivos, provocando malestar e insatisfacción, los cuales se ven reflejados en las encuestas; como la que se realizó el año pasado denominada: “VI Encuesta Nacional sobre la Percepción de la Corrupción en el Perú 2010”, en el cual se observa que el 38% de ciudadanos encuestados consideran al Poder Judicial como una de las instituciones más corruptas, mientras que el Congreso y la Policía Nacional obtuvieron 46% y 45%, lo cual no es un aliciente, porque lo correcto sería que la ciudadanía peruana no tenga la menor desconfianza de una institución que imparte justicia, pero eso no es así. Por eso probablemente cuando los usuarios de dicha institución expresan su opinión evidentemente no es grata la respuesta.
Acogiendo esta necesidad e inspirados en ésta problemática, en la Universidad Católica los Ángeles de Chimbote, existe una Línea de investigación científica denominada “Análisis de Sentencias de Procesos Culminados en los Distritos Judiciales del Perú, en Función de la Mejora Continua de la Calidad de las Decisiones Judiciales”, dento de ésta perspectiva es motivo de estudio una sentencia específica y real emitida en casos concretos.
Dentro de ésta línea, el que corresponde estudiar en ésta propuesta de investigación, es la sentencia  sobre Homicidio Culposo expedida por el Segundo Juzgado Penal del Santa, existente en el expediente N° 2003-01248-0-2501-JR-PE-02 cuyo origen es el acto de ocasionar la muerte que generó una investigación pre jurisdiccional, la formulación de la denuncia por el delito contra la Vida, el Cuerpo  y la Salud en la modalidad de Homicidio Culposo, ante el Segundo Juzgado Penal del Santa, en el cual se observa una sentencia condenatoria a Demetrio Rodolfo Díaz Moreno a Cuatro años de pena privativa de la libertad suspendida por el plazo de dos años y una reparación civil de Cinco Mil nuevos soles en favor de los herederos legales, más una pena accesoria de Inhabilitación consistente en la Suspensión de la licencia de conducir por el plazo de dos años, la misma que al ser apelada en el extremo de la reparación civil ha sido modificada en la suma de Seis mil nuevos soles por la Sala Superior de justicia del Santa.
La exposición precedente constituye el fundamento para el enunciado siguiente.
1.1.2. Enunciado del problema
¿Cuál es la calidad de las sentencias de primera y segunda instancia sobre Homicidio Culposo, según los parámetros normativos, doctrinarios y jurisprudenciales pertinentes, en el expediente N° 01248-2003-0-2501-JR, del Distrito Judicial del Santa- Chimbote, 2013?
Esta pregunta a su vez ha sido dividida en las siguientes sub preguntas o sub problemas de investigación, tal como sigue:
En la sentencia de primera instancia
1.2.1. ¿ Cuál es la calidad de la sentencia de primera instancia en su parte expositiva, incluyendo la introducción y la postura de la partes?
1.2.2. ¿ Cuál es la calidad de la sentencia de primera instancia en su parte considerativa, incluyendo la motivación de los hechos, el derecho aplicado, la pena y la reparación civil?
1.2.3.¿ Cuál es la calidad de la sentencia de primera instancia en su parte resolutiva, incluyendo la aplicación del principio de correlación y la descripción de la decisión?
En la sentencia de segunda instancia
1.2.4 ¿ Cuál es la calidad de la sentencia de segunda instancia en su parte expositiva, incluyendo la introducción y la postura de la partes?
1.2.5. ¿Cuál es la calidad de la sentencia de segunda instancia en su parte considerativa, incluyendo la motivación de los hechos, el derecho aplicado, la pena y la reparación civil?.
1.2.6. ¿ Cuál es la calidad de la sentencia de segunda instancia en su parte resolutiva, incluyendo la aplicación del principio de correlación y la descripción de la decisión?
1.3. Objetivos de la investigación
1.3.1. Objetivo general.
Analizar y determinar la calidad de las sentencias de primera y segunda instancia sobre Homicidio Culposo, según los parámetros normativos, doctrinarios y jurisprudenciales pertinentes, en el expediente N° 01248-2003-0-2501-JR., del Distrito Judicial del Santa – Chimbote, 2013.
1.3.2. Objetivos específicos.
En la sentencia de primera instancia
1.3.2.1. Analizar e identificar la calidad de la sentencia de primera instancia en su parte expositiva enfatizando la introducción y la postura de la partes.
1.3.2.2. Analizar e identificar la calidad de la sentencia de primera instancia en su parte considerativa enfatizando la motivación de los hechos, el derecho aplicado, la pena y la reparación civil.
1.3.2.3. Analizar e identificar la calidad de la sentencia de primera instancia en su parte resolutiva, enfatizando la aplicación del principio de correlación y la descripción de la decisión.
Sentencia de segunda instancia
1.3.2.4. Analizar e identificar la calidad de la sentencia de segunda instancia en su parte expositiva enfatizando la introducción y la postura de las partes.
1.3.2.5. Analizar e identificar la calidad de la sentencia de segunda instancia en su parte considerativa enfatizando la motivación de los hechos, el derecho aplicado, la pena y la reparación civil.
1.3.2.6. Analizar e identificar la calidad de la sentencia de segunda instancia en su parte resolutiva, enfatizando la aplicación del principio de correlación y la descripción de la decisión.
1.3. Justificación de la investigación
Ésta propuesta de investigación se justifica, porque parte de la observación profunda aplicada en la realidad nacional y local en el cual se evidencian que la sociedad reclama “justicia”, expresión que se puede traducir en una solicitud de intervención inmediata de parte de las autoridades frente a hechos que día trastocan el orden jurídico y social, generando zozobra y desaliento no sólo en las víctimas de actos, que cada vez adoptan diversas e impensadas modalidades, sino también en la sociedad en su conjunto, generando probablemente una corriente de opinión no necesariamente favorable en relación al tema confianza en el manejo de la administración de justicia.
Se trata de un modesto trabajo que se desprende de una propuesta de investigación diseñada en la ULADECH Católica, que evidencia el esfuerzo institucional que nos comprende, se orienta a sensibilizar a los responsables de la dirección, conducción, desarrollo, evaluación  y administración de la justicia, en su parte jurisdiccional, porque los resultados revelarán aspectos en los cuales los operadores de la justicia han puesto mayor empeño, y muy probablemente, también, omisiones o insuficiencias. Siendo, que resultados a obtener, se podrán utilizar y convertir en fundamentos de base para diseñar y sustentar propuestas de mejora en la calidad de las decisiones judiciales cuya acogida y aplicación por parte de los interesados pueden ser una respuesta para mitigar las necesidades de justicia, que últimamente gran parte del sector social peruano solicita a grandes voces, actitudes que se observan no sólo frente a los establecimientos destinados para la administración de justicia, sino también que se informan en los diversos medios de comunicación.
Otros destinarios del presente estudio son profesionales y estudiantes del derecho, colegios de abogados, autoridades que conforman el Sistema Justicia y la sociedad en su conjunto, quienes podrán encontrar en ésta propuesta contenidos que pueden incorporar a su bagaje cognitivo.
2.2. REVISIÓN DE LA LITERATURA
2.1. ANTECEDENTES
Arenas y Ramirez, (2009); Investigo: “La argumentación jurídica en la sentencia”, y sus conclusiones fueron: a) Existe la normativa jurídica que regula la exigencia de la motivación de la sentencia judicial, que quizás no sea la más cómoda o directa pues se estipula a través de Acuerdos y otras Disposiciones del Consejo de Gobierno del Tribunal Supremo Popular, pero de forma general no se encuentra desprotegido jurídicamente. b) Todos los jueces conocen en qué consiste la motivación de la sentencia y conocen también la normativa jurídica que lo regula. c) No existe el mecanismo directo de control para impugnar una sentencia inmotivada a través del recurso de Casación, haciéndose necesaria una vía más directa para ello, puesto que nos encontramos ante una de las principales deficiencias en que incurren nuestros Tribunales hoy en día, al transcribir literalmente en el cuerpo de la sentencia lo acontecido en el Juicio Oral a través del acta, repetir lo planteado por los testigos sin hacer- uso de algún razonamiento lógico o haciéndolo de forma formularia y parca, no cumpliendo con lo estipulado en el Acuerdo 172 y todos los documentos que circularon junto a este, lo que es muestra de que aún hay mucho por hacer en relación a ello, pues el llamado estímulo al que se refiere en dicho acuerdo al reconocer la inexistencia de una causal de casación que permita reaccionar contra estas faltas para lograr la perfección del proceso penal, se ha traducido en el descuido de nuestros jueces a la hora de la redacción de la sentencia, lo que demuestra en cierto grado que tal requisito o exigencia no se debe dejar al arbitrio o conciencia del propio juez que redacta la sentencia, por lo que, contrario a lo establecido el artículo 79 sobre la casación de oficio, debe existir un mecanismo directo que los conmine a su cumplimiento y que pueda ejercitarse por todos los juristas. d) La motivación de la sentencia no solo consiste en la correcta valoración de la prueba, sino que esta debe hacerse en toda la sentencia siempre que el caso lo amerite. e) El problema fundamental radica en los propios jueces a la hora de materializar los conocimientos acerca de la motivación en la propia sentencia, puesto que en ocasiones es por falta de disposición, por falta de preparación, desorganización, y por ser resistentes a los cambios que se imponen o exigen a la hora de motivar una sentencia judicial. f)  Aun falta preparación a los jueces en relación al tema. g) La motivación es un nuevo reto que se impone por necesidad histórica y de perfección del sistema de justicia, que solo se logra con dedicación y esfuerzo propio. h) Si la finalidad de la sentencia no es más que el registro de la decisión judicial y los argumentos que la determinan, la cual debe ser accesible al público cualquiera que sea su clase, a través de un lenguaje claro y asequible a cualquier nivel cultural, y esto se expresa solo a través de la correcta motivación de la resolución judicial, debemos tener presente que si no se hace de la manera adecuada, sencillamente la sentencia no cumple su finalidad, que es precisamente para lo que se crea. 
También Mazariegos (2008), en Guatemala, investigó: Vicios en la Sentencia y Motivos Absolutorios de Anulación Formal Como Procedencia del Recurso de Apelación Especial en el Proceso Penal Guatemalteco, cuyas conclusiones fueron: “a) El contenido de las resoluciones definitivas…debe cumplirse con las reglas de la lógica de la motivación de la sentencia, la misma debe ser congruente para evitar resolver arbitrariamente, lo que da lugar a las impugnaciones…; b) Son motivos de procedencia del Recurso de Apelación Especial: i) El error in iudicando, motivo de fondo o inobservancia de la ley que significa omitir aplicar la norma adecuada al caso concreto por parte del Juez y la interpretación indebida o errónea de la ley que significa que el Juez al resolver el caso concreto utilizó una norma incorrecta ó le asignó un sentido distinto lo que es igual a violación de ley sustantiva cuyo resultado es la anulación de la sentencia; ii) El error in procedendo, motivos de forma o defecto de procedimiento…; y finalmente; iii). El error in cogitando que significa defectos incurridos en la motivación de la sentencia; esto se da cuando se busca el control de logicidad sobre la sentencia absurda o arbitraria, prescindir de prueba decisiva, invocar prueba inexistente, contradecir otras constancias procesales o invocar pruebas contradictorias entre otras…”
Asimismo, Segura, (2007), investigó “El control judicial de la motivación de la sentencia penal”, y sus conclusiones fueron: a) La motivación de la sentencia, al obligar al juez a hacer explícito el curso argumental seguido para adoptar determinado temperamento, es una condición necesaria para la interdicción de la arbitrariedad, posibilitando, por lo ya dicho, la realización plena del principio de inocencia del imputado. b) Tradicionalmente la sentencia judicial ha sido representada como un silogismo perfecto, en el que la premisa mayor corresponde a la ley general, la menor a un hecho considerado verdadero, y la conclusión a la absolución o la condena. c) El control de la motivación de la sentencia penal funciona como un reaseguro de la observancia del principio de inocencia. Motivación y control vienen a convertirse, por ende, en un binomio inseparable por lo que el juez o tribunal de sentencia, sabedor de que su fallo muy probablemente será controlado, necesariamente habrá de situarse frente a él en la posición de quien habrá de examinarlo y juzgarlo, es decir, en la posición de un observado razonable, con independencia de que sea su propia convicción, de manera razonable y bien motivada el factor determinante de su decisión. d) Se representa filosóficamente a la sentencia como el producto de un puro juego teórico, fríamente realizado, sobre conceptos abstractos, ligados por una inexorable concatenación de premisas y consecuencias, pero en realidad sobre el tablero del juez, los peones son hombres vivos que irradian una invisible fuerza magnética que encuentra resonancias o repulsiones ilógicas, pero humanas, en los sentimientos del juzgador. e) La motivación es la exteriorización por parte del juez o tribunal de la justificación racional de determinada conclusión jurídica. Se identifica, pues, con la exposición del razonamiento. No existiría motivación si no ha sido expresado en la sentencia el porqué de determinado temperamento judicial, aunque el razonamiento no exteriorizado del juzgador -suponiendo que hubiera forma de elucidarlo- hubiera sido impecable. f) En realidad se puede observar que el principio de fundamentación, a través de la motivación en los puntos expuestos, que regula el Artículo 386 del Código Procesal Penal, si bien es aplicado por los tribunales de sentencia que fueron investigados, también se pudo observar que no es aplicado de la forma que la doctrina al respecto establece.
Igualmente, Gonzales, (2006), investigo “La fundamentación de las sentencias y la sana crítica”, sus conclusiones fueron: a) La sana crítica en nuestro ordenamiento jurídico ha pasado de ser un sistema residual de valoración de la prueba a uno que se ha abierto paso en muchas e importantes materias, y seguramente pasará a ser la regla general cuando se apruebe el nuevo Código Procesal Civil. b) Sus elementos esenciales son los principios de la lógica, las máximas de la experiencia, los conocimientos científicamente afianzados y la fundamentación de las decisiones. c) La forma en que la sana crítica se está empleando por los tribunales no puede continuar ya que desgraciadamente muchos jueces amparados en este sistema no cumplen con su deber ineludible de fundamentar adecuadamente sus sentencias. Las consecuencias de esta práctica socavan el sistema judicial mismo desde que, entre otros aspectos, no prestigia a los jueces, estos se ven más expuestos a la crítica interesada y fácil de la parte perdedora y, además, muchas veces produce la indefensión de las partes pues estas no sabrán cómo fundamentar sus recursos ante instancias superiores al no conocer los razonamientos del sentenciador.
Arenas, L. & Ramírez, B. (2009, octubre): La argumentación jurídica en la sentencia, en Contribuciones a las Ciencias Sociales. Recuperado de: www.eumed.net/rev/cccss/06/alrb.htm
Mazariegos Herrera, J. (2008). Vicios de la Sentencia y Motivos Absolutos de Anulación Formal Como Procedencia Del Recurso de Apelación Especial en el Proceso Penal Guatemalteco. (Tesis para titulación). Guatemala: Universidad de San Carlos de Guatemala
Segura, P. H. (2007). El control judicial de la motivación de la sentencia penal (Tesis de Título Profesional). Universidad de San Carlos de Guatemala. Guatemala. 
Gonzales, C. (2006). Fundamentación de las sentencias y la sana critica. Revista Chilena de Derecho, vol 33(01), pag, 105.
2.2. MARCO TEÓRICO
2.2.1. El derecho penal y el ejercicio del Ius Puniendi (2 o 3 fuentes)
Según Bustos, (1986) define al ius puniendi como, la Potestad penal del estado, en virtud de la cual se puede declarar punibles determinados hechos a los que se impone penas o medidas de seguridad. (Pág. 20)
Bustos Ramírez, J. (1986) introducción al derecho penal. Editorial Temis S.A, Bogotá-Colombia.
2.2.2. La potestad Jurisdiccional del Estado
2.2.2.1. La jurisdicción
Para Monroy, citado por Rosas, (2005), la llamada función jurisdiccional o más específicamente jurisdicción, es el poder- deber del Estado, previsto para solucionar conflictos de intereses intersubjetivos, controlar las conductas antisociales (faltas o delitos), y ,también, la constitucionalidad normativa, en forma exclusiva y definitiva, a través de órganos especializados que aplican el derecho que corresponden al caso concreto, utilizando su imperio para que sus decisiones se cumplan de manera ineludible, y promoviendo a través de ellas una sociedad con paz social y justicia.
Rosas, Yataco .J. (2005). Derecho Procesal Penal. Perú. Editorial Jurista Editores.
2.2.2.2. Características de la jurisdicción
AUTONOMA.-La Jurisdicción es ejercida por cada Estado Democrático de Derecho, de acuerdo con sus normas Constitucionales y en ejercicio de su soberanía nacional.
EXCLUSIVA .-Relacionada con el Monopolio de la Administración de Justicia Penal, de manera exclusiva a cargo de los Jueces y Vocales , a quienes el Estado otorga la potestad de Administrar Justicia, sin injerencia ni intromisión de ningún otro poder. 
INDEPENDIENTE.-Referida a la independencia con que actúan los Jueces y Vocales en el desempeño de la Función Jurisdiccional, reflejada en su sólida personalidad manifestada frente a la Sociedad, a los demás Poderes del Estado, a sus Superiores Jerárquicos y respecto a las partes, estando sometidos únicamente a la Constitución y a las Leyes; reflejada en una estricta actuación transparente, imparcial y plena honestidad ., en suma la LIBERTAD PLENA CON QUE DEBE ACTUAR TODO JUEZ , COMO GARANTIA DE UNA JUSTICIA PREDECIBLE Y CONFIABLE. 
UNICA.-Por cuanto el Estado delega la Función Jurisdiccional, de manera única y exclusiva al Poder Judicial, como una expresión de unidad. 
2.2.2.3. Elementos de la jurisdicción
NOTIO: Es la facultad que poseen los tribunales para conocer de un asunto litigioso. El fundamento constitucional de esta se encuentra en el artículo 76, cuando de las facultades de conocer de los tribunales. La facultad de conocer se fundamenta, en que para resolver un determinado conflicto, primero deben conocerse los hechos que constituyen dicho conflicto (oír a las partes y darles la posibilidad de que presenten pruebas). 
VOCATIO: Es la posibilidad al otro de apersonarse. Facultad que poseen los tribunales, consiste en la posibilidad de obligar a las partes a comparecer ante el tribunal antes del término del emplazamiento bajo sanción de procederse en su rebeldía. 
COERTIO: Consiste en la posibilidad que poseen los tribunales de eventualmente aplicar la fuerza para el cumplimiento de las medidas ordenadas, es decir, el juez a través de su resolución, las cuales gozan de imperio, deberá obligar a que se cumplan ciertos actos indispensables para que continué el desarrollo del juicio. 
IUDICIUM: Corresponde a la facultad de juzgar. 
EXECUTIO: Es la facultad de tribunales consistente en hacer ejecutar lo juzgado, en el caso de que alguna de las partes no quiera con las prestaciones que el juez ordeno en la sentencia, por lo tanto esta facultad puede ser ejercida en forma coercible. 
2.2.2.4. Principios Constitucionales relacionados con la Función Jurisdiccional en materia Penal 
A. El Principio de Unidad y exclusividad
No existe ni puede establecerse jurisdicción alguna independiente, con excepción de la militar y la arbitral. No hay proceso judicial por comisión o delegación. 
El tribunal constitucional sostuvo sobre este Principio lo siguiente: se sustenta en la naturaleza indivisible de la Jurisdicción, como expresión de soberanía. Según esta, la plena justiciabilidad de todas las situaciones jurídicamente relevantes ha de Estar confiadas a un único cuerpo de jueces y magistrados, Organizados por instancias, e independientes entre sí, denominado Poder judicial. (Sentencia recaída en el Exp. N° 017-2003-AI/TC). (Calderón Sumarriva, 2006, Pág. 24).
Salas Beteta, (2011). Habla de diferentes principios: Nadie puede irrogarse en un estado de derecho la función de resolver conflictos de intereses jurídicos, sea en forma privada o por acto propio.
CALDERON SUMARRIVA, Ana. (2006), colección didáctica Análisis Integral del Nuevo  Código Procesal Penal. Editorial San Marcos Primera Edición. Lima-Perú.
SALAS BETETA, Christian. (2011). El proceso penal común, Editorial GACETA 
JURIDICA primera edición junio.
B. El Principio de Independencia 
ECHANDIA, (1996), Menciona que para que se pueda obtener el fin de una recta administración de justicia es indispensable que los funcionarios encargados en tal delicada y alta misión puedan obrar libremente en cuanto a la apreciación del derecho y la equidad, sin más obstáculos que las reglas fijadas por ley para emitir su decisión. El principio de independencia del órgano jurisdiccional rechaza toda coacción ajena en el desempeño de sus funciones. (P.22). 
“La independencia judicial debe, pues, percibirse como la ausencia de vínculos de sujeción política (imposición de directivas por parte de los órganos políticos) o de procedencia jerárquica al interior de la organización judicial, en lo concerniente a la actuación judicial per se, salvo el caso de los Recursos, aunque sujetos a las reglas de competencia. 
El principio de independencia judicial debe entenderse desde tres perspectivas: 
a) como garantía del órgano que administra justicia (independencia orgánica), por sujeción al respeto al principio de separación de poderes.
b) Como garantía operativa para la actuación del juez (independencia funcional), por conexión con los principios de reserva y exclusividad de la jurisdicción. 
c) Como capacidad subjetiva. Con sujeción a la propia voluntad de ejercer y defender dicha independencia. Cabe precisar que en este ámbito radica uno de los mayores males de la justicia ordinaria nacional, en gran medida por la falta de convicción y energía para cumplir la garantía de independencia que desde la primera constitución republicana se consagra y reconoce”. (Expediente N° 0023-2003-AI/TC-Lima-Acción de inconstitucionalidad) 
C. El Principio de la Observancia del debido proceso y la tutela jurisdiccional
“Este principio tiene consagración constitucional (art. 139º “Son principios y derechos de la función jurisdiccional: 3) La observancia del debido proceso y la tutela jurisdiccional. Ninguna persona puede ser desviada de la Jurisdicción predeterminada por la ley, ni sometida a procedimiento distinto de los previamente establecidos, ni juzgada por órganos jurisdiccionales de excepción ni por comisiones especiales creadas al efecto, cualquiera sea su denominación”), asi como también ha sido incorporado en la Ley Organica del Poder Judicial (art. 7º. Tutela jurisdiccional y debido proceso. Es deber del Estado, facilitar el acceso a la administración de justicia promoviendo y manteniendo condiciones de estructura y funcionamiento adecuadas para tal propósito)”. (Rosas, 2005, Pag. 127)
Rosas, Yataco .J. (2005). Derecho Procesal Penal. Perú. Editorial Jurista Editores.
D. El Principio de Publicidad en los procesos, salvo disposición contraria de la Ley
Los procesos judiciales por responsabilidad de funcionarios públicos, y por los delitos cometidos por medio de la prensa y los que se refieren a derechos fundamentales garantizados por la constitución, son siempre públicos. 
Por este principio la opinión pública tiene la oportunidad de vigilar el comportamiento de los jueces, sea a través de los particulares que asisten a las audiencias o por intermedio de los periodistas que cubren la información. (SUMARRIVA, Pág. 28) 
El pacto de derechos civiles y políticos, en su artículo 14° señala: “La prensa y el publico podrán ser excluidos de la totalidad o parte de los juicios por consideraciones de orden público o seguridad nacional, o cuando lo exija el interés de la vida privada de las partes o, en la medida. 
Estrictamente necesaria en opinión del tribunal, cuando por circunstancias especiales del asunto la publicidad pudiera perjudicar el interés de justicia”. 
BINDER, (1998) Abona que en la publicidad de juicio implica que las decisiones de los tribunales son decisiones transparentes, que cumplen con el principio republicano de publicidad de los actos de gobierno. La administración de justicia es una de las ramas principales del gobierno de una sociedad. Esa transparencia, significa que ella cumpla con su función preventiva, ligada a los fines de la pena y al fundamento del castigo. (p.104).
BINDER, Alberto. (1993) introducción al derecho procesal penal, Ad-Hoc, Buenos Aires.
E. El Principio de la Motivación escrita de las resoluciones judiciales
Esta norma responde esta norma al principio de la publicidad, y se concretiza en una declaración de certeza dentro del marco de un debido proceso legal, en la  que el justiciable efectiva. De ahí que los fallos judiciales, con excepción de las de mero trámite, tienen que ser motivadas, bajo responsabilidad, con expresión de los fundamentos en que se sustentan, pudiendo éstos reproducirse en todo o en parte sólo en segunda instancia, al absolver el grado.  (Rosas, 2005, Pag. 75)
F. El Principio de la Pluralidad de Instancia
Según Maier, citado por  Rosas (2005), explica que procedimiento de construcción de la verdad procesal es, durante la situación preliminar, un procedimiento básicamente autoritario, cualquiera que sea la autoridad que lo preside o dirige (juez de instrucción o fiscal): no sólo es una autoridad estatal la que reconstruye el proceso histórico que conforma su objeto, en principio sin ingreso al procedimiento de los diversos intereses y puntos de la vista inmiscuidos en el caso (sin debate), sino que, ademas, el procedimiento asi cumplido obedece al fin principal de recolectar información para lograr la decisión del Estado acerca del enjuiciamiento de una persona. Concluida la instrucción, en cambio, aparece en toda su  magnitud el ideal de otorgar posibilidades parejas al acusado respecto de su acusador. El juicio o procedimiento principal es, idealmente, el período procesal en el cual el acusador y el acusado se enfrentan, a la manera del proceso de partes, en presencia de un equilibrio procesal manifiesto. (Maier, 1989) (Rosas, 2005, Pag. 114)
G. El Principio de la Inaplicabilidad por Analogía  de la Ley Penal y de las Normas que restrinjan los derechos
La analogía es un método de integración jurídica, y la integración es una de las ramificaciones de la teoria de aplicación del Derecho, según la cual aplicar las normas, en realidad lo que se hace es crear una nueva disposición no existente previamente. Lo particular de la analogía consiste en que el agente aplicador del Derecho toma una norma con un supuesto elaborado para una situación determinada, y lo aplica a otra que es distinta pero semejante a la prevista. Estrictamente hablando aquí no hay norma jurídica aplicable al caso que se quiere regular, pero el agente aplicador opta por considerar que la situación que ocurre, si bien no está prevista, es “análoga “ a la contenida en el supuesto de los norma y, por tanto, la regula aplicando la consecuencia pero cambiando en algo el supuesto. (Rubio, 1986) (Rosas, 2005, Pag. 80- 81)
H. El Principio de no ser penado sin proceso judicial
Este principio como cita Rosas, (2005), viene a complementar lo que la misma carta política prescribe en el artículo 2º, numeral 24, inciso d), que “toda persona tiene derecho a la libertad y a la seguridad personal, en consecuencia, nadie será procesado ni condenado por acto u omisión que al tiempo de cometerse no esté previamente calificado en la ley, de manera expresa e inequívoca, como infracción punible; ni sancionado con pena no prevista en la ley”. (Pag. 82)
I. El Principio de que toda persona debe ser informada, inmediatamente y por escrito de las causas o razones de su detención
Este principio se basa en que la persona para poder ejercer su derecho a la defensa debe conocer los hechos  o las razones que han llevado a su detención. De manera que  el detenido tiene derecho de ser informado de los hechos que se le imputan, inmediatamente por escrito.
Privar la libertad ambulatoria de una persona es sumamente serio y delicado la libertad es el bien jurídico tan preciado como la vida. De modo que la autoridad que ordene la detención (privación de la libertad) de una persona deberá informar de las razones que ha tenido para hacerlo, de lo contrario constituye undeluto de autoridad. (Rosas, 2005, Pag. 84- 85).
J. El Principio de la Aplicación de la Ley más favorable  al procesado  en caso de duda o de conflicto entre leyes penales
Esta norma constitucional según Rosas, 2005, es lo que se conoce con el adagio del in dubio pro reo, vale decir, que cuando el juzgador se encuentre en una disyuntiva sin saber a plenitud los alcances de las responsabilidades de un imputado, conforme al análisis y valoración de la prueba, debe estar por lo más favorable al procesado. La duda emerge de la valoración de la prueba. 
Puede suceder también que exista un conflicto entre las leyes penales, como por el tiempo de su aplicación, entonces debe acudirse a la norma penal que mas favorece al procesado.
En ambos casos, responde a un sistema procesal acusatorio, toda vez que converge este principio con el de presunción de inocencia. La presunción de inocencia tiene prevalencia en todo proceso mientras no se pruebe lo contrario, pero esta probanza debe ser sustentada, no debe haber dudas sino debe resolverse por lo mas favorable al imputado. (Pag. 82- 83)
2.2.3. La competencia 
2.2.3.1. Definiciones 
Cubas, 2006, refiere que la competencia: “Surge como consecuencia de la necesidad de aliviar la carga procesal, con el objetivo de tener una justicia especializada. Es, pues, la circunscripción de la jurisdicción con diversos criterios determinados por ley”. (Pág 137).
Cubas, Villanueva. V. (2006). El proceso penal: Teoría y Jurisprudencia Constitucional, Perú, Editorial Palestra. 
2.2.3.2. Criterios para determinar la competencia en materia penal
Entre los criterios para determinar la competencia se encuentran los siguientes: 
A. LA COMPETENCIA EN RAZON DE LA MATERIA 
Es rígida y debe observarse bajo sanción de nulidad. Está basada en la división del poder judicial.
Existen los jueces especializados en asuntos civiles, de familia, penales y de trabajo. En los lugares donde no existen jueces especializados se encuentran los jueces universales o mixtos que conocen todas las materias. A su vez estas ramas se subdividen, en el caso del derecho penal de acuerdo con el grado de especialización que exigen determinados delitos, por la sustentación que se le va a dar o por la situación jurídica de los procesados.
B. LA COMPETENCIA TERRITORIAL 
Ofrece mayor flexibilidad porque atañe a intereses secundarios, más formales que sustanciales. Está basada en la necesidad de que la justicia llegue a todos con el menor costo y la menor dificultad. 
Existe una delimitación de circunscripciones territoriales en que el ámbito geográfico comprende un número de juzgados y salas. 
C. LA COMPETENCIA FUNCIONAL 
Corresponde a los órganos jurisdiccionales de diversos grados. La jerarquización de los jueces es una de las garantías de la administración de justicia. 
D. LA COMPETENCIA POR RAZON DE TURNO 
Obedecía más que todo a la necesidad de distribuir el trabajo en forma equitativa entre los jueces de una misma jerarquía.
2.2.3.3. Determinación de la competencia en el caso en estudio (En base a fuentes normativas explicar la determinación de la competencia en el caso que se registra en el expediente. Ver el Código Penal, la Ley Orgánica del Poder Judicial, etc.) (No se explaye)
2.2.3.4. Cuestionamientos sobre la competencia ( Desarrollar, en el caso que se haya deducido excepción de incompetencia o se haya planteado contienda de competencia, en el proceso judicial del expediente. Si no existiera estos actos en el proceso no desarrolle estos aspectos)
2.2.4. El derecho de acción en materia penal
2.2.4.1. Definiciones
Según Cubas, 2006, la acción penal es la manifestación del poder concebido a un órgano oficial (Ministerio Público) o titular particular (en los casos de querella o donde la ley faculte iniciar proceso por denuncia de particular) a fin de que lo ejerza solicitando una declaración judicial tras la comisión de un delito y teniendo a la vista el autor material del mismo. (Pag. 125).
2.2.4.2. Características del derecho de acción
Publica.-La acción penal está dirigida a los órganos del Estado y tiene además, importancia social, puesto que está orientada a restablecer el orden social perturbado por la comisión de un delito.
Oficial.-Por tener carácter público, su ejercicio se halla monopolizado por el Estado a través del Ministerio Público, titular de la acción penal y que actúa de oficio, a instancia de la parte agraviada, por acción popular o por noticia policial (con excepción de los delitos perseguibles por acción privada). 
Indivisible.-La acción penal es única, si bien en el proceso aparecen actos diversos promovidos por el titular de la acción penal, la acción es única y tiene una sola pretensión: la sanción penal que alcanza a todos los que han participado en la comisión del delito. No existen distintas acciones que correspondan a cada agente, sino una acción indivisible.
Obligatoriedad.-La obligación por parte del Ministerio Público de ejercitar la acción penal ante la noticia de la presunta comisión de un hecho ilícito. 
Irrevocabilidad.-Una vez promovida la acción penal sólo puede concluir con una sentencia firme condenatoria o absolutoria o con un auto que declara el sobreseimiento o no haber lugar a juicio oral o declara fundada una excepción. No hay posibilidad de desistimiento o transacción, como ocurre en el caso de los procesos iniciados por acción privada o en los casos en los que se aplican los Criterios de Oportunidad. Esta característica es la que distingue la acción pública de la privada. 
Indisponibilidad.-la ley sólo autoriza al que tiene el derecho de ejercer la acción penal, por tanto, es un derecho indelegable, intransferible. En el caso de la acción penal pública, esta facultad está en manos del Ministerio Público y en caso de la acción penal privada, corresponde al agraviado o a su sustituto legal. En ambos casos estamos frente a acciones que están dirigidas contra personas ciertas, determinadas y naturales, pues las personas jurídicas no cometen delitos como tales y la acción penal no puede estar dirigida tampoco a personas inexistentes o indeterminadas. 
2.2.4.3. Diferencia entre la acción y la pretensión
“La acción penal es el medio necesario y apto para que la actividad jurisdiccional se manifieste, se desenvuelva y llegue a su término. La acción determina el nacimiento del proceso cuando se concrete en una pretensión y los desenvuelve hasta su natural culminación, que no es otra cosa que la sentencia”. (Alvarez, 2009, Pag. 5)
Álvarez, J. (2009). Una propuesta frente a la estructura del proceso penal y la motivación de la sentencia. Justicia Juris, ISSN 1692-8571, Vol. 6. Nº 11. Pág. 81-88. Recuperado de http://www.uac.edu.co/images/stories/publicaciones/revistas_cientificas/juris/volumen-6-no-11/art-7.pdf
“La pretensión penal es el acto de voluntad mediante el  cual un particular, un funcionario público o el Estado a través del juez penal que inicia oﬁciosamente la investigación  y el proceso, pide la sanción o medida de seguridad para un determinado imputado o sindicado, por razón de un hecho también determinado; está dirigida contra éste  (de la misma manera que contra el demandado) y no contra el juez, ni siquiera frente al juez sino apenas por conducto del juez que tiene el poder jurisdiccional para darle curso si reúne los requisitos necesarios para ello”. (Echandia, 1987) (Álvarez, 2009, Pag. 5)
2.2.4.4. El Ministerio Público como titular del derecho de acción (Art. IV del C. P. P) 
El ministerio público surge por la necesidad de contar con funcionarios públicos dedicados a la investigación de delitos y que actúen a nombre de la sociedad agraviada. 
Las funciones del ministerio público en general, y del fiscal provincial, en especial, han evolucionado: 
· En el código de procedimientos penales de 1940 tenía una función pasiva limitada a emitir un dictamen ilustrativo previo a las resoluciones judiciales. 
· La constitución de 1979 le otorga la potestad de supervigilar la investigación del delito desde la etapa policial. 
· La constitución vigente le asigna la potestad de dirigir la investigación del delito desde la etapa policial. (ARTICULO 159). 
· Dentro de esta concepción se encuentra el nuevo código procesal penal, puesto que en el sistema acusatorio conciben al fiscal como director de la investigación con plenitud de iniciativa y con autonomía funcional relativa: sus actos están sujetos al control del juez de garantía. 
En el nuevo modelo procesal, las funciones que se le reconoce son las siguientes: 
· El ejercicio de la acción penal, que se plasma en el acto de acusación fiscal y culmina con la sentencia. 
· Conduce la investigación del delito desde su inicio, apenas conocida la noticia criminal dispondrá que se realicen las primeras diligencias preliminares. 
· Es titular de la carga de la prueba, le corresponde destruir la presunción de inocencia, debe practicar u ordenar aquellos actos de investigación que permitan comprobar la imputación; pero también debe actuar aquello que permita eximir o atenuar la responsabilidad del imputado. 
· Elabora una estrategia de investigación adecuada al caso, es decir se encargara de plantear una hipótesis incriminatoria.
· Garantiza el derecho de defensa del imputado y sus demás derechos fundamentales, así como la regularidad de las diligencias. 
· Emite disposiciones, requerimientos y conclusiones en forma motivada. Las disposiciones se dictan para decidir el inicio, la continuación o el archivo de las actuaciones, la conducción compulsiva del imputado, testigo o perito, la intervención de la policía y la aplicación del principio de oportunidad. Los requerimientos se formulan para dirigirse a la autoridad judicial solicitando la realización de un acto procesal, y las providencias se usan para ordenar materialmente la investigación.
· Conducción compulsiva, que procede en caso de inconcurrencia a una citación debidamente notificada. 
2.2.5. La pretensión punitiva
 2.2.5.1. Definiciones 
Es un derecho subjetivo público pero que es ejercido por el Ministerio Público, por ser quien tiene a su cargo, en representación del Estado, la persecución penal en todos aquellos casos de delitos de naturaleza pública. Este derecho por supuesto está condicionado para su ejercicio que se den los requisitos que el ordenamiento jurídico penal señala para ello, es decir, la existencia de una noticia crimines.
2.2.5.2. Características de la pretensión punitiva. 
Según Mixan, 2006, las características son:
1. Publicidad.
El principio general es que la acción penal es de carácter público, no solo porque su regulación es parte del derecho público, sino fundamentalmente porque es una actividad destinada a satisfacer intereses colectivos, aun en los excepcionales casis en que la ley autoriza su ejercicio a particulares.
2. La oficialidad.
Otro principio general es que la acción penal es ejercida por los fiscales y ante los jueces, ambos funcionarios del Estado.
Como consecuencia de la adopción de principios derivados del sistema acusatorio, en algunos países la apertura de un procedimiento penal no puede ser hecha de oficio, requiriéndose en todos los casos denuncia o querella previa.
3. Indivisibilidad.
La acción es indivisible porque alcanza a todos los que hayan participado del delito denunciado.
4. Legalidad.
Toda vez que estén reunidos los presupuestos de un hecho punible, el fiscal a cargo del Ministerio Publico debe promover la acción penal. Salvo lo previsto en el art. 2 del CPP del 2005 (criterio de oportunidad).
Existe una “discrecionalidad técnica” en cuya virtud puede abstenerse de accionar cuando considera que no hay suficientes fundamentos legales.
5. Irrevocabilidad.
Como consecuencia de la legalidad, la acción es irrevocable, motivo por el cual una vez ejercía se agota en la sentencia. En los casos de acciones privadas esta característica desaparece, ya que el particular que la ejerce, dispone libremente de ella, pudiendo desistirla.
Mixán F, (2006). Manual de derecho procesal penal. Perú. Ediciones Jurídicas.
2.2.5.3. Normas relacionadas con la pretensión punitiva 
Dicha norma está estipulada en el artículo 1 del Código Procesal Penal: “La Acción Penal: La acción penal es pública:
· Su ejercicio en los delitos de persecución pública, corresponde al Ministerio Público. La ejercerá de oficio, a instancia del agraviado por el delito o por cualquier persona, natural o jurídica, mediante acción popular.
· En los delitos de persecución privada corresponde ejercerla al directamente ofendido por el delito ante el órgano jurisdiccional competente. Se necesita la presentación de querella.
· En los delitos que requieren la previa instancia del directamente ofendido por el delito, el ejercicio de la acción penal por el Ministerio Público está condicionado a la denuncia de la persona autorizada para hacerlo. No obstante ello, el Ministerio Público puede solicitar al titular de la instancia la autorización correspondiente.
· Cuando corresponde la previa autorización del Congreso o de otro órgano público para el ejercicio de la acción penal, se observará el procedimiento previsto por la Ley para dejar expedita la promoción de la acción penal. (Jurista Editores, 2010, Pag. 431).
2.2.6. El proceso 
2.2.6.1. Definiciones 
Del latín Procesius, deriva de Procedente que significa “avanzar, trayectoria, es el conjunto de actos coordinados y sistemáticamente regulados por la ley procesal estableciendo un orden preclusivo y ligados entre sí, deriva de las voces latinas "procederé" o "processus" que entre otras acepciones equivalen a camino o trayectoria que debe seguirse para Negar a un fin determinado. 
Carnelutti, por ejemplo nos decía que: “el proceso es la suma de los actos que se realizan para la composición del litigio”. (DE LA RUA, 1996, pag.101) 
DE LA RUA, Fernando. (1996) Teoría General del Proceso” Ed. De palma, Argentina.
2.2.6.2. Funciones del proceso
El proceso penal está al servicio de la aplicación del Derecho penal. 
El Derecho penal es un conjunto de normas jurídico-positivas que definen determinadas conductas como máximamente ilícitas en el plano, jurídico, establecen las circunstancias, positivas y negativas, relativas a la responsabilidad, la culpabilidad y la punibilidad, asignan sanciones (penas) para cada una de esas conductas, y establecen, para ciertos casos, medidas sustitutivas de las penas.
Para que se impongan penas (siempre que estén legalmente previstas: nulla poena sine previa lege penale), han de darse unos comportamientos que se estimen criminales (esto es, que se consideren infracciones penales, tipificadas como delitos o faltas) y que puedan ser fáctica y jurídicamente atribuidos a persona o personas concretas que aparezcan como protagonistas en distinto grado de esos comportamientos. Pero es necesario, además, que concurran (o que no concurran) ciertos elementos y circunstancias de los que se hace depender la efectiva imposición de penas, su mayor o menor gravedad o la sustitución de esas penas por otro tipo de respuesta a la conducta criminal. (García. C, 2005).
García. C, (2005). Precedente Vinculante: Naturaleza y Alcance de la Reparación Civil. Recuperado de:  http://www.itaiusesto.com/revista/5_0506%20-%20Garcia%20Cavero.pdf
2.2.6.3. El proceso como garantía constitucional
Según Mellado (citado por Talavera, 2009), expresa que es deber primordial del Estado garantizar, de un lado, la plena vigencia de los derechos humanos y, de otro, proteger a la población de las amenazas contra su seguridad; así reza el artículo 44° de la Constitución. Tal disposición no hace sino reflejar la permanente tensión que existe en el Estado entre los intereses de la seguridad colectiva y los derechos fundamentales y libertades individuales, que a decir de Asencio Mellado se presenta con mayor intensidad en el proceso penal. 
Talavera, P. (2009). La prueba en el  Nuevo Proceso Penal. Recuperado de: http://www.amag.edu.pe/publicaciones/libros1/contenidos/La_Prueba.pdf
2.2.7. El debido proceso 
2.6.7.1. Definiciones
(García Rada, 1984) Menciona que esta institución es de vital importancia, encontrándose dentro del texto constitucional como una garantía de igualdad de los justiciables y de idoneidad de los magistrados en una correcta aplicación y administración de justicia. 
El debido proceso está concebido como el cumplimiento de todas las garantías requisitos y normas de orden público que deben observarse en las instancias procesales de todos los procedimientos, a fin de que las personas estén en condiciones de defender adecuadamente sus derechos ante cualquier acto del Estado que pueda afectarlos. 
Ésta garantía fue introducida formalmente en esos términos en la Constitución de Estados Unidos, a través de la V Enmienda (1791). Progresivamente fue evolucionando y de ser considerada una garantía de mera legalidad –como simple reserva de ley-pasó a configurarse como una garantía de justicia. La noción del Estado de Derecho exige que todo proceso esté informado por la justicia y la equidad. (P.18)
GARCÍA RADA, Domingo. (1984), Manual de Derecho Procesal Penal. Octava edición. Eddili: Lima,
2.6.7.2. Elementos
Martínez Sánchez,( 1995), Menciona que los elementos que se pueden deducir del debido proceso son ; a) el acceso a la justicia, comprende no solo la posibilidad formal de recurrir a los órganos instituidos para administrarla sino sobre todo su contenido sustancial para lograr durante todo el proceso y hasta u culminación “la posibilidad real de ser escuchado, evaluados sus argumentos y alegatos y tramitados de acuerdo con la ley de sus peticiones de manera que las resoluciones judiciales sean reflejo y realización de los valores jurídicos fundamentales”; b) eficacia, consiste en la garantía de la efectividad de los principios, deberes y derechos consagrados en la constitución y en el obligatorio acatamiento por parte de quienes ejercen la función administrativa; c) eficiencia, significa que los aplicadores de la justicia deben lograr el máximo rendimiento con los menores costos posibles; o sea, con una adecuada gestión de los asuntos encargados, partiendo de los recursos financieros destinados; y d) Respecto de la dignidad de la persona, entendido como el tratamiento de los procesados en su condición de persona humana con todos sus derechos inalienables pera la aplicación de la ley. (P.65)
MARTINEZ SANCHEZ, Mauricio, (1995 Estado de Derecho y Política Criminal”, Consejo superior de investigaciones científicas, Bogotá Colombia.
2.2.8. El proceso penal 
2.6.8.1. Definiciones
DE LA OLIVA (1997). Define al proceso penal como el instrumento esencial de la jurisdicción, este autor señala: no es posible decir instantáneamente el derecho en casos concretos del ámbito civil, mercantil, laboral, etc. (p,51) 
El proceso penal es el camino por recorrer entra la violación de la norma y l aplicación de la sanción. El proceso penal es el conjunto de actos previos (instrucción y juzgamiento) a la aplicación de una sanción, realizados exclusivamente por los órganos jurisdiccionales.
DE LA OLIVA, Santos Andrés, (1997) El Derecho a los Recursos. Los Problemas de la Única Instancia en Tribunales de Justicia N° 10.
2.6.8.2. Características del proceso penal
· Los actos del proceso son realizados por los órganos jurisdiccionales preestablecidos en la ley. Estos órganos acogen la pretensión punitiva del estado que no puede juzgar y sancionar directamente sin un proceso previo y aplican la ley penal al caso concreto. 
· Tiene un carácter instrumental. A través de el se aplica la norma del derecho penal sustantivo al caso concreto. 
· Tiene la naturaleza de un proceso de cognición. Puesto que el juez penal parte de la incertidumbre sobre la comisión del delito y la responsabilidad, y a través de la actividad probatoria puede llegar a la certeza o convicción sobre dichos aspectos.
· El proceso penal genera derechos y obligaciones entre los sujetos procesales. Se reconocen diversos intereses y pretensiones que se enfrentan, en algunos caos, y en otros, coadyuvan (juez, ministerio público, imputado, parte civil, tercero civilmente responsable).
· La indisponibilidad del proceso penal. Este proceso no puede desaparecer ni adquirir una fisonomía distinta por la voluntad de las partes. Las partes no tienen libre disponibilidad del proceso como en el proceso civil y aunque quieren no pueden exonerar de culpa.
· El objeto principal del proceso penal, es investigar el acto cometido, el cual debe ser confrontado con los tipos penales. Pero también es importante la restitución de la cosa de la que se ha privado al agraviado o la reparación del daño causado con el delito. 
2.6.8.3. Clases de proceso penal 
A. De acuerdo a la legislación anterior ( Ordinario – Sumario)
1. El proceso penal Ordinario 
Tiene tres etapas: la etapa de instrucción, la etapa de los actos preparatorios del juicio oral y la etapa de enjuiciamiento (juicio oral). 
El plazo de instrucción en un proceso ordinario es de 4 meses prorrogable a 60 días más. Mediante la ley Nº 27553 (13/11/2001).se modifico el artículo 202º del código de procedimientos penales y se estableció la posibilidad de que el juez penal mediante un acto debidamente motivado amplié el plazo de instrucción hasta por 08 meses adicionales improrrogables bajo su responsabilidad y de la sala penal, siempre que se den los siguientes supuestos: 
· Complejidad por la materia, cantidad de medios de prueba por actuar, necesidad de pericias documentadas exhaustivas, revisión de documentos o gestiones fuera del país (extradición).
· Pluralidad de procesados y agraviados, tratándose de bandas u Organizaciones vinculadas al crimen. 
La resolución motivada que dispone la ampliación de la instrucción es susceptible de ser apelada, recurso que será concedido en un solo efecto, y la sala penal resolverá previo dictamen del fiscal superior en el término de 10 días. 
Concluida la etapa de instrucción los autos son remitidos al fiscal provincial, que puede tomar las siguientes determinaciones: 
· Si estima que la instrucción se encuentra incompleta o defectuosa expide su dictamen solicitando que se prorrogue el plazo, a fin de que se practiquen las diligencias que faltan o se subsanen los defectos. 
· Emite su dictamen final. Este dictamen contenía una opinión sobre si se encontraba acreditado el delito y la responsabilidad del presunto autor., sin embargo, a partir de la modificación que introdujo la ley Nº 27994 (06/06/2003), el dictamen contiene un informe sobre las diligencias realizadas, los incidentes promovidos y la situación de los procesados., expresara, además, una opinión sobre el cumplimiento de los plazos. 
Una vez devuelta la instrucción al juzgado penal con el dictamen final del fiscal provincial, el juez penal emite su informe final. En este informe el juez penal pronunciaba una opinión sobre si se encontraba acreditado el delito y la responsabilidad del presunto autor. 
Mediante la ley Nº 27994, se establecido que el informe final el juez penal debe pronunciarse sobre las diligencias realizadas, los incidentes promovidos y la situación de los procesados además debe expresar opinión sobre el cumplimiento de los plazos procesales. 
El plazo en que se pone de manifiesto la instrucción es de 03 días después de emitido el informe final. Luego, los autos se elevan a la sala penal competente que, con previa acusación del fiscal superior dictara sentencia. 
Contra la sentencia expedida por la sala penal en un proceso penal ordinario solo procede recurso de nulidad. Concedido el recurso, se elevan los autos a la sala penal de la corte suprema. 
a.2. En el proceso penal Sumario: tiene como etapa única la de instrucción. 
El plazo de instrucción en el proceso penal sumario es de 60 días, que pueden prorrogarse a 30 días más, la prorroga o ampliación en ambos casos se dispone a petición del fiscal provincial o de oficio. 
Concluida la etapa de instrucción, los autos se remiten al fiscal provincial, que puede tomar las siguientes determinaciones: 
· Si estima que la instrucción se encuentra incompleta o defectuosa expide su dictamen solicitando que se prorrogue el plazo, a fin de que se practiquen las diligencias que faltan o se subsanen los defectos. 
· Formula acusación. 
Si se devuelve la instrucción con la acusación, el juez penal va a sentenciar. 
Con la acusación del fiscal todos los autos deben ponerse de manifiesto por el término de 10 días en la secretaria del juzgado. En este plazo os abogados de las partes pueden examinar los actuados y presentar sus informes escritos. Vencido este plazo, con los informes o sin ellos, el juez penal debe pronunciar sentencia dentro de los 15 días siguientes. La sentencia condenatoria debe ser leída en acto público, con citación del fiscal provincial, del acusado, de su defensor y de la parte civil. En cambio la sentencia absolutoria solo debe notificarse a las partes. 
Contra la sentencia expedida por el juez penal procede recurso de apelación. Este recurso se interpone en el término de 3 días. Pueden apelar el fiscal provincial, la parte civil o el sentenciado. Concedido el recurso, se elevan los autos a la sala penal competente que remite los actuados al fiscal superior para que emita su dictamen en un plazo de 8 días, si es reo en cárcel, o ausente, si esta en libertad. Recibido el dictamen por la sala penal, esta deberá pronunciarse en el término de 15 días. 
No procede recurso de nulidad.
B. De acuerdo a la legislación actual ( Comunes – Especiales)
b.1. PROCESO PENAL COMÚN 
El nuevo código procesal penal establece un proceso modelo al que denomina “proceso penal común”, aplicable a todos los delitos y faltas. 
Es sin duda, el más importante de los procesos, ya que comprende a todas clases de delitos y a gentes que no están recogidos expresamente en los procesos especiales; desaparece la división tradicional de procesos penales en función de la gravedad de delito. Se toma en consideración este criterio para efectos del juzgamiento. 
Este proceso tiene tres etapas: 
a) Investigación preparatoria: esta primera fase del proceso penal común está destinada a los actos de investigación, es decir, aquellos actos destinados a reunir información que permita sustentar la imputación efectuada con la acusación. Es la etapa en la que se van a introducir diversas hipótesis sobre los hechos a través de los medios de prueba. Las principales características son: 
· Es conducida y dirigida por el ministerio público. Se incluyen las diligencias preliminares que efectuara en determinados supuestos la policía nacional la cual se convierte en un auxilio o apoyo técnico del fiscal. 
· Tiene un plazo de 120 días naturales, y solo por causas justificadas se podrá prorrogar por única vez hasta por un máximo de 60 días naturales adicionales. Tratándose de investigaciones complejas el plazo de investigación preparatoria es de 08 meses. La prórroga por igual plazo debe concederla el juez de la investigación preparatoria.
b) Fase intermedia: comprende la denominada “audiencia preliminar” diseñada para sanear el proceso y preparar lo necesario para el juzgamiento. Para iniciar el juzgamiento debe tenerse debidamente establecida la imputación, que la acusación no contenga ningún error, que se haya fijado que está sujeto a controversia, y por lo tanto, que pruebas deben ser actuadas en el juzgamiento. 
San Martín Castro (1999), señala que esta audiencia preliminar tiene propósitos múltiples:
· Control formal y sustancial de la acusación. 
· Deducir y decidir la interposición de medios de defensa. 
· Solicitar la imposición, modificación o levantamiento de las medidas de coerción. 
· Instar un criterio de oportunidad. 
· Ofrecer pruebas cuya admisión está sujeta a la pertinencia, utilidad y conducencia de la misma, así como pedidos de prueba anticipada. 
· Cuestionar el monto de reparación civil pedida por el fiscal. 
· Poner otra cuestión para una mejor preparación del juicio. 
Las características primordiales de esta etapa son las siguientes: 
· Es convocada y dirigida por el juez de investigación preparatoria. 
· Se realizara la audiencia con la participación d elas partes principales. Es obligatoria la presencia del fiscal y del abogado defensor, no del imputado. 
· Se puede proponer la aceptación de hechos y la dispensa de pruebas, así como acuerdos sobre medios de prueba para acreditar determinados hechos; se trata de las denominadas convenciones probatorias, que son acuerdos relativamente vinculantes, pues el juez, solo si resultan irracionales, puede desestimarlos. 
· Concluida esta audiencia, el juez de la investigación preparatoria decide si expide el auto de enjuiciamiento o dicta el auto de sobreseimiento. El primero no es recurrible; el segundo puede ser cuestionado vía recurso de apelación. 
c) Juzgamiento: es la etapa más importante del proceso común, es la etapa para la realización de los actos de prueba, es decir, cuando se debe efectuar el análisis y discusión a fin de lograr el convencimiento del juez sobre determinada posición. Esta tercera fase del proceso se realiza sobre la base de la acusación. 
Las características más saltantes son: 
· Es conducida o dirigida por el juez unipersonal o colegiado, según la gravedad del hecho. 
· Se requiere la presentación de la teoría del caso, contenida en los alegatos preliminares. 
· Se rige por los principios de oralidad, inmediación, publicidad, unidad, contradicción e identidad personal. 
· Se introduce el interrogatorio directo y el contrainterrogatorio. 
· El orden en la actuación de prueba ya no está guiado por el principio de preclusión; responde a la estrategia o la teoría del caso. (P. 145 y Ss.) 
b.2. PROCEDIMIENTOS ESPECIALES 
1) Proceso inmediato 
Corresponde a lo que hoy se conoce como instrucción abreviada o conclusión anticipada de la instrucción. Se presenta a solicitud del fiscal cuando el imputado es detenido en flagrante delito o cuando haya confesado la comisión del delito o cuando existen suficientes elementos de convicción. 
2) Proceso por razón de la función publica 
Se siguen las reglas del proceso penal común. Este proceso está dirigido a los funcionarios de alto nivel (artículo 99 de la constitución política del Perú). Reside su singularidad en que se requiere una acusación constitucional previa y se lleva a cabo en la corte suprema. 
3) Procesos para delitos perseguibles por acción privada 
En este caso promueve la acción el ofendido ante el juez penal unipersonal que admitirá a trámite la querella. 
4) Proceso de terminación anticipada 
A pedido del fiscal o del imputado, el juez de investigación preparatoria citara a una audiencia privada, en la cual se podrá llegar a un acuerdo entre el fiscal, el abogado defensor y el imputado, sobre la pena, la reparación civil y las consecuencias accesorias. 
5) Proceso de colaboración eficaz 
A través de este tipo de procedimiento, el ministerio público celebra un acuerdo de beneficios y colaboración con quien se encuentre procesado o sentenciado. Este acuerdo está sujeto a aprobación judicial. 
6) Proceso por faltas 
Es competencia de jueces de paz letrado y jueces de paz. Necesariamente, después de recibido el informe policial, se citara a juicio con una audiencia en una sola sesión.
C. El proceso Penal Sumario “Al proceso penal sumario podemos conceptualizarlo como aquel donde el juez penal investido de la potestad jurisdiccional plena desdobla sus funciones en investigar y la de fallar en un caso concreto puesto a su conocimiento en el plazo investigatorio establecido por ley, recurriendo supletoriamente a las reglas del proceso ordinario”. (Rosas, 2005, p. 543)
2.6.8.4. Finalidad del proceso penal 
La finalidad del proceso penal va más allá que de la simple consideración del derecho de castigar y que puede concretarse en:
a. Fines Generales: aporte de la aplicación de la norma penal al caso concreto, vale decir, al juzgamiento de una determinada conducta humana (fin general inmediato), es el de la defensa social y la prevención de la delincuencia (fin general mediato).
Nuestro Código Procesal Penal de 1991, considera los casos de abstención del ius puniendi por parte del Ministerio Publico. Esta situación excepcional sobresee la acusa por razones de “oportunidad”, y contribuye también a una efectiva reinserción del imputado.
b. Fines Específicos: se hallan contemplados en el artículo 72° del C. De P.P, que recoge el pensamiento universal, dirigidos al establecimiento de la verdad concreta o histórica y que podemos resumir así:
Delito cometido: Vale decir, reunir o recopilar la prueba existente en relación con la ejecución de los hechos, con la tipificación o los elementos u objetivos de la infracción.
Circunstancias de lugar, tiempo y modo: en que se ha perpetrado la infracción o conducta que se presume delictuosa.
Establecer quien o quienes son los autores: coautores o participes del delito, así como la víctima.
Los móviles determinantes: y las demás circunstancias o factores que pudieron influir en la comisión del delito o en la conducta de sus protagonistas.
Finalmente para lograr esta finalidad del proceso penal se persiguen tres cuestiones:
La declaración de certeza: Mediante el cual a un hecho concreto se confrontara la norma penal aplicable, y si no se ha desvanecido la existencia del delito y quien es el responsable de la conducta delictuosa. Esto se llega a determinar en la culminación del proceso penal.
La verdad concreta: Conocida también como verdad material, verdad histórica o verdad real, que implica alcanzar el dominio cognoscitivo de la totalidad del objeto de la investigación y juzgamiento. Esa es la finalidad, aunque muchas veces ello no ocurra.
La individualización del delincuente: En el proceso penal, al denunciarse la existencia de un delito deberá necesariamente consignarse quien o quienes son los presuntos autores o responsables. (Rosas, pag. 235- 237).
2.6.8.5. El objeto del proceso 
Para Gómez (1996),  el objeto del proceso penal se caracteriza por su relación con el derecho de acción, en tanto en cuanto, iniciado el proceso por el Fiscal o por la parte agraviada, se proporciona al juez el hecho que debe ser investigado por revestir los caracteres de delito. También se caracteriza el proceso penal por su inmutabilidad, dado que no es posible cambiarlo ni eliminarlo  ni aun a pedido de las partes; también se caracteriza por su indisponibilidad pues el proceso considera el hecho desde todos los puntos de vista jurídicos posibles.
Gómez C. J. (1996). Constitución y Proceso Penal, Madrid.
2.6.8.6. Principios Procesales relacionados con el Proceso 
A. El Principio de Legalidad
En el proceso penal el poder judicial, el ministerio público y la policía nacional deben actuar con sujeción a las normas constitucionales y demás leyes. 
La ley penal solo puede ser aplicada por los órganos instituidos para esa función y nadie puede ser castigado sino en virtud de un juicio legal (nullum crimen nulla poena sine iudicio). 
El código procesal penal en su artículo vi del título preliminar prescribe que, “las medidas que limitan derechos fundamentales, salvo las excepciones previstas en constitución, solo podrán dictarse por la autoridad judicial, en el modo, forma y con las garantías previstas por la ley. Se impondrán mediante resolución motivada, a instancia de la parte procesal legitimada. La orden judicial debe sustentarse en suficientes elementos de convicción, en atención a la naturaleza y finalidad de la medida y el derecho fundamental objeto de limitación, así como respetar el principio de proporcionalidad”. (ROSAS YATACO, p.180) 
El principio de legalidad expresa tres cuestiones esenciales: 1) como garantías legales que inciden en el contenido de las leyes penales que deben ser claras, precisas e irretroactivas, excepto las benignas; 2) comporta garantías procesales en cuanto se precisan los órganos encargados de aplicar las leyes penales; 3) garantías en la ejecución de las penas. 
Las características del principio de legalidad son: 1) constituyen el soporte de la seguridad jurídica, propia de un estado social y democrático de derecho, en cuanto permite al ciudadano conocer lo que está proscrito y que está prescrito, es decir que puede y que no puede hacer; 2) limita el poder omnímodo del juez al sujetarlo exclusivamente al imperio de la ley escrita; 3) obliga al legislador a evitar, con leyes claras, un margen hermenéutico amplísimo y desmesurado en manos del órgano judicial. 
BRAMONT ARIAS, (1994) señala las consecuencias del principio de legalidad: 1) la exclusividad de la ley penal, esto es, solo la ley penal es fuente creadora de delitos y penas, por lo que se excluyen la costumbre, la jurisprudencia, la doctrina y la analogía; 2) la prohibición de delegar la facultad legislativa penal; sin embargo el poder legislativo puede delegar en el poder ejecutiva la facultad de legislar, mediante decretos legislativos sobre la materia específica y por el plazo determinado establecidos en la ley autoritativa (artículo 104, constitución de 1993); 3) las leyes en blanco, empleado por vez primera por Carlos Binding para referirse a aquellas leyes penales en las que esta determinada la sanción pero el precepto será definido por un reglamento o ley presente o futura. (p.33y 34).
Según Velásquez V., la intervención punitiva del Estado al determinar y ejecutar las consecuencias jurídicas del hecho punible (penas y medidas de seguridad) debe regirse por el imperio de la ley, expresión de la voluntad general, según las directrices de la filosofía liberal que lo animan; igualmente, este postulado implica —por eso se le conoce también como principio de reserva—, que sólo la ley expedida por el órgano legislativo está autorizada para regular la materia de las penas y las medidas de seguridad, pues el poder legislativo es el único legitimado para restringir los más elementales derechos humanos. Así mismo, se conoce como de intervención legalizada, pues toca de lleno con la injerencia del Estado en el ámbito punitivo, la cual limita y controla con miras a garantizar la seguridad jurídica y lograr los cometidos del derecho penal mismo.
BRAMONT-ARIAS TORRES, Luis Alberto, (1994) Principio de Legalidad de la  Represión y la Nueva Constitución Política del Perú, Lima-Perú.
ROSAS YATACO, Jorge () Principios que Orientan El Nuevo Código Procesal Peruano.
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B. El Principio de Lesividad
Este principio señala que para que una conducta determinada se configure como delito, primero debe de existir un daño a un bien jurídico legalmente protegido. Por tanto, para que un interés personal y/o social se pueda considerar como bien jurídico protegido, este debe de estar reconocido como tal por la ley y asimismo debe de estar protegido por ésta. Siendo, el bien jurídico como aquellos intereses sociales que por su notable importancia para el desarrollo personal y para el desenvolvimiento de la sociedad en general son merecedores de resguardo y protección a través de las normas jurídicas que componen el Derecho penal. Por ejemplo: la vida, la libertad, entre otros. A través de este principio controlamos la función de la creación de nuevos delitos, obligando al legislador a definir el bien jurídico que se quiere proteger a través de la ley penal. Partiendo de esto, su importancia radica en que la protección del bien jurídico es la razón que legitima la intervención penal.
Por otra parte, no se podrá decir que un acto es ilícito si no se encuentra fundamentado en la lesión de un bien jurídico. Entonces, se entiende por lesión al bien jurídico, a toda aquella acción que el agente cometa para causar un determinado daño a un bien que está protegido por el ordenamiento jurídico. (Balotario desarrollado para el examen del Consejo Nacional de la Magistratura – Derecho Penal. s.f).
Balotario desarrollado para el examen del Consejo Nacional de la Magistratura – Derecho Penal. s.f.
C. El Principio de Culpabilidad Penal
Otra directiva básica en esta materia es la de la responsabilidad subjetiva, según la cual no hay pena sin culpabilidad, pues la sanción criminal solo debe fundarse en la seguridad de que el hecho puede serle "reprochado" o "exigido" al agente(59), e implica dos cosas distintas: en primer lugar, no puede ser castigado quien actúa sin culpabilidad, de donde se deriva la exclusión de la responsabilidad objetiva o responsabilidad por el mero resultado; y, en segundo lugar, la pena no puede sobrepasar la medida de la culpabilidad y su imposición se hace atendiendo al grado de culpabilidad(60).
Como producto de ello, la sanción debe ser individual o estrictamente personal y sólo puede alcanzar a quien ha transgredido la ley en su calidad de autor o partícipe, mas no a terceros, así se encuentren ligados con el sujeto activo del comportamiento punible por vínculos de amistad, credo político o religioso, sangre, afectos, etc. Naturalmente, se transgrede este axioma si se agrava o fundamenta la pena por el mero resultado, esto es, cuando se castiga al sujeto por lo que ocurre y no por lo que hace; o si se da vía libre al versari in re illicita haciendo responder al autor de todas las consecuencias de su acto —aun las no queridas— siempre y cuando provengan de un obrar ilícito. Así mismo, cuando se condena a penas a un inimputable, o no se le reconoce al agente una causal de inculpabilidad; si se asigna mayor pena a reincidentes, delincuentes de comisión profesional o habitual, más allá del grado de culpabilidad respectivo. Esto sin olvidar, claro está, eventos en los cuales se deduce responsabilidad penal al agente por el hecho de otro. Y, para terminar, en la que constituye la consecuencia más importante de cara al tema examinado, se vulnera este axioma cuando no se tiene en cuenta el grado de culpabilidad como criterio de determinación o tasación de la pena, en virtud del cual la culpabilidad sirve como punto de referencia para su medida(61). Este apotegma tiene amplia consagración en los Arts. 2 núm. 24 d y 139 Inc. 1 tercer párrafo de la Const.; y VII, 12 y 46 del C. P. 
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D. El Principio de la Proporcionalidad de la Pena
Para Maurach, citado por Villavicencio, (2006), también llamada prohibición en  exceso, consiste en la búsqueda de un equilibrio entre el poder penal del estado, la sociedad y el imputado. Constituye un principio respecto a toda intervención gravosa de este poder, directamente a partir del principio del Estado de Derecho.  
Villavicencio, T. F. (2006). Derecho penal parte general, Perú, Editorial Grijley.
E. El Principio Acusatorio
Caro (2007), refiere que es evidente – según doctrina procesalista consolidada- que se trata de una de las garantías esenciales del proceso penal, que integra el contenido esencial del debido proceso, referida al objeto del proceso, y determina bajo que distribución de roles y bajo qué condiciones se realiza el enjuiciamiento del objeto procesal penal (…); que entre las nota esenciales de dicho principio en lo que es relevante el presente caso, se encuentra, en primer lugar, que el objeto del proceso lo fija el Ministerio Publico, es decir, los hechos que determinan la incriminación y ulterior valoración judicial son definidos por el Fiscal, de suerte que el objeto se concreta en la acusación fiscal- que a su vez debe relacionarse, aunque con un carácter relativo en orden a la propia evolución del sumario judicial, con la denuncia fiscal y el auto apertorio de instrucción, que sencillamente aprueba la promoción de la acción penal ejercitada por el Fiscal-, respecto a la cual la decisión judicial debe ser absolutamente respetuosa en orden a sus límites facticos; y, en segundo lugar, que la función de la acusación es privativa del Ministerio Publico y , por ende, el juzgador no ha de sostener la acusación; que esto último significa, de acuerdo al aforismo nemo iudex sine acusatore, que si el Fiscal no formula acusación, más allá de la posibilidad de incoar el control jerárquico le está vedado al órgano jurisdiccional ordenar al Fiscal que acuse y, menos, asumir un rol activo y, de oficio, definir los ámbitos sobre los que discurrirá la selección de los hechos, que sólo compete a la Fiscalía: el supuesto de juicio jurisdiccional es la imputación del Fiscal; que, por tanto, si el órgano judicial está conforme con el Dictamen no acusatorio del Fiscal Provincial y, por ello, no decide incoar el procedimiento para forzar la acusación, y si a continuación, con motivo del recurso de apelación de la parte civil, al Fiscal Superior igualmente emite un dictamen no acusatorio, ratificando el parecer del Fiscal Provincial- es de recordar al respecto que el Ministerio Publico, a nivel institucional, está regido por el principio de unidad por la función y dependencia jerárquica, de suerte que, en estos casos, prima el parecer del superior jerárquico y si este coincide con lo decidido por el Fiscal Interior concreta y consolida la posición no incriminatoria del Ministerio Publico- no existe posibilidad jurídica que le órgano jurisdiccional de alzada dicte una resolución de imputación. (Pag. 493- 494)
Caro Jhon, J. (Ed.). (2007), Diccionario de Jurisprudencia Penal, Perú, Editorial Grijley
F. El Principio de Correlación entre Acusación y Sentencia
Según Aroca, citado por Burga, (2010), la delimitación del objeto del debate en un proceso penal se va desarrollando en forma progresiva durante la investigación. El principio de correlación entre acusación y sentencia, tiene que ver fundamentalmente con el objeto del debate en un proceso penal. 
El primer momento de la delimitación se produce al emitirse la disposición de investigación por parte del Fiscal, la cual puede cambiar –sin ser alterado sustancialmente- conforme el avance de la investigación para lo cual se requiere emitir una disposición ampliatoria si surgen nuevos hechos que merecen ser investigados y posiblemente llevados a juicio, hasta el momento de la acusación donde el ente acusador tiene que tener claro los hechos para poder fijar su imputación, que es la que tendrá que respetarse tanto para los efectos de la admisión de los medios de prueba, como para la decisión final, porque es la acusación la que marca la delimitación más fuerte de los hechos y su calificación jurídica, sobre todo en un sistema oral donde las partes deben en este estado del proceso, tienen que tener clara su teoría del caso o punto de vista sobre los hechos materia de juzgamiento, toda vez que éstos serán defendidos a través de las técnicas de litigación oral en el juicio. Es justamente la acusación la que determina el objeto del juicio, siendo sus características principales la inmutabilidad (no alteración de los hechos), y la indivisibilidad (hechos anteriores, concomitantes o posteriores).  
Burga, O. (2010, Junio 21). De: Comentarios en Materia Penal y Procesal Penal. Recuperado de http://oscarburga.blogspot.com/2010/06/la-consumacion-del-delito-de-robo.html
2.2.9. Los medios de prueba en el proceso penal
2.2.9.1. La prueba en sentido común
Es según Cubas, (2006), la necesidad de comprobar, de verificar todo objeto de conocimiento. Díaz De León nos dice que la prueba se traduce en la necesidad ineludible de demostración, de verificación o investigación de la verdad de aquello que se ha afirmado en un proceso.
Cubas, Villanueva. V. (2006). El proceso penal: Teoría y Jurisprudencia Constitucional, Perú, Editorial Palestra. 
2.2.9.2. La prueba en sentido jurídico procesal
Cafferata (1998), sostiene que la prueba es lo que confirma o desvirtúa una hipótesis o una afirmación precedente. Esta noción llevada al proceso penal, permitiría conceptuar la prueba como todo lo que pueda servir para el descubrimiento de la verdad acerca de los hechos que en aquél son investigados y respecto de los cuales se pretende actuar la ley sustantiva. 
Cafferata Nores, José I. (1998). La Prueba en el Proceso Penal (3era ed), Buenos Aires, Editorial Depalma. 
2.2.9.3. El objeto de la prueba
Como dice Cubas, (2006), el objeto de la prueba es aquello susceptible de ser probado, la prueba puede o debe recaer en hechos o situaciones sobre la existencia del hecho delictuoso y su calificación, a la individualización de los autores, las circunstancias de la comisión del delito, su responsabilidad penal y su responsabilidad civil en el daño causado (cuando el agraviado se constituye en parte civil). Ejemplo: aquello que se investiga, sobre lo que dictamina el perito. (Pag. 359-360).
Cubas, Villanueva. V. (2006). El proceso penal: Teoría y Jurisprudencia Constitucional, Perú, Editorial Palestra. 
2.2.9.4. Principios de la valoración probatoria
a. Principio de legitimidad de la prueba
“Un medio de prueba será legitimo si no está prohibido expresamente por el ordenamiento jurídico procesal penal, procesal vigente o por el ordenamiento jurídico en general; cuando esté reconocido por la ciencia como capaz de conducir a la certeza; cuando no es contrario a la ética ni a la dignidad e integridad a las personas”. (Cubas, 2006, Pag. 369).
b. Principio de la unidad de la prueba
Mixán, citado por Rosas (2005),  refiere que durante la actividad probatoria se incorporan al proceso una pluralidad y diversidad de medios probatorios, lo que, para los fines de valoración (“apreciación”), deben ser consideradas como una totalidad, como un solo conjunto de lo diverso y multiple. O sea, no se puede prescindir arbitrariamente de apreciar alguno de los componentes de ese conjunto unitario y complejo. (Mixán, 1996) (Rosas, 2005, Pag. 185)
Rosas, Yataco .J. (2005). Derecho Procesal Penal. Perú. Editorial Jurista Editores. 
c. Principio de la comunidad de la prueba
Según Cubas (2006), este principio también es llamado de adquisición procesal de la prueba,  en cuanto una prueba se incorpora al proceso ya sea afirmando o negando un hecho o circunstancia. Puede ser alegado por cualquiera de las partes, independientemente de quien la ofreció. (Pag. 369).
d. Principio de la autonomía de la voluntad
La jurisprudencia estable que si bien es cierto que se reconoce a los fiscales el ejercicio independiente de sus funciones, de acuerdo con sus propios criterios y en la forma que consideren más ajustadas a los fines constitucionales y legales que persigue el Ministerio Publico, también lo es que el especifico mandato del artículo 159° de la Constitución debe ser realizado de conformidad con los criterios objetivos y razonables, y por tanto, exentos de un ejercicio funcional arbitrario. (Caro, 2007, Pag. 495)   
e. Principio de la carga de la prueba
Miranda, citado por Rosas, 2005, concluye que el principio de la carga de la prueba nos conlleva, por tanto, a diferencias sustanciales entre la prueba civil y la prueba penal, no solo porque su fundamento es el mismo en ambos tipos de proceso, consistente en la prohibición del non liquet, sino, también, porque en ambos casos la carga de la prueba actúa como regla del juicio dirigida al juez que determina el contenido de fondo de la sentencia en los supuestos de ausencia o insuficiencia de prueba. (Miranda, 1997) (Rosas, 2005, p. 728- 729)
2.2.9.5. Etapas de la valoración probatoria
A. Valoración individual de las pruebas
B. Valoración conjunta de las pruebas
2.2.9.6. Medios de prueba actuados en el proceso en estudio. (Examinar el expediente e identificar los medios de prueba actuados en el caso, presentar su definiciones, los criterios de valoración, su regulación en la ley penal. Ejemplo:
A.  Declaración Instructiva ( Presentar su definición, los criterios de valoración, su regulación en la norma penal)
B.  La prueba testimonial ( Presentar su definición, los criterios de valoración, su regulación en la norma penal)
C. La inspección judicial (  Presentar su definición, los criterios de valoración, su regulación en la norma penal)
D. La prueba pericial  (Presentar su definición, los criterios de valoración, su regulación en la norma penal)
2.2.10. Actos procesales de los participantes en el proceso.
2.2.10.1. Del Ministerio  
A. Definición
Según San Martin Castro (2003), institución concebida en el Art 158 de la Constitución nacional como un órgano autónomo, cuya principal misi{ón es la de pedir que se realice la función jurisdiccional y que se haga con arreglo al principio de legalidad, se trata de una función postulante o requiriente, pero en ningún caso decisoria.
B. Funciones del Ministerio Público.
Conforme lo indica San Martin Castro (2003), La Constitución y la Ley Orgánica del Ministerio Público confieren a esta institución pública un conjunto de funciones específicas radicadas en la promoción de la acción de la justicia en defensa de los intereses públicos tutelados por la ley. Desde esta perspectiva se entiende que el Ministerio Público es un órgano a través del cual se reconduce el interés en general en mantener o restablecer, en su caso, el orden jurídico, se le ha impuesto la titularidad del ejercicio de la acción penal pública, persecución del delito, y, sobre todo la conducción de la investigación del delito desde su inicio, asumiendo al efecto la dirección jurídico funcional de la actividad policial.Sin embargo, si bien es cierto el delito afecta a toda la sociedad, estando esta interesada en su persecución, siendo que su actuación ha de basarse en la legalidad.
Calderon Sumarriva (2008), define que el Fiscal es el órgano público del proceso penal y tuiene su función requiriente más no jurisdiccional. Entre sus funciones encontramos:
a) El ejercicio de la acción penal, que se plasma en el acto de acusación y culmina con la sentencia. El Fiscal no ejercita un derecho propio, sino un derecho del estado.
b) Intervenir en la investigación del delito desde la etapa policial hasta su culminación en la Sala penal de la Corte Suprema.
c) Es el titular de la carga de la prueba. En la investigación policial , el Fiscal debe orientar las pruebas que se actúen  apenas producido el hecho. Si existe mérito suficiente para formalizar denuncia e inicia instrucción y debe estar enterado de las diligencias judiciales por realizar.
d) Garantizar el derecho de defensa y demás derechos del detenido. El Ministerio Público interviene desde la etapa policial. Apenas detenida una persona a quien se sindica como autor de un delito, el Fiscal provincial o su adjunto se constituyen al lugar de detención para vigilar que el detenido goce de todos sus derechos y tenga defensor.
e) Cautelar la legalidad. Es el llamado a observar la tipicidad de los hechos, garantizar el respeto de los derechos humanos y atender los legitimos intereses de las víctimas y del estado.
f) Representar a la sociedad en juicio, para efectos de defender a la familia, a los menores incapaces y priorizar el interés social. Debe velar por la moral pública.
g) Velar por la independencia del Poder Judicial y la recta administración de justicia.
         C. El Ministerio Público como titular de la acción penal.
Conforme lo sostiene San Martin castro (2003), el Ministerio Público tiene una trascendental intervención en todo el curso del proceso penal en su condición de titular de la acción penal y responsable de la carga de la prueba, así como la dirección de la investigación y su ejercicio con plenitud de iniciativa y autonomía. En ese orden de ideas es de destacar que la nueva Constitución, aumentando ls atribuciones de la LOMP, asignó a la Fiscalía, tanto la conducción de la investigación del delito cuanto la dirección jurídico funcional de la policía.
El Fiscal es el encargado de ejercitar o promover la acción penal de oficio o a instancia del agraviado o por cualquiera del pueblo. Antes de hacerlo, inclusive puede disponer la realizaci+on de una investigación policial previa.
D. La denuncia penal
a. Definiciones
La denuncia, conforme lo refiere San Martin Castro (2003), siguiendo a Gimeno Sendra, como una declaración de conocimiento por la que se trasmite al Fiscal o a la Policía la noticia de un hecho que constituye delito, desde el punto de vista objetivo, la denuncia es el acto de trasmisión de la notitia criminis cumplida por el denunciante, que éste puede realizar verbalmente bajo su firma en el acta correspondiente, o efectuar directamente por un escrito complementado por la identificación del denunciante, o en su caso de quien lo represente.
Asimismo desde el punto de vista de los sujetos, la denuncia constituye una facultad para cualquier ciudadano, que es lo que define la acción popular. Por otro lado el Código de 1991, obliga a denunciar a dos categorías de personas a).- quienes tienen obligación legal de hacerlo, como sería el caso de médicos o personal sanitario; y b). los funcionarios públicos que en el ejercicio del cargo o por razón de el tengan conocimiento de un delito: jueces, fiscales, policías, parlamentarios, etc., es el caso de denuncia-obligación, en ambos casos la notitia criminis se haya producido a causa del ejercicio de la profesión.
b. La pretensión punitiva en la denuncia penal
La denuncia no tiene otra significación jurídica que ser la causa de la pesquisa de oficio que va a realizar el policía con el fiscal, pues le corresponde al Estado la función de perseguir al delincuente, fin que por su naturaleza no corresponde a los particulares, de allí que se haya delegado en estas instituciones la investigación de la noticia criminal”. (Rosas, 2005, Pag. 469)
c. Regulación de la denuncia penal 
La denuncia penal se encuentra regulada en el libro tercero, sección I “La investigación preparatoria”, en los artículos:
326.- Facultad y obligación de denunciar.
1) Cualquier persona tiene la facultad de denunciar los hechos delictuosos ante la autoridad respectiva, siempre y cuando el ejercicio de la acción penal para perseguirlos sea público.
2) No obstante deberán formular denuncia:
3) Quienes estén obligados a hacerlo por expreso mandato de la ley. En especial lo están los profesionales de la salud por los delitos que conozcan en el desempeño de su actividad, así como los educadores por delitos por los delitos que hubieren tenido lugar en el centro educativo.
4) Los funcionarios que en el ejercicio de sus atribuciones, o por razón del cargo, tomen conocimiento de la realización de algún hecho punible.
Articulo 327.- No obligados a denunciar:
1) Nadie está obligado a formular denuncia contra su cónyuge y parientes comprendidos dentro del cuarto grado de consanguinidad o segundo de afinidad.
2) Tampoco existe esta obligación cuando el conocimiento de los hechos esta amparado en el secreto profesional.
Artículo 328.- Contenido y forma de la denuncia:
1) Toda denuncia debe contener la identidad del denunciante, una narración detallada y veraz de los hechos, y – de ser responsable la individualización del presunto responsable.
2) La denuncia podrá formularse por cualquier medio. Si es escrita, el denunciante firmará y colocará su impresión digital. Si es verbal se sentara el acta respectiva.
3) En ambos casos, si el denunciante no puede firmar se limitará a colocar su huella digital, dejándose constancia en el acta del impedimento. (Jurista Editores, 2010, Pag. 323-324).
Jurista Editores, (2010). Código Penal. Perú. Editorial Jurista Editores.
d. La denuncia penal en el proceso en estudio
A fojas 48 y 49, el Fiscal Provincial (P), de la Cuarta Fiscalía Provincial Penal del Santa, formaliza denuncia penal contra DEMETRIO RODOLFO DIAZ MORENO,  como presunto autor del delito contra LA VIDA, EL CUERPO Y LA SALUD, en la modalidad de Homicidio Culposo, en agravio de Jorge Emilio Rodríguez Coello.
DENUNCIA N° 345-2003-MP/4taFPP-SANTA (225)
ELVIRA GARCÍA  CESPEDES, Fiscal Provincial (P) de la Cuarta Fiscalía en  lo    Penal del Santa. Señalando domicilio para los efectos legales en el  Jr. Leoncio Prado N° 553 - 3er Piso de esta ciudad,  a usted digo:
                                De conformidad con lo dispuesto en el art, 159 de la Constitución Política del Estado, y los artículos 12 y 04 inc. 29 del D. Legislativo 052.- Ley Orgánica del Ministerio Público, y considerando que el hecho investigado constituye delito, que se ha individualizado al autor y que la acción penal no ha prescrito, en aplicación del artículo N| 77 del C. de P.P. modificado por ley 24388, FORMALIZO DENUNCIA PENAL contra DEMETRIO RODOLFO DIAZ MORENO, por el delito de homicidio culposo, en agravio de Jorge Emilio Rodríguez Coello, ilícito penal tipificado y sancionado en el art. 111 primer y segundo párrafo en su primera y última parte del Código Penal modificado por ley 27753; en base a los siguientes hechos:
                               Fluye del Atestado Policial N° 12-DIV-POL-CH/CAP y demás actuado que en fs. 47 adjunto a las 12.30 aproximadamente, se produjo un accidente de tránsito en la  Av. Los pescadores del P.J. San Juan, en circunstancias que el denunciado Días Moreno, conducía su vehículo modelo TICO, de placa de rodaje AE-7204, con dirección de Este a Oeste, ocupando el lado derecho de la calzada, y el agraviado Rodríguez Coello, conducía su bicicleta, de color plomo-lila, marca Jabi Bike, modelo montañera, 
La velocidad que resulto ser mayor a la razonable y prudente, para que precedía al primer vehículo referido, en la misma dirección, momentos que el denunciado debido al estado de embriaguez en que se encontraba, conforme así aparece del Certificado de Dosaje etílico que obra a fs. 22, y a la velocidad que circulaba, no razonable para el lugar y momentos, impactó la llanta posterior del vehículo menor, lo que origino que el agraviado cayera sobre el capot, parabrisas y techo del vehículo del denunciado, y posteriormente ser lanzado unos 15 metros  Del lugar del accidente, sobre el suelo (tierra), siendo auxiliado de inmediato por el denunciado, quien lo traslado al Hospital Regional, donde llegó cadáver; y al practicarle la necropsia  de ley, se determinó que la causa de muerte fue por hemorragia cerebral masiva, debido a traumatismo cráneo cefálico severo, por suceso de tránsito, conforme así aparece del Acta de fs. 02.
                            Los hechos descritos han tenido como causales, la conducta imprudente desplegada por el conductor denunciado Demetrio Rodolfo Díaz Moreno quien se encontraba en estado etílico y desplazo su unidad a las  circunstancias del lugar y momento.
                            Por lo que existiendo indicios de la comisión del delito y de la responsabilidad de los denunciados, formalizo la presente a fin de que sea investigado a nivel jurisdiccional.
PRIMER OTRO SI DIGO: Se meritúe el valor probatorio que emerja de los actos de investigación preliminar, y para los fines de lo dispuesto en el art. 14 de la Ley Orgánica del Ministerio Público, solicito se efectúen las siguientes diligencias:
1.- Declaración Instructiva del denunciado.
2.- Declaración preventiva del familiar más cercano del occiso
3.- Inspección ocular y reconstrucción de los hechos, en el lugar del accidente
4.- Recabar el protocolo de necropsia.
5.- Recabar los antecedentes penales y judiciales del denunciado.
SEGUNDO OTRO SI DIGO: De conformidad con lo dispuesto en el art. 94 del C. de P.P., solicito se trabe embargo preventivo, en los bienes del denunciado, que sean suficientes para cubrir el monto de la reparación civil, formándose el cuaderno respectivo.
                             En consecuencia, sírvase aperturar la correspondiente instrucción.
                             Chimbote, 20 de Agosto del 2003.
 (Identificarlo en el proceso y transcribirla en forma fidedigna) 
(Denuncia N°345-2003-MP-4ta.FPP-Santa)), obrante a fojas 48/49 de fecha 20 de agosto de 2003; en  la que la Fiscal Provincial (P) de la Cuarta Fiscalía en lo  Penal del Santa, Elvira García Céspedes, fundamenta la misma conforme a las investigaciones del atestado policial.
De conformidad con lo dispuesto en el art, 159 de la Constitución Política del Estado, y los artículos 12 y 04 inc. 29 del D. Legislativo 052.- Ley Orgánica del Ministerio Público, y considerando que el hecho investigado constituye delito, que se ha individualizado al autor y que la acción penal no ha prescrito, en aplicación del artículo N° 77 del C. de P.P. modificado por ley 24388, FORMALIZO DENUNCIA PENAL contra DEMETRIO RODOLFO DIAZ MORENO, por el delito de homicidio culposo, en agravio de Jorge Emilio Rodríguez Coello, ilícito penal tipificado y sancionado en el art. 111 primer y segundo párrafo en su primera y última parte del Código Penal modificado por ley 27753.
Fluye del Atestado Policial N° 12-DIVPOL-CH/CAP, que el día 21 de junio del año en curso, a horas 12 y 30 aproximadamente, se produjo un accidente de tránsito en la Av. Los Pescadores en el P.J. San Juan, en circunstancias que el denunciado Díaz Moreno, conducía su vehículo modelo Tico de placa de rodaje AE-7204, con dirección de Este a Oeste, ocupando el lado derecho de la calzada, y el agraviado Rodríguez Coello, conducía su bicicleta de color plomo-lila, que precedía al primer vehículo referido, en la misma dirección, momentos que el denunciado debido al estado de embriaguez en que se encontraba, conforme aparece en el Certificado de Dosaje Etílico  que obra a fs. 22, y a la velocidad que circulaba, no razonable para el lugar y el momento, impactó la llanta posterior del vehículo menor, lo que originó que el agraviado cayera sobre el capot, parabrisas y techo del vehículo del denunciado, para posteriormente ser lanado unos 15 mts. del lugar del accidente, sobre la tierra, siendo auxiliado por el denunciado, quien lo traslado al hospital Regional, donde llego cadáver; y al practicársele la necropsia de ley, se determinó que la causa de la muerte fue por traumatismo cráneo cefálico severo, por suceso de tránsito, conforme  aparece de acta a fs. 02.
E. La acusación del Ministerio Público.
a. Definiciones 
Es el acto procesal mediante el cual se interpone la pretensión procesal penal, consistente en una petición fundada dirigida al órgano jurisdiccional, para que imponga una pena y una indemnización a una persona por un hecho punible que se afirma que ha cometido. (Gómez, 1996).
Gómez C. J. (1996). Constitución y Proceso Penal, Madrid.
b. Contenido de la acusación  
La acusación fiscal será debidamente motivada y contendrá, según Rosas (2005), lo siguiente: 
a) Los datos que sirvan para identificar al imputado;
b) La relación clara y precisa del hecho que se le atribuye al imputado, con ‘sus circunstancias precedentes, con concomitantes y posteriores. En caso de contener varios hechos independientes, la separación y el detalle de cada uno de ellos;
c) Los elementos de convicción que fundamenten el requerimiento acusatorio;
d) La participación que se atribuya al imputado;
e) La relación de las circunstancias modificatorias de la responsabilidad penal que concurran;
f) El artículo de la Ley penal que tipifique el hecho, asi como la cuantía de la pena que se solicite;
g) El monto de la reparación civil, los bienes embargados o incautados al acusado, o tercero civil, que garantizan su pago y la persona a quien corresponda percibirlo; y,
h) Los medios de prueba que ofrezca para su actuación en la audiencia. En este caso presentará la lista de testigos y peritos, con indicación del nombre y domicilio, y de los puntos sobre los que habrán de recaer sus declaraciones o exposiciones. Asimismo, hará una reseña de los demás medios de prueba que ofrezca.
Se precisa que la acusación sólo puede referirse a hechos y personas incluido en la Disposición de formalización de la investigación preparatoria, aunque se efectuare una distinta calificación jurídica. (Pag. 636)
c. Regulación de la acusación 
La acusación se encuentra regulada en el Código Procesal Penal, en la Sección II “Etapa intermedia”, Título  II “La acusación”, artículo 349 el cual estipula: 
1) La acusación fiscal será debidamente motivada, y contendrá: a) Los datos que sirvan para identificar al imputado; b) La relación clara y precisa del hecho que se atribuye al imputado, con sus circunstancias precedentes, concomitantes y posteriores. En caso de contener varios hechos independientes, la separación y el detalle de cada uno de ellos; c) Los elementos de convicción que fundamenten el requerimiento acusatorio; d) La participación que se atribuya al imputado; e) La relación de las circunstancias modificatorias de la responsabilidad penal que concurran; f) El artículo de la Ley penal que tipifique el hecho, así como la cuantía de la pena que se solicite; g) El monto de la reparación civil, los bienes embargados o incautados al acusado, o tercero civil, que garantizan su pago y la persona a quien corresponda percibirlo; y,  h) Los medios de prueba que ofrezca para su actuación en la audiencia. En este caso presentará la lista de testigos y peritos, con indicación del nombre y domicilio, y de los puntos sobre los que habrán de recaer sus declaraciones o exposiciones. Asimismo, hará una reseña de los demás medios de prueba que ofrezca.
2) La acusación sólo puede referirse a hechos y personas incluidos en la Disposición de formalización de la Investigación Preparatoria, aunque se efectuare una distinta calificación jurídica.
3) En la acusación el Ministerio Público podrá señalar, alternativa o subsidiariamente, las circunstancias de hecho que permitan calificar la conducta del imputado en un tipo penal distinto, para el caso de que no resultaren demostrados en el debate los elementos que componen su calificación jurídica principal, a fin de posibilitar la defensa del imputado.
4)  El Fiscal indicará en la acusación las medidas de coerción subsistentes dictadas durante la Investigación Preparatoria; y, en su caso, podrá solicitar su variación o que se dicten otras según corresponda”. (Chocano, 2009)
Chocano R. (2009). Código Penal, Código Procesal Penal, Codigo de Procedimientos Penales. (11ava ed.) Perú, Editorial Grijley. 
d. La acusación penal en el proceso en estudio  
2.2.10.2. Del Sentenciado  
2.6.10.1. Denominación según el desarrollo del proceso. 
· Denunciado: El que ha sido objeto de una denuncia, lo cual crea cierta incompatibilidad para intervenir judicialmente con respecto a los procesados u ofendidos por el delito. (Cabanellas s/f, Pag. 86).
· Procesado: Aquel contra el cual se ha dictado auto de procesamiento, por las pruebas o indicios existentes o supuestos contra él: y que, como presunto reo, comparecerá ante el juez o tribunal que lo deberá absolver, de no declararlo culpable, o imponerle la pena correspondiente. Tal situación no es definitiva, por cuanto aquel auto puede reservarse durante el sumario, por aparecer el verdadero culpable, resultar alguien más sospechoso o aclararse la inocencia alegada por el procesado. (Cabanellas s/f, Pag. 436).
· Acusado: Persona que es objeto de una acusación. Aquel contra el cual se dirige la acusación por parte del fiscal, o del acusador privado, una vez elevado el proceso en estado de plenario, con lo que se distingue del culpado, o sospechoso, denominación más adecuada durante el sumario. (Cabanellas s/f, Pag. 155).
· Sentenciado: Asunto, Juicio, proceso en que ha recaido fallo. Condenado a una pena. (Cabanellas s/f, Pag. 379).
Cabanellas, G. (Ed.). s.n°, Diccionario enciclopedico de derecho usual. (24ava ed. ), Editorial Heliasta.
2.2.10.2. La pretensión del sentenciado en el desarrollo del proceso (Abordar estos rubros desde una perspectiva abstracta en base a 3 a 4 fuentes)
2.2.10.3. La postura del autor del delito en el desarrollo del proceso. (Identificar la manifestación policial, la declaración instructiva y el escrito de alegatos o el ultimo escrito que se haya presentado en el proceso antes de ser sentenciado. Transcribirlos fidedignamente).
La declaración testimonial de la esposa del agraviado (occiso)
La declaración Instructiva del procesado.
No se presentaron alegatos.
2.2.10.3. Del Agraviado
2.2.10.1. Definiciones 
Es la persona que ha sido víctima de la comisión de un delito. Todo delito ocasiona perjuicio material a la víctima y el autor está obligado a reparar tal perjuicio, por ello, como consecuencia del delito, surgen 2 acciones: una dirigida a obtener la aplicación de la acción penal y otra dirigida a obtener el resarcimiento por el daño causado. El concurso del agraviado en el proceso penal moderno encuentra su fundamento en el Derecho Natural “ya que ni es posible desconocer en la persona damnificada el derecho de velar por el castigo del culpable, (…) tanto más cuanto el resultado del juicio criminal tiene una influencia decisiva respecto de la existencia de acciones civiles que nacen del delito” (Carrara, 1956). (Cubas, 2006, Pag. 200- 201).
2.2.10.2. La postura del agraviado en el desarrollo del proceso (Identificar la manifestación policial, la declaración preventiva y el escrito de alegatos o el ultimo escrito que se haya presentado en el proceso antes de ser sentenciado. Transcribirlos fidedignamente).
2.2.10.3. La constitución en parte civil 
A. Definiciones
“El actor civil tiene en el proceso penal el derecho de intervenir solo para acreditar los hechos y de los daños y perjuicios que le hayan ocasionado. Este es el límite que tiene. “fundamentalmente sus derechos consisten en facultades “probatorias” y en facultades para “reclamar”. Las primeras se refieren a la  “existencia del hecho” causante del daño cuya reparación reclama y a la “existencia de ese daño”, comprendidos el daño material y moral y la privación de la cosa  mediante el delito. La segunda se refiere a la restitución de la cosa obtenida por el delito y a la “indemnización””. (Núñez, 1948) (Cubas, 2006, Pag. 207)
B. Descripción legal de la constitución en parte civil
La constitución en parte civil se encuentra regulada en el Código Procesal Penal, Titulo IV La Victima, Capitulo II Actor Civil, articulo 98, el cual suscribe: “La acción reparatoria en el proceso penal sólo podrá ser ejercitada por quien resulte perjudicado por el delito, es decir, por quien según la Ley civil esté legitimado para reclamar la reparación y, en su caso, los daños y perjuicios producidos por el delito” (Chocano, 2009)
2.2.10.4 Del órgano jurisdiccional
A. Definición
Se usa como sinónimo del Poder Judicial. Termino con el cual se hace referencia a la instancia judicial competente ante el cual se ventila un caso materia de proceso. (Gaceta Jurídica, 2011, Pag. 77).
Gaceta Jurídica, (2011). Vocabulario de uso judicial. Editorial El Búho, Lima, Perú.
B. La resolución judicial 
C. Clases de resolución judicial (Presentar la definición de cada tipo de resolución en base a 3 o 4 fuentes tomada de la doctrina y la jurisprudencia- Respecto de la sentencia solo presente una definición, porque este tema se va desarrollar más ampliamente en los párrafos siguientes)
D. Regulación de las resoluciones judiciales 
Las resoluciones judiciales se encuentran regulada Sección Tercera “Actividad Procesal, Título I: Forma de los actos procesales, Capítulo I: Actos Procesales del juez, del Código Procesal Civil, en los artículos:
Artículo 120: Resoluciones:
Los actos procesales a través de los cuales se impulsa o decide al interior del proceso o se pone fin a este, pueden ser decretos, autos o sentencias.
Artículo 121: Decretos, autos y sentencias:
Mediante los decretos se impulsa el desarrollo del proceso, disponiendo los actos procesales de simple trámite.
Mediante los autos el juez resuelve la admisibilidad o el rechazo de la demanda o de la reconvención, el saneamiento, interrupción, conclusión y las formas de conclusión especial proceso; el concesorio o denegatorio de los medios impugnatorios, la admisión, improcedencia o modificación de medidas cautelares y las demás decisiones que requieran motivación para su pronunciamiento.
Mediante la sentencia el juez pone fin a la instancia o al proceso en definitiva, pronunciándose en decisión expresa, precisa y motivada sobre la cuestión controvertida declarando el derecho de las partes, o excepcionalmente sobre la validez de la relación procesal.(Gaceta Juridica, 2006, pag. 381).
Código Civil. (2006). 7ma Edición, Editorial Gaceta Jurídica.
2.2.11. La sentencia 
2.2.11.1.  Definiciones 
En San Martin Castro (2003), desde el punto de vista de su naturaleza jurídica, siguiendo a Viada – Aragoneses, la sentencia es tanto un juicio lógico y una convicción psicológica, cuanto una declaración de ciencia y de voluntad del juez. El juez en la sentencia no solo refleja una simple operación lógica (el silogismo judicial), sino también su convicción personal e íntima, formada por la confluencia no solo de la relación de hechos aportados al proceso, sino de otras varias circunstancias (impresiones, conductas). Además la sentencia encierra una declaración de ciencia, una declaración o expresión de voluntad, en cuya virtud el juez después de realizar el juicio de hecho y el de derecho, dicta el fallo como conclusión entre la relación de aquellos dos juicios, equivalentes al juicio histórico y al juicio lógico.
Viada, Carlos y Aragoneses, Pedro: Curso de derecho procesal penal, Editorial prensa Castellana, Madrid, 1971. T.I. p. 425
Asimismo la Corte Suprema, en concordancia con lo expuesto, considera que: “La sentencia constituye la decisión definitiva de una cuestión criminal, acto complejo que contiene un juicio de reproche o de ausencia del mismo, sobre la base de hechos que han de ser determinados jurídicamente. Es por eso que debe fundarse en una actividad probatoria suficiente que permita al juzgador la creación de la verdad jurídica y establecer los niveles de imputación.”
Ejecutoria Suprema de 11 de noviembre de 1999, Exp. N| 3947-99, Ayacucho (Chocano Rodríguez/Valladolid Zeta: Jurisprudencia penal cit, p.334.
2.2.11.2. Contenido de la sentencia  
Toda sentencia penal es un acto complejo que contiene un juicio de reproche o ausencia de ausencia del mismo, sobre la base de la valoración de los hechos de imputación con arreglo al criterio de conciencia, como dice el Tribunal Constitucional, por el sistema de la libre valoración razonada de la prueba (…) que la eficiencia jurídica de una sentencia condenatoria está condicionada a que los hechos objeto de acusación se declaren probados y se determinen jurídicamente, estableciéndose los distintos niveles de imputación, sobre la base una suficiente y correctamente actuada en el decurso del proceso, en especial en el juicio oral. (Caro, 2007, Pag. 625).
2.2.11.3. Estructura o partes de la sentencia
En cuanto a la estructura externa de la sentencia como lo analiza San Martin Castro (2003), se han de combinar los artículos 284| y 285| del código de 1940 (artículos 303° y 304° del Código de 1991)con las normas pertinentes del Código Procesal Civil (art. 122°) y del TUO de la Ley Orgánica del Poder Judicial, en virtud de dichos preceptos la sentencia de primer grado se compone de las siguientes partes:
1.- Encabezamiento
En esta primera parte debe constar:
a) Lugar y fecha del fallo.; b) el número de orden de la resolución; c) los hechos objetos del proceso: indicación del delito y del agraviado, así como los generales de ley del acusado, vale decir sus nombres ya apellidos completos, apodo, sobrenombre y sus datos personales, tales como su edad, estado civil, profesión, etc.; y, d) el nombre del magistrado ponente o director de debate y de los demás jueces.
2.- Parte Expositiva o Antecedentes
En esta segunda parte se incorporan dos secciones. La primera que consiste en la exposición de la imputación, es decir, de los hechos y de los cargos tal y como han sido formulados por el Fiscal en su acusación; su omisión – ha declarado el Supremo tribunal- genera la nulidad del fallo. La segunda, que importa detallar el itinerario del procedimiento en sus extremos más importantes (art. 223°, cuarto párrafo CPC).
3.- Parte Considerativa o Motivación
En esta tercera parte se integran dos secciones. La primera denominada fundamentos de hecho, y, la segunda, denominada fundamentos de derecho, tal como lo prescribe el art. 122° 3 del CPC. Cada fundamento fáctico o jurídico debe ser objeto de una enumeración independiente y correlativa entre sí, sujetándose por cierto al mérito de lo actuado y al derecho.
A.- Fundamentos de hecho 
Esta sección constituye el análisis claro y preciso, así como la relación de hechos que estuvieran enlazados con las cuestiones que hayan de resolver en el fallo, sin perjuicio de hacer declaración expresa y terminante, excluyente de toda contradicción, de lo que se estimen probados. Cada referencia fáctica, configuradora de todos los elementos que integran el hecho penal, debe estar acompañado de la justificación probatoria correspondiente.
B.- Fundamentos de Derecho
En esta sección se consignan las razones de la calificación jurídica que los hechos penales han merecido al Tribunal. Comienza con la exposición de los fundamentos dogmáticos y legales de la calificación de los hechos probados. En consecuencia (1) se debe abordar la subsunción de los hechos en el tipo penal propuesto en la acusación o en la defensa. Si el resultado de esa operación enjuiciadora no conduce a la absolución por falta de tipicidad – positiva o negativa- o de otros factores (2) se debe proceder a consignar los fundamentos jurídicos del grado de participación en el hecho y si se trata o no de un tipo de imperfecta ejecución; su omisión acarrea la nulidad de la sentencia. En tercer lugar (3), se debe analizar la presencia de eximentes de la responsabilidad penal en orden a la imputación personal o culpabilidad. En cuarto lugar (4), si se concluye que el acusado es un sujeto responsable penalmente, se debe tomar en consideración todos los aspectos vinculados a la determinación de la pena, desde las eximentes incompletas y atenuantes especiales, hasta las agravantes y atenuantes genéricas, en caso de haber concurrido. Finalmente (5) se debe incorporar los fundamentos doctrinales y legales de la calificación de los hechos que se hubieren estimado probados con relación a la responsabilidad civil en que hubieren incurrido el acusado y el tercero civil. Asimismo en caso de ser la sentencia absolutoria de conformidad con los articuloa 284° del Código de 1940 y 303° del Código de 1991, corresponde declarar que el delito no se ha realizado o que las pruebas han demostrado la inocencia del acusado o que éstas no son suficientes para establecer su responsabilidad, esto es, para destruir el estado de inocencia constitucionalmente garantizado de que goza. La Corte Suprema ha señalado que “…La sentencia absolutoria deberá contener la exposición del hecho imputado y un análisis de las pruebas actuadas teniendo en cuenta, además, las conclusiones del Fiscal y de la defensa, para concluir estableciendo que el delito o la culpabilidad del acusado no están acreditados”
Ejecutoria Suprema del 5 de diciembre de 1972. Exp 1781-72, Piura (Anales judiciales, T. LXV, Lima, 1973, p. 199).
4.- Parte Dispositiva o Fallo 
Esta parte debe contener el pronunciamiento sobre el objeto del proceso y sobre todos los puntos que hayan sido objeto de la acusación y de la defensa (principio de exhaustividad de la sentencia), asi como de los incidentes que quedaron pendientes en el curso del juicio oral. Es obvio que esta parte del fallo debe ser congruente con la parte considerativa, bajo sanción de nulidad.
Si la sentencia es absolutoria debe disponer la anulación de los antecedentes policiales y judiciales del imputado, por los hechos materia de juzgamiento, asi como el levantamiento de las medidas cautelares o restrictivas de derechos que se hubieran dirigido en el curso del proceso. El art. 3° del Decreto Ley N°20579 agrega que también se devolverá de inmediato los documentos personales de identificación del procesado.
Si la sentencia es condenatoria la pena debe estar perfectamente delimitada. Debe indicarse la fecha en que debe iniciarse y el día de su vencimiento, así como su modalidad si es del caso. Si se trata de la imposición de una pena privativa de libertad, por imperio del Decreto Ley N°20602, del 7 de junio de 1974, no se señala el lugar de cumplimiento de la pena, lo que es de competencia de la Administración Penitenciaria. Finalmente, debe indicar el monto de la reparación civil, la persona que debe percibirla y los obligados a satisfacerla. 
Como se colige de lo expuesto, las sentencias en el orden penal deben ser absolutorias o condenatorias. Pero si se trata de un homónimo no cabe que se le absuelva, sino que por medio de un auto declarar tal condición y levantar las medidas cautelares que pesan en su contra, tal como lo ha determinado el Tribunal Supremo en la Ejecutoria suprema de 7 de agosto de 1985.      
2.2.11.4. La denominación de las partes de la sentencia en la praxis 
a) Corte Interamericana de Derechos Humanos.
Según la Corte Interamericana de Derechos Humanos, 2006, las partes de la sentencia se denominan: 
· I Sentencia sobre fondo, reparaciones y costas 
· II Competencia y composición de la Corte
· III Introducción de la demanda de interpretación y su objeto.
· IV Procedimiento ante la Corte.
· V Admisibilidad.
· VI Sobre el reembolso de las costas y gastos
· VII Puntos resolutivos.
Corte Interamericana de Derechos Humanos. (2006). Caso Raxcacó Reyes Vs. Guatemala. Interpretación de la Sentencia de Fondo, Reparaciones y Costas. Recuperado de http://www.corteidh.or.cr/docs/casos/articulos/seriec_143_esp.pdf
b) Tribunal Constitucional.
El Tribunal Constitucional, 2012, denomina a cada una de las partes de la sentencia en las siguientes: 
· Asuntos
· Antecedentes
· Fundamentos
· Ha Resuelto
Tribunal Constitucional. (2012). Sentencia del Tribunal Constitucional. Recuperado de: http://www.tc.gob.pe/jurisprudencia/2012/00288-2012-HC.pdf
c) Diario el Peruano.
El Diario Oficial el Peruano, 2012, denomina a cada una de las partes de esta  sentencia de la siguiente manera: 
· Visto
· Atendiendo A
· Resuelve
d) Poder Judicial. 
El Poder Judicial, 2009, denomina a cada una de las partes de esta  sentencia de la siguiente manera: 
· I.- Parte Expositiva
· I.2.- Proceso 
· Derechos de los Procesados
· Itinerario Del Proceso
· 1.3.-  De los  Acusados
· II.- Parte Considerativa 
· II.1.- La Acusación 
· II.2.- Sustento de esta Acusación 
· II.2.- El Juicio Oral  
· II.3.-  Análisis de Hechos 
· III.- Valoración de Pruebas 
· III.1.- Responsabilidad Penal de los Acusados 
· Parte Resolutiva 
· III.-  Derecho Aplicable 
· Uno.- Lo Dogmático
· Dos.- Lo Normativo            
· V.- Parte Resolutiva 
· Falla 
Poder Judicial. (2009). Sentencia de la Cuarta Sala Penal para Procesos con Reos en Cárcel. EXP.: 26704 -2009. Recuperado de: http://www.pj.gob.pe/wps/wcm/connect/7a69e2004a159d958b3ceb91cb0ca5a5/D_Sentencia_Cuarta_Sala_070212.pdf?MOD=AJPERES&CACHEID=7a69e2004a159d958b3ceb91cb0ca5a5
2.2.11.5. Aplicación de la doctrina en la elaboración de la sentencia ( Buscar información sobre la función de la doctrina en la elaboración de las sentencias – 3 a 4 fuentes sea doctrinaria o legal)
2.2.11.6. Aplicación de la Jurisprudencia en la elaboración de la sentencia ( Buscar información sobre la función de la Jurisprudencia  en la elaboración de las sentencias – 3 a 4  fuentes doctrinaria o legal). 
2.2.12. La actividad jurisdiccional y la motivación (de 3 a 4 fuentes. Buscar fuentes normativas, jurisprudenciales y doctrinarias relacionados a estos contenidos)
2.2.12.1. La motivación de las sentencias
A. Concepto de motivación
El termino de motivación tiene diversos significados según desde la perspectiva desde la que se analice. Así, podemos hablar de motivación desde el punto de vista de la finalidad perseguida con la misma, para lo cual tendremos que ocuparnos de la motivación como justificación. También es posible examinar la motivación desde la perspectiva de la actividad de motivar, o desde el resultado de la misma que se plasma en el discurso de justificación. Lo cierto es que todas estas dimensiones del fenómeno de la motivación nos obliga a tratarlas por separado. (Colomer Ignacio, 2003, p. 35) 
Colomer Hernández, I. (2003). La Motivación de las Sentencias: sus exigencias constitucionales y legales, Valencia, Editorial Tirant Lo Blanch.
B. Motivación como actividad
Para Colomer, (2003), la motivación como actividad se corresponde con un razonamiento de naturaleza justificativa, en el que el juez examina la decisión en términos de aceptabilidad jurídica, y a prevención del control posterior qye sobre la misma puedan realizar los litigantes y los órganos jurisdiccionales qye eventualmente hayan de conocer de algún recurso contra la resolución. De ahí que, en consecuencia, la principal función de la motivación acionalidad jurídica de la decisión actividad sea actuar como autocontrol del juez sobre la racionalidad jurídica de la decisión y sobre su aceptabilidad. (Pag. 46) 
C. Motivación como producto o discurso.
Según Colomer, (2003), “la motivación, dada su condición de discurso, implica un acto de comunicación, que exige de los destinatarios la necesidad de emplear instrumentos de interpretación. Asimismo, Taruffo, citado por Colomer, 1975, menciona que, en función de quien sea el concreto destinatario y del instrumento interpretativo que utilice, la motivación desarrollara plena función comunicativa, o bien constituirá una simple fuente de conocimientos de naturaleza variada respecto a los diversos hechos que el juez quiere transmitir”.
2.2.12.2. La obligación de motivar
A. El deber de motivar en la norma constitucional (Art. 139 Inc. 5)
Como refiere Talavera (s/n), en nuestra norma constitucional en el art. 139 inciso 5, señala que: Constituye un principio de la función jurisdiccional la “motivación escrita de las resoluciones judiciales en todas las instancias, excepto los decretos de mero  trámite, con mención expresa de la ley aplicable y de los fundamentos de hecho en que se sustentan. (Pag. 28) 
B. El deber de motivar en la norma legal ( CPC – Art. 12 de la Ley Orgánica del Poder Judicial)
Según la Ley Orgánica del Poder Judicial en su artículo 12, sobre la Motivación de resoluciones, señala que: Todas las resoluciones, con exclusión de las de mero trámite, son motivadas, bajo responsabilidad, con expresión de los fundamentos en que se sustentan. Esta disposición alcanza a los órganos jurisdiccionales de segunda instancia que absuelven el grado, en cuyo caso, la reproducción de los fundamentos de la resolución recurrida, no constituye motivación suficiente. (Talavera, s/f)
2.2.12.3. Fines de la motivación
A. Según la doctrina
B. Según la jurisprudencia 
C. Funciones relativas al control de las resoluciones jurisdiccionales
a. La motivación y el derecho de defensa en juicio
La justificación de la decisión desempeña una trascendental función al permitir que los litigantes puedan valorar la justicia y la legalidad de la sentencia dictada, para asi poder ejercitar los correspondientes recursos que pudiesen existir frente a ella. No hay duda, por tanto, que la motivación facilita enormemente el ejercicio del derecho a la defensa al permitir que los litigantes puedan valorar la conveniencia o no recurrir jurisdiccionalmente la decisión. (Colomer, 2003, Pag.150)
b. La motivación y los medios impugnatorios
Según Colomer, (2003), que el principio de motivación es la típica función endoprocesal que la doctrina ha venido reconociendo a la justificación de la decisión, y a través de la cual las partes controlan la actuación judicial sobre la base de que la motivación “exterioriza las reflexiones que han conducido al fallo, como factor de racionalidad en el ejercicio del poder y a la ves facilita su control mediante los recursos que procedan”. (STC 47/1998; FJ 5º). 
c. La motivación y el rol de los órganos jurisdiccionales superiores
Esta función de control institucional, que realizan los órganos jurisdiccionales superiores al resolver los recursos interpuestos por los litigantes en el ejercicio de su facultad  de control privado, tiene reconocimiento explícito en la jurisprudencia del Tribunal Constitucional cuando se firma que la motivación facilita “el control de la sentencia por los Tribunales superiores incluido este Tribunal a través del recurso de amparo” (STC 66/1996; FJ 5º).
d. La motivación y el derecho de las partes en juicio
2.2.12.4. Requisitos de la motivación
A. La racionalidad de la motivación
La motivación, como se ha sostenido desde los inicios de este, trabajo, es una justificación de los enunciados que componen la decisión dada a la controversia planteada. Como quiera que esta justificación tiene por objeto una decisión jurisdiccional que tiene la condición de racional, no hay duda que a su vez la motivación también ha de cumplir el requisito de la racionalidad. Y en este sentido es necesario dese este momento señalar que la  racionalidad de la motivación ha de ser una racionalidad jurídica, o lo que es lo mismo, que el razonamiento justificativo debe respetar las exigencias derivadas de la sumisión a la ley por parte del órgano jurisdiccional.  (Colomer Ignacio, 2003, p. 174)
B. La coherencia de la motivación
La coherencia constituye una exigencia esencial de la motivación, y en cierto sentido es un presupuesto de la racionalidad de la justificación de la decisión, ya que no es imaginable un discurso justificativo calificado de racional que no sea, al mismo tiempo, coherente. Al respecto, el Tribunal Constitucional exige la coherencia lógica de la justificación a la hora de explicar la ratio decidendi de la decisión judicial, lo que es una clara manifestación de que la coherencia es un elemento imprescindible para conseguir una justificación jurídicamente racional y legitima de cualquier decisión del juzgador. (Colomer Ignacio, 2003, p. 289-290)
C. La razonabilidad de la motivación
Colomer, (2003), la razonabilidad es un  predicado esencial de la decisión jurisdiccional. De modo que su eventual falta en una resolución debe ser corregida a través de los controles externos legalmente previstos- los recursos- siempre que ello sea posible. Ahora bien, si la razonabilidad es una nota predicable de un resultado (fallo), surge la pregunta de si es necesario que la motivación justifique la razonabilidad de la decisión, o si por el contrario, basta con que la motivación contenga la fundamentación racional de la decisión. (p. 317)
2.2.12.5. La sana crítica y las máximas de experiencia en la motivación
Al ser la sana crítica un método de valoración de la prueba nacido del derecho español y seguido por las legislaciones latinas, es en los autores latinos en donde, generalmente, encontramos el estudio de la sana crítica, aunque la unificación de criterios sobre las reglas que integran el método o sistema aún es objeto de debate.
No obstante, el tema de las máximas de la experiencia no es exclusivo del sistema de la sana crítica, pues también importa al sistema continental de la libre apreciación de la prueba, en el que las máximas de la experiencia se entienden como contenido del conocimiento privado del juez. (Boris, s/f, Pag. 45)
A. La motivación como justificación interna y externa
La justificación interna está relacionada con la racionalidad interna de la decisión jurídica. Una decisión está justificada si se refiere de sus premisas según las reglas de inferencia aceptadas. La condición de justificación es la existencia de una regla con la cual poder verificar la racionalidad interna de la decisión. (Wróblewski, 2003) (Talavera, s/n, pag. 14).
La justificación externa se relaciona con la racionalidad externa de la decisión jurídica. Una decisión está justificada cuando sus premisas pueden ser calificadas como buenas según los estándares utilizados por quienes llevan a cabo la calificación. Es evidente que la decisión jurídica podría estar justificada internamente, sin por ello tener justificación externa. ((Wróblewski, 2003) (Talavera, s/n, pag. 15)
B. Exigencias para una adecuada justificación  de la decisión judicial
a. La justificación fundada en derecho
Colomer, (2003),  refiere que el Tribunal Constitucional ha reconocido explícitamente que la motivación ha de ser una justificación en Derecho de la decisión adoptada por el juzgador. En ese sentido basta comprobar como la STC 112/1996 señala que la exigencia constitucional que motiva “no puede entenderse cumplida con una fundamentación cualquiera del pronunciamiento judicial. Muy al contrario, es precisa “una fundamentación en Derecho”; es decir, que en la propia resolución se evidencie de modo incuestionable que su razón de ser es una aplicación razonada de las normas que se consideren adecuadas al caso. La jurisprudencia constitucional ha precisado que una aplicación de la legalidad que fuese “arbitraria, manifiestamente irrazonada o irrazonable”, no podría considerarse fundada en Derecho y sería lesiva del derecho a la tutela judicial. Bien entendido que con esta exigencia no se garantiza el acierto de la argumentación judicial; ni tampoco el triunfo de una pretensión determinada”. (Pag. 183-184).
b. Requisitos respecto del juicio de hecho
· La selección de los hechos probados y la valoración de las pruebas
Colomer Ignacio (2003) sostiene que el Juez al momento de redactar la sentencia ha de sintetizar en un único acto un largo y complejo iter razonativo, siendo ésta  la causa de la dificultad que presente un análisis del procedimiento probatorio. Siendo el trabajo del Juez esencialmente dinámico, puesto que tomando como (causa petendi), y conforme con las pruebas propuestas por los litigantes o eventualmente con las practicadas de oficio, deduce un relato o relación de hechos probados.
· La selección de los hechos probados
Según Colomer Ignacio (2003) ésta se compone de un conjunto de operaciones lógicas (interpretación de las pruebas, análisis sobre su verosimilitud, etc.), que se pueden descomponer e individualizar idealmente en la mente del juez, pero que en la realidad se desarrollan en un solo acto. Sin embargo, estos momentos ideales del razonamiento judicial probatorio nos interesan por cuanto pueden mostrar las premisas que condicionan las elecciones adoptadas en la decisión de la quaestio facti.
· La valoración de las pruebas
Es, sin duda el principal momento en el procedimiento de acreditación y verificación de los hechos controvertidos de una causa. Esta transcendencia de la valoración deriva de que una vez realizada la misma el juzgador se encontrará frente a unos elementos de hecho que le permitirán diseñar un relato de hechos probados coherente y congruente con el thema decidendi. 
Es una operación lógica realizada por los jueces que presenta dos características señaladas, de una parte ser un procedimiento progresivo, y de otra parte, ser una operación compleja. (Colomer Ignacio, 2003, p. 198).
· La libre apreciación de las pruebas
Según Colomer (2003), la libre apreciación de las pruebas se identifica con lo que hemos venido denominando examen individual de las pruebas, es decir con aquellos diversos momentos razonativos que el juez cumple previamente a la valoración en sentido estricto o antes del examen global de las pruebas. El control de la racionalidad y corrección lógica de esta actividad judicial de apreciación de las pruebas solo podrá desarrollarse sobre la base del discurso de justificación del juez. Esto significa que solo si se asegura la racionalidad del examen individual de las pruebas podrá garantizarse la racionalidad del posterior examen global de los resultados probatorios, así como la racionalidad del relato de hechos probados.

c. Requisitos respecto del juicio de derecho
· Selección de la norma a aplicar
La primera de las operaciones que ha de realizar el juez a la hora de decidir sobre la quaestio iuris es seleccionar una norma aplicable que le permita resolver la causa. (Vernengo, 1996) (Colomer, 2003, p.244). 
Esta selección tiene por objeto encontrar un fundamento normativo para su decisión, de modo que la opción del juzgador puede encontrar apoyo en una norma jurídica valida y adecuada a las circunstancias del caso. En consecuencia la importancia de esta selección radica en que mediante ella el juzgador acota el marco normativo en el que  habrá de justificar la decisión adoptada”. (Colomer, 2003, p.245).
· Correcta aplicación de la norma
Según Colomer (2003) “es verificar que la aplicación de las normas al concreto caso es correcta y conforme al Derecho. Para ello, un eventual interprete de la sentencia deberá verificar que las normas empleadas en la causa se hayan aplicado con respeto absoluto de los criterios de aplicación normativa. Por tanto, se trataría de comprobar que la norma utilizada para resolver el thema decidendi haya sido correctamente aplicada, es decir, que una vez sentada su validez formal (vigencia) se haya utilizado por el juez sin contravenir ninguna de las reglas de aplicación normativa”.(p. 256).
· Válida interpretación de la norma
La valida interpretación de la norma viene a ser el mecanismo utilizado por el juez para dar significado a la norma previamente seleccionada y reconstruida. (Picazo, 1993) (Colomer, 2003, p. 258).
Por ello, el papel de la interpretación sea esencial para una correcta aplicación de las normas, pues como se ha dicho “la ley no es como se formula por el legislador, sino como se lee, se interpreta y se aplica por el juez. (Colomer, 2003, p. 258).
· Respeto de los derechos fundamentales
La simple constatación formal de que existe una motivación en una resolución jurisdiccional no es suficiente para considerar válidamente cumplida la obligación de justificar que grava a los juzgadores. Esto significa que, con carácter general, el deber de motivar no se satisface con cualquier justificación, y así expresamente los reconoce el ATC 102/2000 cuando señala que La exigencia de motivación no puede entenderse cumplida con una fundamenta: ión cualquiera del pronunciamiento judicial. 
Muy al contrario, se requiere “una fundamentación en Derecho”; es decir, que en la propio resolución se evidencie de modo incuestionable que su razón de ser es una aplicación de las normas razonada, no arbitrario, y no incursa en error patente, que se consideren adecuadas al caso. De lo contrario la aplicación de la legalidad sería tan solo una mera apariencia, por carecer manifiestamente de todo fundamento razonable (SSTC 23/1987, de 23 de febrero y 112/1996, de 24 de junio)”. (Colomer, 2003, p. 269).
· Adecuada conexión entre los hechos y las normas que justifican la decisión
La conexión entre la base fáctica de la sentencia y las normas que se utilizan para decidir sobre la quaestio iuris es una exigencia ineludible de una correcta justificación de la decisión sobre el juicio de derecho. De manera que en todos los casos en ,los que la motivación no establezca esta conexión entre los hechos y las normas, la justificación podrá ser tachada de arbitraria, tal y como reconoce la STC 122/ 1991 al señalar expresamente “que debe descartarse la validez de aquellas motivaciones en las que no se contenga el mas mínimo razonamiento que ponga en relación el hecho concreto con la norma que al mismo se aplica, impidiendo toda posibilidad de conocer cuál ha sido el criterio que ha conducido al órgano judicial a adoptar la decisión en el sentido en que lo ha hecho, pues en tales supuestos no existirá garantía alguna de que la resolución judicial haya sido adoptada conforme a criterios objetivos razonables y fundados en derecho, tal y como requiere el derecho a la tutela judicial efectiva, que no consiente decisiones que merezcan la calificación de arbitrarias, por carecer de explicación alguna o venir fundadas en explicaciones irrazonables. (Colomer, 2003, p. 270- 271).
2.2.13. Los recursos impugnatorios 
2.2.13.1. Definición 
En san Martín Castro (2003) afirma Ortells Ramos que el modelo de impugnación se define como un instrumento legal puesto a disposición de las partes y destinado a atacar una resolución judicial, para provocar su reforma o su anulación o declaración de nulidad. Tres son sus elementos característicos al decir de Giovanni Leone: a) es un remedio jurídico, entendido como un derecho atribuido a las partes; b) tiene como finalidad remover una desventaja proveniente de una decisión judicial, no se dirige contra actos del juez sin carácter decisorio o contra actos procesales de las partes; y ,c) a través de una nueva decisión, si característica esencial es la tendencia a remover la decisión impugnada por medio de una nueva decisión, lo que implica reconocer que el presupuesto de la impugnación es la desventaja proveniente de una resolución judicial, la cual pretende removerse mediante la sustitución de la resolución impugnada por otra nueva resolución.
2.2.13.2. Clases de recursos impugnatorios
2.2.13.2.1. El Recurso de Reposición
De acuerdo a lo referido por San Martin Castro (2003), se define como recurso tendiente a obtener que en la misma instancia donde una resolución fue emitida, se subsanen, por contrario imperio, los agravios que aquella pudo haber inferido, por consiguiente, un recurso para que el mismo órgano, y por ende, a la misma instancia, reponga su decisión por contrario imperio.Se trata, por consiguiente, de un medio no devolutivo.
Este recurso tiene su fundamento en la economía procesal representada por la conveniencia de evitar una doble instancia a través del expediente de otorgarle al tribunal
2.2.13.3. Fines de los recursos impugnatorios
Los recursos vienen a ser los instrumentos legales puestos a disposición de las partes y destinados a atacar una resolución judicial para provocar su reforma o anulación.
El objeto o finalidad de los recursos es, por tanto, posibilitar la revisión de la resoluciones judiciales que se cuestionan, por un órgano jurisdiccional distinto. Esta finalidad, a su vez, tiene como fundamento la falibilidad del juzgador y el interés público que existe en que tal falibilidad sea controlada por las partes a quienes la ley les faculta para impugnar las decisiones jurisdiccionales cuya eficacia se cuestiona.
Algunos autores consideran que los recursos o medios de impugnación tienen fines inmediatos y mediatos. Entre los primeros, se ubica el instituir un nuevo examen de la cuestión resuelta o el analizar el trámite seguido para resolverla, de tal manera que la parte impugnadora no tiene sino una simple pretensión procesal de impugnación.
Tratándose de los fines mediatos, el medio de impugnación tiene como principal designio procurar obtener la revocación, modificación, sustitución o eliminación del procedimiento impugnado, en cuya virtud la pretensión puede ser en definitiva acogida o rechazada”. (Lecca, 2006, p. 200) 
Lecca M, (2006). Manual de derecho procesal penal III. Perú. Ediciones Juridicas. Pag. 200) 
2.2.13.4. Regulación de los recursos 
Los recursos impugnatorios están regulados en los artículos 413, del Código Procesal Penal, el cual prescribe: “Artículo 413 Clases.- Los recursos contra las resoluciones judiciales son:

1. Recurso de reposición

2. Recurso de apelación

3. Recurso de casación

4. Recurso de queja. (Jurista Editores, 2010, Pag. 431)
2.2.13.5. Medios impugnatorios formulados en el  proceso en estudio 
2.2.14. La teoría del delito
2.2.14.1. El delito 
A. Definición 
Para Villavicencio (2006), es una conducta típica, antijurídica y culpable. Los niveles de análisis son tipo, antijuridicidad y culpabilidad. Estos “distintos elementos del delito están en una relación lógica necesaria. Solo una acción u omisión puede ser típica, solo una acción u omisión típica puede ser antijurídica y solo una acción u omisión típica puede ser culpable.  El artículo 11 Código Penal expresa que “son delitos y faltas las acciones u omisiones dolosas o culposas penadas por ley”. Si bien esta sucinta descripción no expone taxativamente las características que se aceptan para la definición del delito, están implícitas. El Anteproyecto de la parte general del Código Penal 2004, en su artículo, 11 mantiene la misma fórmula. Ejemplo: el que con su arma de fuego dispara sobre otro y mata. Esa conducta corresponde a la descripción del tipo legal de homicidio (artículo 106, Código Penal): a esto llamaremos conducta típica. Esta conducta es contraria al derecho por ende, antijurídica (si no existe causa de justificación). Además, será necesario que el sujeto sea culpable. (Pag. 226)
B. Clases de delito
Según Bramont Arias & Garcia (1996), el criterio dominante y  el que ha seguido nuestro legislador al momento de elaborar el código Penal Peruano, ha sido el de clasificar los delitos de acuerdo al bien jurídico protegido. Dentro de ellos se encuentran los delitos contra el La Vida, el Cuerpo y la Salud, Homicidio Culposo. (31-32).
C. Los grados de comisión del delito
Ideación: El delito nace en la mente del sujeto, en ella se puede observar deliberación de la idea delictiva que, de acuerdo a las características del delito, se pretende realizar, la que puede ser más o menos breve o incluso faltar. Aquí se da la lucha entre la idea delictiva y las objeciones valorativas, contrarias a ella. Esto es importante para los efectos de determinar la premeditación que puede ser una circunstancia de agravación genérica o especifica. Esta etapa concluye con la resolución donde se decide realizar el acto delictivo. La resolución, más o menos lucida, es presupuesto de todo hecho doloso. (Villavicencio, 2006, Pag. 416-417).
Actos preparatorios: Es la etapa en la que el autor dispone de los medios elegidos con el objeto de crear las condiciones para alcanzar el fin que se propone. Estos comportamientos preceden a la ejecución típica del delito. Los actos preparatorios son las primeras conductas externas ubicadas entre la fase interna y el comienzo de la ejecución de la comisión típica de un delito determinado, dentro del iter criminis. No es calculable el número de actos que puede comprender la preparación delictiva, ya que esto dependerá del plan criminal que maneje el agente. (Villavicencio, 2006, Pag. 417-418).
Tentativa: Los actos que se extienden desde el momento en que comienza la ejecución hasta antes de la consumación son actos de tentativa. Asi pues, el comienzo de la ejecución típica del delito y su no consumación representan sus límites. (Villavicencio, 2006, Pag. 420-421).
Consumación: Este es un concepto formal y equivale a la realización precisa de un tipo. El delito esta consumado con el total cumplimiento del tipo, es decir, con la realización de todos los elementos integrantes del mismo. Esencialmente, significa que el agente alcance el objetivo planeado mediante los medios que emplea. Ejemplo: en el delito de Hurto (artículo 185, Código Penal), el momento de la consumación es el apoderamiento del bien mueble. Es importante el momento consumativo en su acepción formal, pues en algunos casos el legislador decide considerar consumado un delito incluso en etapas de tentativa o de preparación. Por otra parte, también resulta importante para solucionar muchos aspectos como la determinación del lugar y el tiempo de la comisión delictiva, el computo de la prescripción de la pena, etc. “En funciona la configuración del delito (delitos de lesión, de peligro o de resultado cortado), la consumación puede tener lugar en un momento anterior o posterior. (Villavicencio, 2006, Pag. 422).
Delito Agotado: es la llamada “consumación material” que se presenta cuando el sujeto no solo realiza todos los aspectos exigidos por el tipo, sino que además consigue alcanzar la intensión que perseguía. Ejemplo: u  hijo que obtiene una herencia luego de matar a su padre (parricidio, articulo 107 Código Penal). (Villavicencio, 2006, Pag. 423).
D. La imputación objetiva 
Conforme lo refiere Félix Tasayco (2011), la complejidad del tráfico automovilístico, sector donde estadísticamente se producen más homicidios imprudentes, y de otras actividades peligrosas, ha obligado a desarrollar una serie de criterios que sirven para solucionar satisfactoriamente una serie de casos en los que la simple conexión causal entre la acción imprudente y el resultado de muerte no es suficiente para la imputación objetiva de este de éste a aquella. Esta moderna teoría de la imputación objetiva se circunscribe básicamente a los siguientes criterios: disminución, creación, aumento de riesgo permitido, y el ámbito de protección de la norma.
Gilberto Félix Tasayco derecho Penal (2011) DELITOS DE HOMICIDIO, AsPECTOS PENALES, PROCESALES Y DE POLITICA CRIMINAL Lima:Peru
E. La Teoría de la participación delictiva
F. Teoría de los grados de comisión del delito.
2.2.14.2. La tipicidad
A. Definiciones
Según Caro (2007), cuando el hecho se ajusta al tipo, es decir, cuando corresponde las características objetivas y subjetivas del modelo legal formulado por el legislar, por lo tanto, la tipicidad no está limitada solamente a la descripción del hecho objetivo – manifestación de la voluntad y resultado perceptible del mundo exterior -, sino que también contiene la declaración de la voluntad del autor como proceso psicológico necesario para la constitución del tipo de delito, esto es, la parte subjetiva, que corresponde a los procesos psíquicos y constitutivos del delito dolo, culpa, elementos subjetivos del injusto o del tipo). (Pag. 650)
B. Determinación  del tipo penal aplicable
C. Determinación de la tipicidad objetiva
Para Villavicencio, 2006, “la imputación penal requiere identificar el ámbito potencial del autor (sujeto activo), y el afectado por el resultado que ocasiona la conducta (sujeto pasivo)”. (Pag. 304)
c.1. Sujeto Activo.
Según Villavicencio (2006), el concepto de sujeto activo es un concepto dogmático que sirve para describir los requisitos que debe reunir la persona al momento en que ejecuta la conducta delictiva. (Pag. 304)
c.2. Sujeto Pasivo.
Para Villavicencio (2006), es la persona titular del bien jurídico tutelado, puesto en peligro o lesionado por el delito. El sujeto pasivo puede ser tanto una persona  física (sea o no imputable) o una persona jurídica, como también lo puede ser la sociedad o el Estado. (Pag. 305).
D. Determinación de la tipicidad subjetiva
2.2.14.3. La antijuricidad
A. Definiciones
Según Villavicencio (2006), la antijurícidad significa “contradicción con el derecho”. La conducta típica tiene que ser confrontada con los valores provenientes de todo el ordenamiento jurídico. Solo producto de la graduación de valores de la antijuridicidad, se decide definitivamente si el hecho es antijurídico o conforme a derecho, si es que contradice o no al ordenamiento jurídico en su conjunto. Este es el sentido de la contradicción con el Derecho. (Pag. 529) 
B. Determinación de la lesividad (Antijuricidad material)
Para Villavicencio 2007, la antijuricidad material se concibe como la ofensa socialmente nociva a un bien jurídico que la norma busca proteger. Esta afección al bien jurídico puede ser una lesión o una puesta en peligro (artículo IV, Título Preliminar, Código Penal). A nivel de la criminalización primaria y secundaria, este concepto implica precisar que razones existen para conminar con pena un determinado comportamiento como “lesión intolerable del orden de la comunidad” o “comportamiento socialmente dañoso”. La antijuricidad material tiene importancia práctica: permite realizar graduaciones del injusto y darle  un provecho dogmático. Creemos que la antijuricidad nace de la ley pero, en ciertos casos, se recurre a criterios materiales referidos a pautas sociales de conducta; la antijuricidad es un concepto único que tiene un aspecto formal y otro material. Se trata de presiones sobre un mismo fenómeno: es formal porque parte del ordenamiento jurídico y es material porque implica la afectación de un bien jurídico. 
2.2.14.4. La culpabilidad
A. Definiciones
La culpabilidad, como refiere Zaffaroni (s/f), es el juicio que permite vincular en forma personalizada el injusto a su autor y de este modo operar como el principal indicador que, desde la teoría del delito, condiciona la magnitud de poder punitivo que puede ejercerse sobre éste. Dado que la teoría del delito es un sistema de filtros que sirve para que sólo pueda superarlo el poder punitivo que presenta características de menor irracionalidad, la mera existencia de un conflicto criminalizado - el injusto- no es suficiente para afirmar la existencia del delito, cuando no pueda vincularse a un autor en forma personalizada, puesto que la criminalización secundaria siempre lo es de una persona. (Pag. 650)
Zaffaroni E. R. (s/f). Decho Penal, Parte general. 2º ed. Argentina, Editorial “Ediar”: Sociedad Anónima Editora, Comercial, Industrial y Financiera 
B. Determinación de la culpabilidad
En el derecho penal, se distingue entre las personas mayores de 18 años de edad (a las cuales se presume capaces de obrar culpablemente y de comprender el sentido de la prohibición y de la pena) y menores de 18 años (excluidas del derecho penal común y sometidas a un derecho de carácter preventivo tutelar). (Hurtado  & Pardo, 2011, Pag. 584) 
Hurtado P & Prado S (2011). “Manual de Derecho Penal” – Parte General – Tomo I, 4° edición, Perú, Editorial Idemsa
a. La comprobación de la imputabilidad
Según Hurtado & Prado, (2011), la comprobación de la imputabilidad se basa en una noción social, normativa. No solo porque los factores mencionados en el Art. 20 Inc. 1 (anomalía, grave alteración, concepto de realidad, carácter delictuoso) y en el art. 15 (cultura, costumbres) son criterios normativos que se refieren a ciertos aspectos facticos, sino sobre todo porque el hecho de determinar la existencia, total o parcial, tanto de la capacidad de comprender el carácter delictuoso del acto como la de determinarse de acuerdo con esta apreciación, supone, siempre, tener en cuenta el contexto social del agente y el grado de integración de este en su grupo social.
b. La comprobación  de la posibilidad de conocimiento de la antijuricidad
c. La comprobación de ausencia de miedo insuperable
e. La comprobación de la no exigibilidad de otra conducta
2.2.14.5. Las consecuencias jurídicas del delito 
A. La pena
La pena es el medio con que cuenta el Estado para reaccionar frente al delito, expresándose como la "restricción de derechos del responsable". Por ello, el Derecho que regula los delitos se denomina habitualmente Derecho penal. La pena también se define como una sanción que produce la pérdida o restricción de derechos personales, contemplada en la ley e impuesta por el órgano jurisdiccional, mediante un proceso, al individuo responsable de la comisión de un delito. (García Rada Domingo, 1982)
García Rada D. (1982). Manual de Derecho Penal,  Lima.
B. La determinación de la pena
Para  Prado, (2011), “la expresión determinación judicial de la pena, se alude a toda la actividad que desarrolla el operador jurisdiccional para identificar de cualitativo y cuantitativo la sanción a imponer en el caso subjudice. Esto es, a través de ella se procede a evaluar y decidir sobre el tipo, la extensión y el modo de ejecución de la pena (….) o consecuencia accesoria que resulte aplicables al caso….”. (Pag. 130) 
Hurtado P & Prado S (2011). “Manual de Derecho Penal” – Parte General – Tomo I, 4° edición, Perú, Editorial Idemsa.
a. La naturaleza de la acción
Para Prado V. (2011) el juez debe apreciar el tipo de delito cometido o el modus operandi empleado por el agente, esto es, la  “forma cómo se ha manifestado el hecho” (Ziffer, 1996, p.130 ss). Así mismo, debe tener en cuenta el efecto psíquico  y social que el hecho produce. De allí, por ejemplo, que,  respecto al delito de hurto, constituye una agravante especifica “la utilización de sistemas de transferencia  electrónica de fondos, de la telemática en general, o la violación del empleo de claves secretas” (art. 186, pf. 2, inc. 3).
b. Los medios empleados
Según Prado V. (2011) la realización del delito puede ser favorecida por el empleo de medios idóneos, cuyo uso puede comprometer en mayor o en menor medida la seguridad de la víctima o provocar graves estragos. Por ello, se sostiene que esta circunstancia influye tanto en la ilicitud del hecho (Villavicencio, 1992, p. 199.) como en la peligrosidad del agente (Peña Cabrera, 1987, p. 259.). Un ejemplo de este tipo de circunstancia se prevé en el delito de homicidio calificado, esto es, cuando el agente mata a la víctima empleando “fuego, explosión, veneno o por cualquier otro medio capaz de poner en peligro la vida o salud de otras personas” (art. 108, inc. 4).
c. La importancia de los deberes infringidos
Prado V. (2011) afirma que es una circunstancia relacionada tanto con el injusto, como con la condición personal y social del agente. Mediante ésta se desvalora la violación por el agente de los deberes especiales (de orden funcional, profesional o familiar). Esta circunstancia está prevista con frecuencia tanto en la parte especial del Código como en diferentes leyes  complementarias. Por ejemplo, la condición de “agente del sector inmobiliario, financiero, bancario o bursátil” del autor de lavado de activos (art. 3, inc. a, de la ley Nº 27765)
d. La extensión del daño o peligro causado
Según Prado V. (2011) esta circunstancia se refiere a la magnitud del injusto en cuanto a su efecto material sobre el bien jurídico tutelado (Bramont Arias, 2003, p. 249). No obstante, como bien destacaba Cornejo (1936, p. 250), en relación con el  CP de 1924, esta valoración  corresponde  sobre todo a la conminación  de la pena en cada delito y no a un nivel de circunstancia genérica. Por esto resulta más adecuado incluirla circunstancia agravante específica, tal como se le considera en el delito de robo: “colocando a la víctima o a su familia en grave situación económica” (art. 189, inc. 3, pf. 2).
e. Las circunstancias de tiempo, lugar, modo y ocasión.

Para Prado V. (2011) estas circunstancias conciernen al injusto, en la medida que el agente se aprovecha de éstas (tiempo, lugar, modo y ocasión) para facilitar la ejecución  del delito. Por ejemplo, en los delitos de hurto y robo, se considera agravante que el delito se ejecute con “ocasión de incendio, inundación, naufragio, calamidad pública o desgracia particular de agraviado” (art. 186, inc. 4) o “durante la noche o en lugar desolado” (art.189, inc. 2). En otros casos estos factores expresan también una actitud inescrupulosa, desafiante y audaz de parte del infractor frente a la ley  y los sistemas de control penal. Este es el caso en el delito de tráfico ilícito  de drogas  cuando el “hecho  es cometido en el interior o en inmediaciones de un establecimiento de enseñanza, centro asistencial, de salud, recinto deportivo, lugar de detención o reclusión” (art. 167, inc. 4).
f. Los móviles y fines
Prado V. (2011) manifiesta que la motivación  y los fines que determinan, inducen o guían la acción  delictiva del agente, influyen, de modo determinante, en la mayor o menor intensidad  de su culpabilidad. Es decir, coadyuvan a medir el grado de reproche que cabe formular al autor del delito. Su índole subjetiva se manifiesta en lo fútil, altruista o egoísta  del móvil o finalidad. En tal sentido, la instigación o ayuda al suicidio, por ejemplo, es reprimida “si el agente actuó por un móvil egoísta” (art. 113, in fine). En cambio, en el art. 146, se atenúa la pena de los delitos contra el estado civil, cuando son cometidos “por un móvil de honor”.
g. La unidad o pluralidad de agentes
Prado V.  (2011) sostiene que la doctrina nacional, desde la vigencia del CP de 1924, ha considerado que  la circunstancia de pluralidad de agentes indica un mayor grado de peligrosidad y de inseguridad para la víctima, precisamente por la actuación conjunta en la afectación  de sus bienes jurídicos (Cornejo, 1936, p. 248). Esta circunstancia genérica  fundamenta la agravación  tanto en el caso de que sean coautores como frente actos de participación  de inductores o cómplices primarios, sin embargo, toda vez que el propio legislador ha decidido que en la actividad del cómplice secundario  de antemano concurre una circunstancia especifica de atenuación (art. 25, pf. 2), la presenten circunstancia, por interpretación sistemática, no es aplicable a éste  último. 
h. La edad, educación, costumbres, situación económica y medio social
Según Prado V.  (2011), se trata de circunstancias vinculadas a la culpabilidad del imputado y a su mayor o menor posibilidad para interiorizar el mandato normativo, así como para motivarse de acuerdo con éste y sus exigencias sociales. Estas circunstancias influyen en el grado de culpabilidad del agente. Sin embargo, hay que prestar atención al hecho que pueden ocultar rezagos de las superadas concepciones del positivismo criminológico y pueden ser, por tanto, incompatibles con la preeminencia de un derecho penal  del acto sobre un derecho penal de autor (Villavicencio, 1992, p.198). Cabe anotar que el art.45, inc.1, también  prevé como fundamento para determinar la pena “las carencias sociales que hubiere sufrido el agente”. Por tanto, el juez debe incluir también en la valoración de estas circunstancias las posibilidades reales de interacción e integración que ha tenido  el agente con su entorno social y con los patrones de conducta positiva imperantes en él.
i. La reparación expontánea que hubiera hecho del daño
Para Prado V. (2011) esta circunstancia esta referida a la conducta posterior al delito que realiza el agente. Así por ejemplo, la reparación del daño ocasionado por aquél revela una actitud positiva que debe apreciarse favorablemente con el objeto de atenuar la pena. La reparación debe ser espontánea y realizada con anterioridad a la emisión  de la correspondiente sentencia. Así mismo, debe ser obra del autor y no de terceros (Peña Cabrera, 1987, p. 264).
j. La confesión sincera antes de haber sido descubierto
Prado V. (2011) sostiene que esta circunstancia se fundamenta en un acto de arrepentimiento posterior al hecho delictivo, y se expresa en la voluntad del agente de hacerse responsable de haberlo cometido y de asumir plenamente sus consecuencias jurídicas. En tal sentido, esta actitud es valorada como circunstancia  atenuante toda vez que el agente demuestra no pretender asegurarse con las ventajas obtenidas por la comisión del delito ni lograr su impunidad, todo lo contrario. Al respecto, la doctrina, desde la vigencia del CP de 1924, sostiene que existe diferencia notable entre el hecho de huir después  de consumado el delito y el de denunciarse ante las autoridades. Esto último pone de manifiesto que el agente asume su responsabilidad y en consecuencia, demuestra que no está dispuesto a reiterar la comisión de similares hechos (Peña Cabrera, 1987, p. 264).
k. Los demás antecedentes, condiciones personales y circunstancias  que conduzcan al conocimiento de la personalidad del infractor.  
Según Prado V. (2011) esta referencia  constituye una cláusula  general que reenvía a otras circunstancias  distintas  de las mencionadas expresamente en el texto legal. Así, con el objeto de evitar contradicciones con el principio de legalidad o riesgos de arbitrariedad, el juez debe especificar  en concreto la circunstancia que invoca y su equivalencia con las reguladas legalmente. Sobre todo, debe fundamentar razonablemente por qué tal o cual circunstancia resulta idónea para conocer mejor la personalidad del agente. Así, se evitará una vuelta a criterios del positivismo criminológico (Villavicencio, 1992, p. 200). 
2.2.14.6. La legalidad de la pena
2.2.14.7. La determinación de la reparación civil
Según Prado V. (2011) el Código  carece de reglas específicas  sobre los criterios de determinación de los aspectos cualitativos y cuantitativos de la reparación civil. Falta entonces una regla como el art. 69 del CP de 1924 y en la cual se establecía que “la reparación se hará valorando, la entidad del daño, por medio de peritos si fuere practicable, o por el prudente arbitrio del juez”. Es lamentable también  que el legislador  haya renunciado a mantener  en el código  vigente una disposición similar a la que propuso el art. 47 del proyecto de setiembre de 1984.
La reparación civil debe determinarse, en primer lugar, mediante una valoración  objetiva del daño, es decir del perjuicio material y/o moral ocasionado a la víctima. No procede subordinar o mediatizar estas consideraciones  a otros factores (p. ej., la capacidad económica del autor del delito) o la concurrencia de circunstancias atenuantes  específicas (p. ej., la confesión sincera mencionada en el art. 136 in fine del CdePP y en el art. 161 del NCPP). Ese mismo criterio debe primar en el juzgador al momento de definir  y cuantificar los alcances de la reparación civil, especialmente ante la presencia de daños graves como la pérdida de la vida, el sufrimiento de lesiones físicas o psíquicas o atentados contra la libertad sexual; incluso en los casos en que la valoración  judicial debe proyectarse hacia condiciones de contenido ético-social, por ejemplo al decidir el resarcimiento en delitos contra la intimidad o contra el honor de las personas.
A. La proporcionalidad de la afectación al bien vulnerado
B. La proporcionalidad con el daño causado
C. La proporcionalidad con la situación del sentenciado
2.2.15. El delito de ...(Hurto agravado, lesiones graves, homicidio culposo, etc.)
2.2.15.1. Definiciones ( de delito)
2.2.15.2. El tipo penal
2.2.15.3. Tipicidad
2.2.15.4. Elementos de la tipicidad objetiva
2.2.15.5. Sujeto activo
2.2.15.6. Sujeto pasivo
2.2.15.7. Resultado típico
2.2.15.8. El nexo de causalidad
..........Todo lo concerniente al tipo penal específico, lo que indica la doctrina y lo que indica la legislación especializada.

Nota. La fuente puede ser de naturaleza normativa, doctrinaria o jurisprudencial. 
2.3. Marco conceptual 
Calidad. La calidad puede definirse como la conformidad relativa con las especificaciones, a lo que el grado en que un producto cumple las especificaciones del diseño, entro otra cosas, mayor es su calidad o también como comúnmente es encontrar la satisfacción en un producto cumpliendo todas las expectativas que busca algún cliente, siendo así controlado por reglas las cuales deben salir al mercado para ser inspeccionado y tenga los requerimientos estipulados (Wikipedia, 2012).
Corte Superior de Justicia. Es aquel órgano que ejerce las funciones de un tribunal de última instancia (Lex Jurídica, 2012).
Distrito Judicial. (Buscar una definición, redactarlo y colocar su fuente de acuerdo a las normas APA)
Expediente. Es la carpeta material en la que se recopilan todos las actuaciones judiciales y recaudos que se establecen en un proceso judicial de un caso concreto (Lex Jurídica, 2012).
Juzgado Penal. Es aquel órgano envestido de poder jurisdiccional con competencia establecida para resolver casos penales (Lex Jurídica, 2012).
Medios probatorios. Son las actuaciones que, dentro de un proceso judicial, cualquiera que sea su índole, se encaminan a confirmar la verdad o a demostrar la falsedad de los hechos aducidos en el juicio (Lex Jurídica, 2012).
Parámetro(s). (Buscar una definición, redactarlo y colocar su fuente de acuerdo a las normas APA)
Primera instancia. Es la primera jerarquía competencial en que inicia un proceso judicial (Lex Jurídica, 2012).
Sala Penal. Es aquel órgano que ejerce las funciones de juzgamiento de los procesos ordinarios y de apelación en los procesos sumarios (Lex Jurídica, 2012).
Segunda instancia. Es la segunda jerarquía competencial en que inicia un proceso judicial (Lex Jurídica, 2012).
III. Metodología
3.1. Tipo o enfoque, y nivel de investigación
3.1.1. Tipo o enfoque de investigación. 
Es cuantitativo, se recurre a conocimientos ya existentes inmersos en el ámbito normativo, doctrinario y jurisprudencial; de los cuales a su vez, se extraerán criterios que guiarán el estudio, conocimiento que marcara su importancia en diversos momentos de la investigación, entre ellos, la recogida de datos y discusión de los resultados, por lo que deviene por estos hechos últimos en Cualitativo también. En cuanto al objeto de estudio (sentencias), estas no corresponde a una realidad interna, sino externa contenidas en un documento llamado expediente judicial (Hernández, Fernández & Batista, 2010). 
3.1.2. Nivel de investigación.
Es Exploratorio, porque el objetivo será examinar una variable poco estudiada,; ya que no se han hallado estudios similares realizados, con una propuesta metodológica similar. Así mismo porque se orientará a familiarizarse con la variable que tiene como base la revisión de la literatura que contribuirá a resolver el problema de investigación. Es Descriptivo, porque el examen intenso del fenómeno a la luz de conocimientos existentes, permitirá determinar si la variable en estudio evidencia o no  en su contenido un conjunto de características que definen su perfil (Mejía, 2004).
3.2. Diseño de investigación. 
No experimental, porque no existirá manipulación de la variable, sino observación del fenómeno tal como se da en su contexto natural de los eventos, ajeno a la voluntad del investigador. Retrospectivo, porque la planificación de la toma de datos se efectuará de registros (sentencias) donde el investigador no tendrá participación. En el  caso concreto, la evidencia empírica estará referida a una realidad pasada. Transversal, porque el número de ocasiones en que se medirá la variable será una sola vez; lo que significa que el recojo de datos se realizará en un momento exacto del transcurso del tiempo. También se le conoce como transeccional (Hernández, Fernández & Batista, 2010).  
3.3. Objeto de estudio y variable en estudio.
Estará conformada por las sentencias de primera y segunda instancia sobre Homicidio Culposo existentes en el expediente N° 01248-2003-0-2501-JR. Del Distrito Judicial del Santa. Cuyo aspecto o variable a estudiar es la calidad de las sentencias de primera y segunda instancia.
3.4. Fuente de recolección de datos (Base documental). Se ha denominado como tal, a un documento denominado expediente judicial signado con el  N° 01248-2003-0-2501-JR. Del Distrito Judicial del Santa. En términos metodológicos podría denominarse como unidad muestral, seleccionada intencionalmente utilizando la técnica por conveniencia, que viene a ser un muestreo no  probabilístico; porque se ha elegido en base a la experiencia y comodidad del investigador (Casal, 2003).
3.5. Procedimiento de recolección y análisis de datos. Será por etapas o fases:
La primera abierta y exploratoria. Será una aproximación, gradual reflexivo guiado por los objetivos, donde cada momento de revisión y comprensión será una conquista basada en la observación y el análisis. En esta fase se concretará el contacto inicial para la recolección de datos.
3.5.2. La segunda más sistematizada en términos de recolección de datos. Orientada por los objetivos y la revisión permanente de la literatura para facilitar la identificación e interpretación de los datos existentes en la base documental, utilizando las técnicas del fichaje, la observación,  y el análisis de contenido, trasladando los hallazgos, a un cuaderno de notas. En cuanto sea posible se irá redactando los datos para demostrar la coincidencia de los datos.
3.5. 3. La tercera consistente en un análisis sistemático. De nivel profundo orientado por los objetivos y articulando los datos con los referentes teóricos, normativos y jurisprudenciales desarrollados en la investigación (Lenise, 2008).  
Para organizar los datos y presentar los resultados del informe final, se usará un instrumento denominado cuadro matricial ponderado en el cual se presentará los criterios de puntuación y la calificación de la variable en estudio.
3.6. Consideraciones éticas. Se tendrá en cuenta el Principio de Reserva, el respeto a la dignidad humana y el derecho a la intimidad, (Gaceta Jurídica, 2005).  
3.7. Rigor científico. Se tendrá en cuenta la confirmabilidad  y la credibilidad. Para demostrar que se ha minimizado los sesgos y las tendencias del investigador y rastrear los datos en su fuente empírica.( Hernández, Fernández & Batista, 2010).
IV. RESULTADOS:
4.1. RESULTADOS
Tabla N° 1
CALIDAD DE LA SENTENCIA DE PRIMERA INSTANCIA, PARTE EXPOSITIVA CON ÉNFASIS EN LA INTRODUCCIÓN Y LA POSTURA DE LAS PARTES
	SUB DIMENSIÓN
	EVIDENCIA EMPÍRICA
	PARÁMETROS
	CALIFICACIÓN Y RANGOS DE CALIFICACIÓN DE LAS SUBDIMENSIONES
	CALIFICACIÓN Y RANGOS DE CALIFICACIÓN DE LA DIMENSIÓN: PARTE EXPOSITIVA

	
	
	
	Muy baja
	Baja
	Mediana
	Alta
	Muy Alta
	Muy baja
	Baja
	Mediana
	Alta
	Muy Alta

	
	
	
	1
	2
	3
	4
	5
	[1 - 2]
	[3 - 4]
	[5 - 6]
	[7- 8
	[9-10]

	Introducción ( Incluido el encabezamiento)
	EXP. N° 2003-1248
INCULPADO     :    DEMETRIO RODOLFO DÍAZ RODRÍGUEZ
DELITO             :    HOMICIDIO CULPOSO
AGRAVIADO     :   JORGE EMILIO RODRÍGUEZ COELLO
JUEZ                  :   DR. JUAN L. MATTA PAREDES.
SECRETARIO    :    RODRÍGUEZ.
SENTENCIA CONDENATORIA
RESOLUCIÓN NÚMERO:
Chimbote Once de Mayo
Dos mil cuatro.
VISTOS: En Audiencia Pública, la instrucción número mil doscientos cuarentaiocho correspondiente al año judicial del dos mil tres; RESULTA En mérito a la Denuncia Fiscal de folios cuarentiocho y cuarentainueve sustentado en el Atestado Policial N° 12-DIV-POL-CH/CAP, se abre instrucción en la VÍA SUMARIA, contra DEMETRIO RODOLFO DÍAZ MORENO, por el Delito de Homicidio Culposo en agravio de Jorge Emilio Rodríguez Coello, dictándose la medida de COMPARECENCIA, tramitada la causa conforme a las reglas de procedimiento sumario y vencido el plazo ordinario y el de complemento, se ha evacuado la Acusación Fiscal agregada a folios noventainueve y cien y puestos los autos a disposición de las partes para que presenten los alegatos y señalando día y hora para la realización del  último acto procesal en esta Instancia (Sentencia), esta se realiza con la presencia del acusado libre.
	1. Evidencia el encabezamiento. (El contenido evidencia individualización de la sentencia:  indica número de expediente, la identidad de las partes, del Juez/Juzgado, Secretario/Especialista; N° de resolución, lugar y fecha de expedición, etc).Si cumple.
2. Evidencia el asunto. (El contenido evidencia: ¿Quién plantea? Qué imputación? ¿ Cuál es el problema sobre lo que se decidirá? En la sentencia).Si cumple
3. Evidencia individualización del acusado. (El contenido evidencia individualización de la persona del acusado - datos personales: edad,  apodo, sobrenombre, etc.).Si cumple, pero de manera simple dado que solo se ha detallado el nombre genral del imputado, mas no se han considerdo sus demás datos específicos sobre este.
4. Evidencia aspectos del proceso (El contenido explicita que se tiene a la vista un proceso regular, sin vicios procesales, que se ha agotado los plazos, las etapas, advierte constatación, aseguramiento de las formalidades del proceso que corresponde sentenciar). No cumple, ya que como se evidencia en esta parte de la sentencia no se ha consignado ningún dato e información sobre el rubro de los aspectos procesales, sobreentendiéndose que han sido considerados de manera implícita.
5. Evidencia claridad (El contenido del lenguaje no excede ni abusa del uso de tecnisismos, tampoco de lenguas extranjeras, ni viejos tópicos, argumentos retóricos. Se asegura de no anular, o perder de vista que su objetivo es, que el receptor decodifique las expresiones ofrecidas). Si cumple, ya que como se aprecia todo el contenido de la sentenciada ha sido redactada en español, de manera entendible para las partes.

	
	
	
	
	
	
	
	
	
	

	Postura de las partes
	
	1. Evidencia los hechos y circunstancias objeto de la acusación.  No cumple
2. Evidencia la calificación jurídica del fiscal. No cumple, con este rubro.
3. Evidencia la formulación de las pretensiones penales y civiles del fiscal (y de la parte civil, en los casos que correspondiera) No cumple
4. Evidencia la pretensión de la defensa del acusado. No cumple, con el planteamiento de este rubro 
5. Evidencia claridad (El contenido del lenguaje no excede ni abusa del uso de tecnisismos, tampoco de lenguas extranjeras, ni viejos tópicos, argumentos retóricos. Se asegura de no anular, o perder de vista que su objetivo es, que el receptor decodifique las expresiones ofrecidas). Si cumple, como se aprecia en la parte expositiva, el juzgador no ha hecho uso de muchas palabras técnicas, utilizando un lenguaje claro y sencillo entendible para las partes.
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	


Fuente: Sentencia Primera Instancia-Expediente N° 2003-1248
LECTURA. La Tabla N° 1, revela que la parte expositiva de la sentencia de primera instancia tiene la calidad de ….., habiéndose dado mayor énfasis en en el cumplimiento de los parámetros previstos para la introducción que para la postura de las partes.
Tabla N° 2
CALIDAD DE LA SENTENCIA DE PRIMERA INSTANCIA, PARTE CONSIDERATIVA CON ÉNFASIS EN LA MOTIVACIÓN DE LOS HECHOS, DEL DERECHO, DE LA PENA Y DE LA REPARACIÓN CIVIL
	SUB DIMENSIÓN
	EVIDENCIA EMPÍRICA
	PARÁMETROS
	CALIFICACIÓN Y RANGOS DE CALIFICACIÓN DE LAS SUBDIMENSIONES
	CALIFICACIÓN Y RANGOS DE CALIFICACIÓN DE LA DIMENSIÓN: PARTE CONSIDERATIVA

	
	
	
	Muy baja
	Baja
	Mediana
	Alta
	Muy Alta
	Muy baja
	Baja
	Mediana
	Alta
	Muy alta

	
	
	
	1
	2
	3
	4
	5
	[1 -4]
	[5- 8]
	[9-12]
	[13 -16]
	[17 -20]

	Motivación de los hechos
	PRIMERO : El hecho calificado como Delito de Homicidio Culposo( artículo ciento once del Código Penal) consiste: el día veintiuno de Junio del dos mil tres, en circunstancias, que el procesado se encontraba conduciendo su vehículo modelo TICO por la Av. Pescadores del P.P.J.J. San Juan de Este a Oeste ocupando el lado derecho de la calzada y por el estado de embriaguez en que se encontraba impactó la bicicleta que conducía el agraviado quien circulaba unos metros más adelante por la misma avenida y en el mismo sentido por la berma correspondiente; victima que cayó sobre el techo del vehículo del inculpado y por el impacto fue lanzado unos 15 metros del lugar del accidente ocasionándole una hemorragia cerebral masiva que le provocó la muerte minutos después--------------------------------------------------------------------------------SEGUNDO: Con el Protocolo de necropsia de folios tres al cuatro reproducido a folios cien y ciento uno, se acredita que la persona de Jorge Emilio Rodríguez Coello, falleció por una hemorragia cerebral   masiva debido a traumatismo cráneo encefálico severo lo que produjo su deceso instantáneo------------------------------------------------  
TERCERO: Asimismo con la investigación técnico policial se puede establecer que el acusado conducía un vehículo de placa de rodaje AE7204 marca DAEWO color morado oscuro marca Tico, mientras que el agraviado conducía una bicicleta tipo montañera, el lugar del accidente es a la altura de la manzana cinco.B lote uno de la Avenida los Pescadores pueblo San Juan, así como la unidad que conducía el acusado por la dirección de Este a Oeste y le precedía el agraviado en su bicicleta así como el factor contributivo de dicho desenlace se debió al exceso de velocidad, y a los efectos del alcohol (0.60 Gr./lts.) que motivo el impacto al vehículo menor lanzando el cuerpo a unos quince metros hacia delante para caer a la berma de tierra del lado derecho al frente del indicado inmueble, investigación que se encuentra corroborado con los exámenes objetivos del dopaje etílico, peritaje técnico policial, de folios veintiuno, veintidós, veinticuatro y veinticinco, corroborado con la inspección ocular de folios setentaidos y setentaitres-----------CUARTO: Por otra parte, el acusado Díaz Moreno, en su instructiva de fojas sesentaitres y setentaicuatro, admite su responsabilidad, por cuanto el día de los hechos se estaba dirigiendo a la Feria de San Pedrito, y al observar la bicicleta a unos cien metros trato de alertarlo, pero en la diagonal hacía el lado izquierdo, impactando con su vehículo hacia el lado derecho, de inmediato lo auxilió y lo  condujo al Hospital donde diagnosticaron su muerte, además un día antes había estado celebrando su cumpleaños habiendo consumido licor hasta las tres de la mañana del día veintiuno de Junio, es decir es consciente de su autoría en el delito investigado, sin embargo como conductor de un vehículo riesgoso, debió prever que conducir en estado etílico, podría haber ocasionado daños personales o materiales, sin embargo sin considerar esta previsibilidad condujo su vehículo a excesiva velocidad, y no es como sostiene que a unos cien metros observó al ciclista pues si esto hubiera sido así, no se hubiera producido el resultado dañoso, consecuentemente al haber infringido un deber de cuidado, tanto pos haber conducido a excesiva velocidad como por haberlo hecho en estado etílico, su conducta se subsume dentro del tipo penal investigado tanto porque está acreditado la materialidad del delito como su relación causal con este---------------------------------------------------------------------QUINTO: Asimismo el acusado es una persona de cuarentaiocho años de edad con secundaria completa, de ocupación comerciante, lo que le da capacidad suficiente para darse cuenta que tiene el deber de cumplir con las reglas de tránsito y tomar las precauciones a fin de evitar daños personales o materiales, si es así nos encontramos ante un  caso típico de culpa consciente o con representación, mas es un sujeto imputable para la ley penal, si es así debe declararse su culpabilidad por el delito investigado, e imponérsele la sanción que corresponda como una medida de prevención especial y general-----------------------------------------------
 SEXTO: Para determinar la pena debe considerarse que el delito de Homicidio Culposo prevé una pena privativa de la libertad no menor de cuatro años ni mayor de ocho años, el accionar fue culposo (culpa conciente o con representación), se había encontrado en estado de ebriedad , según la tabla de alcoholemia ( artículo 4 de la ley 27753), las inobservancias de las Reglas de Tránsito, además fue quien condujo al agraviado para que presten la atención médica, cuenta con domicilio real, carece de antecedentes penales, si es así, debe imponérsele la pena privativa de libertad pero en la calidad de suspendida a fin de someterlo a un periodo de prueba con el objeto de que mejore su conducta sin perjuicio de la inhabilitación de su licencia de conducir por el plazo que corresponda pero con la finalidad de que en el futuro tome las precauciones y respete las reglas de tránsito, así como de ordenar el pago por concepto de la reparación civil  si bien la Compañía de Seguros y reaseguros “La Positiva indemnizó a los parientes del agraviado, sin embargo esta indemnización debe considerarse dentro del rubro de daño personal, pero no comprende el daño moral por cuanto frustro un proyecto de vida que constituía la cabeza de familia, si es así deberá fijarse un monto en proporción con las posibilidades económicas del acusado. Por estas consideraciones y de conformidad en los artículo uno, seis, once, veintitrés, veintinueve, cincuenta y siete, cincuenta y ocho, cincuenta y nueve, sesenta y sesenta y uno, noventa doscientos once del Código Penal concordante con los artículos: Doscientos ochenta y tres y doscientos ochenta y cinco del Código de Procedimientos Penales y Decreto legislativo ciento veinticuatro, Impartiendo Justicia a Nombre del Pueblo
	1. Las razones evidencian la selección de los hechos probados. (Elemento imprescindible,  expuestos en forma coherente, sin contradicciones, congruentes y concordantes  con los alegados por las partes, en función de los hechos relevantes que sustentan la pretensión/es).Si cumple, con este rubro, dado que los hechos han sido coherentes, corroborado con las versiones de las partes, asi como como los medios probatorios que están relacionados de manera entrelazada con los hechos.
2. Las razones evidencian la fiabilidad  de las pruebas. (Análisis individual de la fiabilidad y validez de los medios probatorios, si la prueba  practicada puede ser considerada fuente de conocimiento de los hechos,verificación  de todos los requisitos  requeridos para su validez).Si cumple, dado que cada medio de prueba ha sido valorado y recabado según las circunstancias como se han suscitado los hechos, de manera tal que su valoración ha sido de gran trascendencia al coadyuvar en acreditar la responsabilidad penal del procesado.
3.  Las razones evidencian aplicación de la valoración conjunta (El contenido evidencia completitud en la valoración de la pruebas, con ello se  garantiza que el órgano jurisdiccional examine y tenga en cuenta todos los posibles resultados probatorios, para ello primero  interpreta la prueba, saber su significado y valorar).Si cumple, ya que como se aprecia el juzgador ha hecho uso de los medios probatorios idóneos y pertinentes para su valoración e incorporación en su decisión, las cuales han sido valoradas pertinentemente y adecuadamente para poder ser utilizadas como tales.
4. Las razones evidencia aplicación de las reglas de la sana crítica y las máximas de la experiencia (En base a ello, el juez forma convicción respecto de la capacidad del medio probatorio dando a conocer de un hecho concreto).Si cumple, ya que atravez de ello el juez, a través de la utilización de cada medio probatorio corrobora parte de los hechos, de manera que hace uso de su sana critica en torno a valorar los hechos y los medios probatorios.
5. Las razones evidencian claridad (El contenido del lenguaje no excede ni abusa del uso de tecnisismos, tampoco de lenguas extranjeras, ni viejos tópicos, argumentos retóricos. Se asegura de no anular, o perder de vista que su objetivo es, que el receptor decodifique las expresiones ofrecidas). Si cumple, se evidencia que en esta parte de la sentencia el juzgador ha utilizado en la redacción un lenguaje claro y entendible para las partes.
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	

	Motivación del derecho
	
	1. Las razones evidencian la determinación de la tipicidad (Adecuación del comportamiento al tipo penal – objetiva: Acción u Omisión – Propia e Impropia,  y subjetiva: Dolo, culpa, ultraintención) (Con  razones normativas, jurisprudenciales o doctrinarias). Si cumple, pero de manera abstracta por cuanto como se evidencia, solo se ha incorporado el tipo penal materia de estudio y los hechos en la forma en que se cometió el delito.
2. Las razones evidencian la determinación de la antijuricidad (positiva y negativa)(Con  razones normativas, jurisprudenciales o doctrinarias)Si cumple, de igual manera se aprecia que  este rubro se encuentra implícito dentro de los hechos materia de estudio.
3.  Las razones evidencian la determinación de la culpabilidad (positiva: sujeto imputable, conocimiento de la antijuricidad, no exigibilidad de otra conducta, y negativa: inimputabilidad) (Con razones normativas, jurisprudenciales o doctrinarias) .Si cumple/ No cumple
4. Las razones evidencian el nexo (enlace) entre los hechos y el derecho aplicado que justifican la decisión. Si cumple, se han descrito las razones para demostrar que el imputado se encuentra en capacidad para responder penalmente por su accionar doloso.
5. Las razones evidencian claridad (El contenido del lenguaje no excede ni abusa del uso de tecnisismos, tampoco de lenguas extranjeras, ni viejos tópicos, argumentos retóricos. Se asegura de no anular, o perder de vista que su objetivo es, que el receptor decodifique las expresiones ofrecidas). Si cumple, se evidencia que el lenguaje utilizado por el juzgador es claro y entendible para las partes. 
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	

	Motivación de la pena
	
	1. Las razones evidencian la individualización de la pena de acuerdo con los parámetros normativos ( Artículo 45 y 46 del Código Penal). Si cumple, se evidencia que se ha utilizado los artículos 45 y 46 del Código Penal, para la determinación de la pena del imputado.
2. Las razones evidencian proporcionalidad con la lesividad. Si cumple, por cuanto para la emisión de la pena de han valorados hechos, derechos y medios de prueba de manera proporcional.
3. Las razones evidencian proporcionalidad con la culpabilidad.Si cumple.
4. Las razones evidencian la apreciación realizada por el Juzgador, respecto de las declaraciones del  acusado. (Las razones evidencian que se  ha destruido los argumentos del acusado).Si cumple, por cuanto como se evidencia el juzgador ha incorporado y tomado en cuenta la declaración del acusado, siéndole favorable para la emisión de su sentencia, dado que este acepta su responsabilidad en cuanto al delito que se le imputa.
5. Las razones evidencia claridad (El contenido del lenguaje no excede ni abusa del uso de tecnisismos, tampoco de lenguas extranjeras, ni viejos tópicos, argumentos retóricos. Se asegura de no anular, o perder de vista que su objetivo es, que el receptor decodifique las expresiones ofrecidas).  Si cumple, el lenguaje utilizado por el juzgador en cuanto a la apreciación de estos puntos ha sido clara para el mejor entendimiento de las partes.
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	

	Motivación de la reparación civil
	
	1. Las razones evidencian apreciación del valor y la naturaleza del bien jurídico protegido. No se aprecia de manera especifica.
2. Las razones evidencian apreciación del daño o afectación causado en el bien jurídico protegido. Si cumple con la apreciación del daño y afectación del bien jurídico.
3. Las razones evidencian apreciación de las circunstancias específicas tanto en los delitos culposos como dolosos (En los culposos la imprudencia de la victima/ en los delitos culposos la intención de dañar).Si cumple
4. Las razones evidencian apreciación de las posibilidades económicas del obligado.Si cumple
5. Las razones evidencia claridad (El contenido del lenguaje no excede ni abusa del uso de tecnisismos, tampoco de lenguas extranjeras, ni viejos tópicos, argumentos retóricos. Se asegura de no anular, o perder de vista que su objetivo es, que el receptor decodifique las expresiones ofrecidas).Si cumple 
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	


Fuente: Sentencia Primera Instancia-Expediente N° 2003-1248
LECTURA. La Tabla N° 2, revela que la parte considerativa de la sentencia de primera instancia tiene la calidad de …….
Tabla N° 3
CALIDAD DE LA SENTENCIA DE PRIMERA INSTANCIA, PARTE RESOLUTIVA CON ÉNFASIS EN EL PRINCIPIO DE CORRELACIÓN Y LA DESCRIPCIÓN DE LA DECISIÓN
	SUB DIMENSIÓN
	EVIDENCIA EMPÍRICA
	PARÁMETROS
	CALIFICACIÓN Y RANGOS DE CALIFICACIÓN DE LAS SUBDIMENSIONES
	CALIFICACIÓN Y RANGOS DE CALIFICACIÓN DE LA DIMENSIÓN: PARTE RESOLUTIVA

	
	
	
	Muy baja
	Baja
	Mediana
	Alta
	Muy Alta
	Muy baja
	Baja
	Mediana
	Alta
	Muy alta

	
	
	
	1
	2
	3
	4
	5
	[1 - 2]
	[3 - 4]
	[5 - 6]
	[7- 8
	[9-10]

	Principio de Correlación
	FALLO: CONDENANDO al acusado DEMETRIO RODOLDO DÍAZ MORENO, como autor del delito Homicidio Culposo, en agravio de Jorge Emilio Rodríguez Coello, como tal le impongo, CUATRO AÑOS DE PENA PRIVATIVA DE LA LIBERTAD, la misma que se  suspende por el plazo de DOS AÑOS a condición de que se cumplan las siguientes reglas de conducta: COMPARECENCIA CON RESTRICCIONES siendo estas: a).- Comparecer cada treinta días a dar cuenta de sus actividades y firmar el libro pertinente, tanto a éste Juzgado a través de la Mesa única, así como al Órgano Técnico del Instituto Penal Penitenciario, con el objeto de someterse al control y a las terapias que este ente organice. b).- No cambiar de domicilio real c).- Respetar la integridad física delas personas. d).- No conducir vehículos automotores dentro del plazo de inhabilitación, todo bajo apercibimiento de amonestación, prorroga o de revocarse la suspensión de la condena y hacerse efectiva, así mismo DISPONGO: LA INHABILITACIÓN consistente  en la SUSPENSIÓN DE LA LICENCIA DE CONDUCIR POR EL PLAZO DE UN AÑO, en consecuencia: Hágase saber a la Dirección Regional de Transporte Terrestre y ORDENO el pago de CINCO MIL NUEVOS SOLES, por concepto de reparación civil a favor de sus herederos legales Consentida y/o ejecutoriada que sea la presente. Remítase los boletines al Registro Distrital y central de Condenas. Así como al  INPE  regional para los fines correspondientes. Oportunamente archívese. Dese aviso a la Superior Sala Penal.

	1. El contenido del pronunciamiento evidencia correspondencia (relación recíproca) con los hechos expuestos y la calificación jurídica expuestas en la acusación del fiscal. Si cumple.
2. El contenido del pronunciamiento evidencia correspondencia (relación recíproca) con las pretensiones penales y civiles formuladas por el fiscal y la parte civil (en los casos que correspondiera).Si cumple, ya que la decisión tomada por el juzgador ha sido en relación con lo solicitado por el Fiscal.
3. El contenido del pronunciamiento evidencia correspondencia (relación recíproca) con las pretensiones de la defensa del acusado. No se aprecia que se haya tomado en cuenta los alegatos del acusado para la determinación de la pena.
4. El contenido del pronunciamiento evidencia correspondencia (relación recíproca) con la parte expositiva y considerativa respectivamente. (El pronunciamiento es consecuente con las posiciones expuestas anteriormente en el cuerpo del documento - sentencia).Si cumple, dado que la decisión del juzgador ha sido tomada en cuenta en base a toda la valoración conjunta de la sentencia, es decir existe relación entre la parte expositiva, considerativa y resolutiva de la sentencia.
5. Las razones evidencian claridad (El contenido del lenguaje no excede ni abusa del uso de tecnisismos, tampoco de lenguas extranjeras, ni viejos tópicos, argumentos retóricos. Se asegura de no anular, o perder de vista que su objetivo es, que el receptor decodifique las expresiones ofrecidas). Si cumple, con este rubro, por cuanto el lenguaje que utiliza el juzgador para la determinación de la pena y la reparación civil son claras coherentes y entendibles a las partes.
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	

	Descripción de la decisión
	
	1. El contenido del pronunciamiento evidencia mención expresa y clara de la identidad del(os) sentenciado(s).Si cumple, con la identificación del imputado en cuanto al pronunciamiento al que se le condena
2. El contenido del pronunciamiento evidencia mención expresa y clara del(os) delito(s) atribuido(s) al sentenciado. Si cumple, como se aprecia en ha especificado el delito por el cual se le condena al imputado.
3. El contenido del pronunciamiento evidencia mención expresa y clara de la pena (principal y accesoria, en los casos que correspondiera).Si cumple.
4. El contenido del pronunciamiento evidencia mención expresa y clara de la(s) identidad(es) del(os) agraviado(s). Si cumple.
5. El contenido del pronunciamiento evidencian claridad (El contenido del lenguaje no excede ni abusa del uso de tecnisismos, tampoco de lenguas extranjeras, ni viejos tópicos, argumentos retóricos. Se asegura de no anular, o perder de vista que su objetivo es, que el receptor decodifique las expresiones ofrecidas). Si cumple, se aprecia que el juzgador al momento de tomar su decisión lo hace de manera clara y entendible para las partes. 
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	


Fuente: Sentencia Primera Instancia-Expediente N°2003-1248
LECTURA. La Tabla N° 3, revela que la parte Resolutiva de la sentencia de primera instancia tiene la calidad de ……
Tabla N° 4
CALIDAD DE LA SENTENCIA DE SEGUNDA INSTANCIA, PARTE EXPOSITIVA CON ÉNFASIS EN LA INTRODUCCIÓN Y LA POSTURA DE LAS PARTES
	SUB DIMENSIÓN
	EVIDENCIA EMPÍRICA
	PARÁMETROS
	CALIFICACIÓN Y RANGOS DE CALIFICACIÓN DE LAS SUBDIMENSIONES
	CALIFICACIÓN Y RANGOS DE CALIFICACIÓN DE LA DIMENSIÓN: PARTE EXPOSITIVA

	
	
	
	Muy baja
	Baja
	Mediana
	Alta
	Muy Alta
	Muy baja
	Baja
	Mediana
	Alta
	Muy Alta

	
	
	
	1
	2
	3
	4
	5
	[1 - 2]
	[3 - 4]
	[5 - 6]
	[7- 8
	[9-10]

	Introducción ( Incluido el encabezamiento)
	EXPEDIENTE NÚMERO: 2003-1248-251801-JPO.
PROCESADO: DEMETRIO RODOLFO DÍAZ MORENO
DELITO: HOMICIDIO CULPOSO.
AGRAVIADO: JORGE EMILIO RODRIGUEZ COELLO.
Chimbote, diecinueve de Noviembre del dos mil cuatro.
 VISTOS; De conformidad en parte con la opinada por el señor Fiscal Superior en su Dictamen de folios ciento cuarenta y tres  Y CONSIDERANDO: PRIMERO Que tanto la parte agraviada como el procesado recurren de la sentencia por encontrarse inconformes con la fijación en el monto de la reparación civil, argumentos que se sintetizan de la siguiente manera: Así para el primero principalmente resulta totalmente desproporcionado por el daño causado que es irreparable (esposo y padre) muy difícil de llenar el vacío dejado, dentro del aspecto sentimental y psicológico , habiendo quedado desamparadas esposa e hijas, pues era el que les proporcionaba el sustento diario y que tenía por delante muchos años para poder laborar como topógrafo y percibir buenos ingresos económicos para su bienestar familiar; En cuanto al segundo, estima que el monto fijado no resulta razonable, en tanto los herederos forzosos del agraviado han recepcionado quince mil trescientos treinta y ocho puntos veinte nuevos soles , que aún resulta excesiva, por lo que la suma fijada resulta una suma adicional, que contiene una aspiración que duplica el pago por este concepto, cuando lo justo y debido es que tenga por pagada
	1. Evidencia el encabezamiento. (Su contenido evidencia individualización de la sentencia,  indicación del  número, lugar, fecha, identidad de las partes, mención del Colegiado,etc) Si cumple
2. Evidencia el asunto. (Su contenido evidencia: ¿ Cuál es el problema sobre lo que se decidirá? el objeto de la impugnación) Si cumple
3. Evidencia la individualización del acusado. (Su contenido evidencia individualización de la persona del  acusado, datos personales, edad,  apodo, sobrenombre, etc.). Si cumple
4. Evidencia aspectos del proceso (Su contenido explicita que se tiene a la vista un proceso regular, que se ha agotado los plazos, el trámite en segunda instancia, que ha llegado el momento de sentenciar, según corresponda). /No cumple
5. Evidencia claridad (El contenido del lenguaje no excede ni abusa del uso de tecnisismos, tampoco de lenguas extranjeras, ni viejos tópicos, argumentos retóricos. Se asegura de no anular, o perder de vista que su objetivo es, que el receptor decodifique las expresiones ofrecidas). Si cumple
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	

	Postura de las partes
	
	1. Evidencia el objeto de la impugnación (El contenido explicita los extremos impugnados).Si cumple
2. Evidencia congruencia con los fundamentos fácticos y jurídicos que sustentan la impugnación. ( Precisa en qué se ha basado el impugnante) Si cumple
3. Evidencia la formulación de las pretensión(es) del sentenciado(s). Si cumple
4. Evidencia la formulación de las pretensiones penales y civiles de la parte contraria ( del fiscal - o de la parte civil, en los casos que correspondiera).Si cumple
5. Evidencia claridad (El contenido del lenguaje no excede ni abusa del uso de tecnisismos, tampoco de lenguas extranjeras, ni viejos tópicos, argumentos retóricos. Se asegura de no anular, o perder de vista que su objetivo es, que el receptor decodifique las expresiones ofrecidas).Si cumple
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	


Fuente: Sentencia Segunda Instancia-Expediente N°2003-1248
LECTURA. La Tabla N° 4, revela que la parte expositiva de la sentencia de segunda instancia tiene la calidad de ….
Tabla N° 5
CALIDAD DE LA SENTENCIA DE SEGUNDA INSTANCIA, PARTE CONSIDERATIVA CON ÉNFASIS EN LA MOTIVACIÓN DE LOS HECHOS, DEL DERECHO, DE LA PENA Y DE LA REPARACIÓN CIVIL
	SUB DIMENSIÓN
	EVIDENCIA EMPÍRICA
	PARÁMETROS
	CALIFICACIÓN Y RANGOS DE CALIFICACIÓN DE LAS SUBDIMENSIONES
	CALIFICACIÓN Y RANGOS DE CALIFICACIÓN DE LA DIMENSIÓN: PARTE CONSIDERATIVA

	
	
	
	Muy baja
	Baja
	Mediana
	Alta
	Muy Alta
	Muy baja
	Baja
	Mediana
	Alta
	Muy alta

	
	
	
	1
	2
	3
	4
	5
	[1 -4]
	[5- 8]
	[9-12]
	[13 -16]
	[17 -20]

	Motivación de los hechos
	SEGUNDO: Que, según dispone el artículo 93 del Código Penal, la reparación comprende 1.- La restitución del bien  o, si no es posible, el pago de su valor, 2.- La indemnización de los daños y perjuicios, en el caso concreto, es de aplicación el segundo numeral, el mismo que comprende no solo el daño emergente , sino también el daño emergente, sino también el daño moral y el lucro cesante, en el caso concreto el desaparecido, se trataba de un padre de familia, con esposa e hijas según se desprende del documento de folios ciento nueve, quien se constituía como uno de los principales obligados  alimentarios para con su familia, y el evento criminoso que causó su muerte ha dejado en desamparo a sus parientes más cercanos , situación de inseguridad material y psicológica que  se contrapone al bienestar familiar, precisiones que también debieron tenerse en cuenta al fijarse el pago de la reparación civil, y que son calificadas como el lucro cesante y daño moral, por ende el monto de la reparación civil regido por el principio del daño causado, siendo en este caso el bien jurídico vida, que es inapreciable, económicamente y prevalente frente a otros bienes jurídicos, lo que corresponde es incrementar proporcionalmente la reparación civil fijada, a una acorde a los conceptos vertidos. TERCERO Que, el dinero percibido por la parte civil, mediante el desembolso de quince mil trescientos treinta y ocho con veinte nuevos soles no enerva lo antes argumentado, en la medida del valor primordial que tiene la vida humana la trascendencia irreparable que la desaparición de la víctima causa a sus herederos, debiéndose entender el pago efectuado como parte del pago que por indemnización de daños y perjuicios que deben resarcirse a la parte civil. Por estas consideraciones y de conformidad con lo estipulado en el artículo 8 del Decreto Legislativo 124;
	1. Las razones evidencian la selección de los hechos a resolver. (En función de los hechos relevantes que sustentan la pretensión(es) del impugante).Si cumple
2. Las razones evidencian la fiabilidad  de las pruebas. (Se ha realizado análisis individual de la fiabilidad y validez de los medios probatorios)No cumple
3.  Las razones evidencian aplicación de la valoración conjunta./No cumple
4. Las razones evidencia aplicación de las reglas de la sana crítica y las máximas de la experiencia.Si cumple
5. Las razones evidencian claridad (El contenido del lenguaje no excede ni abusa del uso de tecnisismos, tampoco de lenguas extranjeras, ni viejos tópicos, argumentos retóricos. Se asegura de no anular, o perder de vista que su objetivo es, que el receptor decodifique las expresiones ofrecidas). Si cumple
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	

	Motivación del derecho
	
	1. Las razones evidencian la determinación de la tipicidad (objetiva y subjetiva) (Con razones normativas, jnurisprudenciales o doctrinarias).No cumple
2. Las razones evidencian la determinación de la antijuricidad (positiva y negativa) (Con razones normativas, jurisprudenciales o doctrinarias No cumple
3.  Las razones evidencian la determinación de la culpabilidad (positiva y negativa)(Con razones normativas, jurisprudenciales o doctrinarias) No cumple
4. Las razones evidencian el nexo (enlace) entre los hechos y el derecho aplicado que justifican la decisión.Si cumple
5. Las razones evidencian claridad (El contenido del lenguaje no excede ni abusa del uso de tecnisismos, tampoco de lenguas extranjeras, ni viejos tópicos, argumentos retóricos. Se asegura de no anular, o perder de vista que su objetivo es, que el receptor decodifique las expresiones ofrecidas). Si cumple
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	

	Motivación de la pena
	
	1. Las razones evidencian la individualización de la pena de acuerdo con los parámetros legales ( Artículo 45 y 46 del Código Penal). No cumple
2. Las razones evidencian proporcionalidad con la lesividad.Si cumple
3. Las razones evidencian proporcionalidad con la culpabilidad. No cumple
4. Las razones evidencian la apreciación realizada por el Juzgador, respecto de las declaraciones del  acusado. No cumple
5. Las razones evidencia claridad (El contenido del lenguaje no excede ni abusa del uso de tecnisismos, tampoco de lenguas extranjeras, ni viejos tópicos, argumentos retóricos. Se asegura de no anular, o perder de vista que su objetivo es, que el receptor decodifique las expresiones ofrecidas). Si cumple.
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	

	Motivación de la reparación civil
	
	1. Las razones evidencian apreciación del valor y la naturaleza del bien jurídico protegido. Si cumple
2. Las razones evidencian apreciación del daño o afectación causado en el bien jurídico protegido. Si cumple.
3. Las razones evidencian apreciación de las circunstancias específicas tanto en los delitos culposos como dolosos (En los culposos la imprudencia de la víctima/ en los delitos culposos la intención de dañar). No cumple
4. Las razones evidencian apreciación de las posibilidades económicas del obligado. Si cumple.
5. Las razones evidencia claridad (El contenido del lenguaje no excede ni abusa del uso de tecnisismos, tampoco de lenguas extranjeras, ni viejos tópicos, argumentos retóricos. Se asegura de no anular, o perder de vista que su objetivo es, que el receptor decodifique las expresiones ofrecidas). Si cumple.
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	


Fuente: Sentencia Segunda Instancia-Expediente N°2003-1248
LECTURA. La Tabla N° 5, revela que la parte considerativa de la sentencia de segunda instancia tiene la calidad de 
Tabla N° 6
CALIDAD DE LA SENTENCIA DE SEGUNDO INSTANCIA, PARTE RESOLUTIVA CON ÉNFASIS EN EL PRINCIPIO DE CORRELACIÓN Y LA DESCRIPCIÓN DE LA DECISIÓN
	SUB DIMENSIÓN
	EVIDENCIA EMPÍRICA
	PARÁMETROS
	CALIFICACIÓN Y RANGOS DE CALIFICACIÓN DE LAS SUBDIMENSIONES
	CALIFICACIÓN Y RANGOS DE CALIFICACIÓN DE LA DIMENSIÓN: PARTE RESOLUTIVA

	
	
	
	Muy baja
	Baja
	Mediana
	Alta
	Muy Alta
	Muy baja
	Baja
	Mediana
	Alta
	Muy alta

	
	
	
	1
	2
	3
	4
	5
	[1 - 2]
	[3 - 4]
	[5 - 6]
	[7- 8
	[9-10]

	Principio de Correlación
	RESOLVIERON CONFIRMAR la sentencia de fecha once de Mayo del dos mil cuatro, la misma que obra de folios ciento veintiséis a ciento treinta y uno, cuando condena al acusado Demetrio Rodolfo Díaz Moreno , como autor del delito de Homicidio Culposo en agravio de Jorge Emilio Rodríguez Coello a cuatro años de pena privativa de la libertad, suspendida por el plazo de dos años, con las mismas reglas de conducta impuestas e inhabilitación que se impone MODIFICARON: El monto de la Reparación Civil fijada a la suma de SEIS MIL QUINIENTOS NUEVOS SOLES, que deberá pagar el sentenciado afavor de los herederos legales, sin perjuicio del pago efectuado por la Compañía aseguradora “La Positiva” a ellos. Notifíquese y devuélvase. Vocal Ponente- Ángela Cárdenas Salcedo
S.S.
CARDENAS SALCEDO
ESPINOZA LUGO.
FLORES SAGÁSTEGUI.

	1. El contenido del pronunciamiento evidencia correspondencia (relación recíproca) con los hechos expuestos y la calificación jurídica expuestas en el recurso impgunatorio y la acusación del fiscal. No cumple
2. El contenido del pronunciamiento evidencia correspondencia (relación recíproca) con las pretensiones penales y civiles formuladas por el fiscal y la parte civil (en los casos que correspondiera). Si cumple.
3. El contenido del pronunciamiento evidencia correspondencia (relación recíproca) con las pretensiones de la defensa del acusado. No cumple
4. El contenido del pronunciamiento evidencia correspondencia (relación recíproca) con la parte expositiva y considerativa respectivamente. (El pronunciamiento es consecuente con las posiciones expuestas anteriormente en el cuerpo del documento - sentencia).Si cumple
5. Las razones evidencian claridad (El contenido del lenguaje no excede ni abusa del uso de tecnisismos, tampoco de lenguas extranjeras, ni viejos tópicos, argumentos retóricos. Se asegura de no anular, o perder de vista que su objetivo es, que el receptor decodifique las expresiones ofrecidas). Si cumple.
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	

	Descripción de la decisión
	
	1. El contenido del pronunciamiento evidencia mención expresa y clara de la identidad del(os) sentenciado(s).Si cumple
2. El contenido del pronunciamiento evidencia mención expresa y clara del(os) delito(s) atribuido(s) al sentenciado. Si cumple
 3. El contenido del pronunciamiento evidencia mención expresa y clara de la condena (principal y accesoria, en los casos que correspondiera).Si cumple
4. El contenido del pronunciamiento evidencia mención expresa y clara de la(s) identidad(es) del(os) agraviado(s). Si cumple.
5. El contenido del pronunciamiento evidencian claridad (El contenido del lenguaje no excede ni abusa del uso de tecnisismos, tampoco de lenguas extranjeras, ni viejos tópicos, argumentos retóricos. Se asegura de no anular, o perder de vista que su objetivo es, que el receptor decodifique las expresiones ofrecidas). 
	
	
	
	
	
	
	
	
	
	


Fuente: Sentencia Segunda Instancia-Expediente N°.2003-1248
LECTURA. La Tabla N° 6, revela que la parte Resolutiva de la sentencia de segunda instancia tiene la calidad d
4.2. Análisis de los resultados – preliminares
Respecto de la sentencia de primera instancia
En relación a la parte expositiva.
El encabezamiento se inicia con ………….(escribir lo que presenta la sentencia, N° de expediente, N° de resolución, lugar, fecha, nombres de las partes, etc.). En cuanto al cuerpo de la sentencia se inicia con la palabra Vistos…..(escriba la palabra con el cual se inicia), en el cual se puede identificar lo expuesto en la Acusación Fiscal, que en el caso concreto es:………………(escribir lo que hay en la sentencia sobre este punto, si no hay diga que no se presenta, no se consigna); asimismo en lo que respecta a la defensa se indica que:……(escriba lo que se dice sobre este punto en la sentencia, si no hay diga que no se advierte) y en cuanto a la parte civil se precisa que….(este último punto hágalo en el supuesto que hubiera y si haya dicho algo en la sentencia, para eso se revisa el proceso completo).
Sobre ésta parte de la sentencia mi opinión es…..(escriba coherentemente, su apreciación, destaque si la lectura de esta parte de la sentencia le permite tomar conocimiento de qué se trata el proceso al cual corresponde la sentencia, si los aspectos fácticos están claramente expuestos y qué es lo que las partes del proceso han expuesto y han realizado, sobre el delito investigado).
En relación a la parte considerativa
Se inicia con la palabra ….(escriba la palabra que ha identificado al leer el texto de la sentencia, puede ser: considerando, fundamentos, etc). En cuanto a la motivación de los hechos se destaca los siguientes puntos:……..( diga lo que ve en la sentencia, tenga presente los hechos, no otro aspecto), en cuanto a las pruebas que sirven para corroborar los hechos se indica que son:…….(identificarlos del texto de la sentencia, destaque las particularidades, es decir qué se probó, cómo se  probó, etc). En lo que respecta a la motivación del derecho, se cumple con indicar cómo se ha determinado que el hecho es delito de ……(indicar el nombre del delito – cómo se ha determinado la tipicidad, la antijuridicad y la culpabilidad, puede citar las normas respectivas, es decir las que se identifican en la sentencia cuando se ocupan de estos puntos). De otro lado, en cuanto a la pena se argumenta que:…….(escriba lo que se dice al respecto – pueden ser fácticos o jurídicos) y finalmente sobre la reparación civil se argumenta que …….. (escriba lo que se dice al respecto – pueden ser fácticos o jurídicos)
Sobre éste punto mi opinión es ……(esbozar una apreciación razonada, profundice su opinión, para ello ha leído su marco teórico, redactar usando términos jurídicos apropiados)
En relación de la parte resolutiva
Se inicia con la palabra…..(escriba, puede ser la palabra Fallo, A nombre de la nación, condeno, etc.) en el cual se pronuncia de la siguiente manera:……(escriba el contenido del pronunciamiento  tomarlo del texto expreso de la sentencia).
Al respecto, mi opinión es que la decisión se pronuncia sobre todos los puntos planteados en la acusación que han sido…….(tomar información de la acusación, le permitirá verificar si ciertamente es así). (puede agregar). Considero que cada punto decidido ….. (se encuentra debidamente motivado, que es claro cada fundamento, … haga una apreciación respecto de los hechos y el derecho).
En síntesis, de lo visto y analizado considerando que 1)…..2)….3)…..etc) y ¿) el calificativo que le puedo es……(elegir uno, es de muy alta, alta, mediana, baja o muy baja calidad).
Respecto de la sentencia de segunda instancia
En relación a la parte expositiva.
El encabezamiento se inicia con los siguientes datos………….(escribir lo que presenta la sentencia, N° de expediente, N° de resolución, lugar, fecha, nombres de las partes, etc.). En cuanto al cuerpo de la sentencia se inicia con la palabra Vistos…..(escriba la palabra con el cual se inicia), en el cual se puede identificar lo expuesto en el medio impugnatorio,….(lea bien la sentencia, es probable que diga quién es el que ha impugnado y qué es lo que pide a la sala, puede ser que la revoquen la pena y la repación civil, porque se considera inocente, o que solo desea que se rebaje, verificar si se dice estos puntos si no hay diga igualmente que no se precisa), por su parte respecto de la parte contraria se advierte que ……(lea bien y trate de identificar, si las otras partes, frente al recurso impugnatorio han dicho algo, que la sala lo destaque en el texto de la sentencia -, para eso se revisa el proceso completo, quien sabe en el proceso si hay, pero en la sentencia no se dice nada).
Sobre éste punto, mi opinión es…….(escriba coherentemente, tenga presente que en segunda instancia la sala ya no tiene presente lo que se dice en la acusación, sino lo que plantea en el recurso impugnatorio, ya sea de apelación o de nulidad, según su proceso penal, que puede ser sumario u ordinario, o según corresponda, escriba coherentemente, su apreciación)
 En relación a la parte considerativa
Se inicia con la palabra ….(escriba la palabra que ha identificado al leer el texto de la sentencia, puede ser: considerando, fundamentos, etc). En cuanto a la motivación de los hechos se destaca los siguientes puntos:……..( diga lo que ve en la sentencia, tenga presente los hechos, no otro aspecto), en cuanto a las pruebas que sirven para corroborar los hechos se indica que son:…….(identificarlos del texto de la sentencia, destaque las particularidades, es decir qué se probó, cómo se  probó, ésta vez según la opinión de la Sala, etc). En lo que respecta a la motivación del derecho, igualmente destaque lo que sostiene la sala ……..( identificar estos puntos de la sentencia, leerla con atención). De otro lado, en cuanto a la pena se argumenta que:…….(escriba lo que se dice al respecto – pueden ser fácticos o jurídicos) y finalmente sobre la reparación civil se argumenta que …….. (escriba lo que se dice al respecto – pueden ser fácticos o jurídicos)
Sobre éste punto mi opinión es ……(esbozar una apreciación razonada, profundice su opinión, para ello ha leído su marco teórico, redactar usando términos jurídicos apropiados)
En relación de la parte resolutiva
Se inicia con la palabra…..(escriba, puede ser la palabra Fallo, A nombre de la nación, condeno, etc.) en el cual se pronuncia de la siguiente manera:……(escriba el contenido del pronunciamiento – tomarlo del texto expreso de la sentencia).
Al respecto, mi opinión es que la decisión se pronuncia sobre todos los puntos planteados en el Recurso Impugnatorio que han sido…….(para eso cada quien ha leído el recurso impugnatorio, y también la parte expositiva de la sentencia, no se olvide que en segunda instancia, la sala se pronuncia no sobre los puntos expuestos en la acusación, sino sobre lo planteado en el recurso impugnatorio) Considero que cada punto decidido ….. (se encuentra debidamente motivado, que es claro cada fundamento, … haga una apreciación respecto de los hechos y el derecho).
En síntesis, de lo visto y analizado considerando que 1)…..2)….3)…..etc) y ¿) el calificativo que le puedo es……(elegir uno, es de muy alta, alta, mediana, baja o muy baja calidad). 
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ANEXOS:
Sentencia de Primera Instancia.
SENTENCIA
EXP. N° 2003-1248
INCULPADO     :    DEMETRIO RODOLFO DÍAZ RODRÍGUEZ
DELITO             :    HOMICIDIO CULPOSO
AGRAVIADO     :   JORGE EMILIO RODRÍGUEZ COELLO
JUEZ                  :   DR. JUAN L. MATTA PAREDES.
SECRETARIO    :    RODRÍGUEZ.
SENTENCIA CONDENATORIA
RESOLUCIÓN NÚMERO:
Chimbote Once de Mayo
Dos mil cuatro.
VISTOS: En Audiencia Pública, la instrucción número mil doscientos cuarentaiocho correspondiente al año judicial del dos mil tres; RESULTA En mérito a la Denuncia Fiscal de folios cuarentiocho y cuarentainueve sustentado en el Atestado Policial N° 12-DIV-POL-CH/CAP, se abre instrucción en la VÍA SUMARIA, contra DEMETRIO RODOLFO DÍAZ MORENO, por el Delito de Homicidio Culposo en agravio de Jorge Emilio Rodríguez Coello, dictándose la medida de COMPARECENCIA, tramitada la causa conforme a las reglas de procedimiento sumario y vencido el plazo ordinario y el de complemento, se ha evacuado la Acusación Fiscal agregada a folios noventainueve y cien y puestos los autos a disposición de las partes para que presenten los alegatos y señalando día y hora para la realización del  último acto procesal en esta Instancia (Sentencia), esta se realiza con la presencia del acusado libre. Y CONSIDERANDO ---------------------------------------------------------------
 PRIMERO : El hecho calificado como Delito de Homicidio Culposo( artículo ciento once del Código Penal) consiste: el día veintiuno de Junio del dos mil tres, en circunstancias, que el procesado se encontraba conduciendo su vehículo modelo TICO por la Av. Pescadores del P.P.J.J. San Juan de Este a Oeste ocupando el lado derecho de la calzada y por el estado de embriaguez en que se encontraba impactó la bicicleta que conducía el agraviado quien circulaba unos metros más adelante por la misma avenida y en el mismo sentido por la berma correspondiente; victima que cayó sobre el techo del vehículo del inculpado y por el impacto fue lanzado unos 15 metros del lugar del accidente ocasionándole una hemorragia cerebral masiva que le provocó la muerte minutos después--------------------------------------------------------------------------------SEGUNDO: Con el Protocolo de necropsia de folios tres al cuatro reproducido a folios cien y ciento uno, se acredita que la persona de Jorge Emilio Rodríguez Coello, falleció por una hemorragia cerebral   masiva debido a traumatismo cráneo encefálico severo lo que produjo su deceso instantáneo------------------------------------------------  
TERCERO: Asimismo con la investigación técnico policial se puede establecer que el acusado conducía un vehículo de placa de rodaje AE7204 marca DAEWO color morado oscuro marca Tico, mientras que el agraviado conducía una bicicleta tipo montañera, el lugar del accidente es a la altura de la manzana cinco.B lote uno de la Avenida los Pescadores pueblo San Juan, así como la unidad que conducía el acusado por la dirección de Este a Oeste y le precedía el agraviado en su bicicleta así como el factor contributivo de dicho desenlace se debió al exceso de velocidad, y a los efectos del alcohol (0.60 Gr./lts.) que motivo el impacto al vehículo menor lanzando el cuerpo a unos quince metros hacia delante para caer a la berma de tierra del lado derecho al frente del indicado inmueble, investigación que se encuentra corroborado con los exámenes objetivos del dopaje etílico, peritaje técnico policial, de folios veintiuno, veintidós, veinticuatro y veinticinco, corroborado con la inspección ocular de folios setentaidos y setentaitres---------------------CUARTO: Por otra parte, el acusado Díaz Moreno, en su instructiva de fojas sesentaitres y setentaicuatro, admite su responsabilidad, por cuanto el día de los hechos se estaba dirigiendo a la Feria de San Pedrito, y al observar la bicicleta a unos cien metros trato de alertarlo, pero en la diagonal hacía el lado izquierdo, impactando con su vehículo hacia el lado derecho, de inmediato lo auxilió y lo  condujo al Hospital donde diagnosticaron su muerte, además un día antes había estado celebrando su cumpleaños habiendo consumido licor hasta las tres de la mañana del día veintiuno de Junio, es decir es consciente de su autoría en el delito investigado, sin embargo como conductor de un vehículo riesgoso, debió prever que conducir en estado etílico, podría haber ocasionado daños personales o materiales, sin embargo sin considerar esta previsibilidad condujo su vehículo a excesiva velocidad, y no es como sostiene que a unos cien metros observó al ciclista pues si esto hubiera sido así, no se hubiera producido el resultado dañoso, consecuentemente al haber infringido un deber de cuidado, tanto pos haber conducido a excesiva velocidad como por haberlo hecho en estado etílico, su conducta se subsume dentro del tipo penal investigado tanto porque está acreditado la materialidad del delito como su relación causal con este------------------------------------------------------------------------------QUINTO: Asimismo el acusado es una persona de cuarentaiocho años de edad con secundaria completa, de ocupación comerciante, lo que le da capacidad suficiente para darse cuenta que tiene el deber de cumplir con las reglas de tránsito y tomar las precauciones a fin de evitar daños personales o materiales, si es así nos encontramos ante un  caso típico de culpa consciente o con representación, mas es un sujeto imputable para la ley penal, si es así debe declararse su culpabilidad por el delito investigado, e imponérsele la sanción que corresponda como una medida de prevención especial y general-----------------------------------------------
 SEXTO: Para determinar la pena debe considerarse que el delito de Homicidio Culposo prevé una pena privativa de la libertad no menor de cuatro años ni mayor de ocho años, el accionar fue culposo (culpa conciente o con representación), se había encontrado en estado de ebriedad , según la tabla de alcoholemia ( artículo 4 de la ley 27753), las inobservancias de las Reglas de Tránsito, además fue quien condujo al agraviado para que presten la atención médica, cuenta con domicilio real, carece de antecedentes penales, si es así, debe imponérsele la pena privativa de libertad pero en la calidad de suspendida a fin de someterlo a un periodo de prueba con el objeto de que mejore su conducta sin perjuicio de la inhabilitación de su licencia de conducir por el plazo que corresponda pero con la finalidad de que en el futuro tome las precauciones y respete las reglas de tránsito, así como de ordenar el pago por concepto de la reparación civil  si bien la Compañía de Seguros y reaseguros “La Positiva indemnizó a los parientes del agraviado, sin embargo esta indemnización debe considerarse dentro del rubro de daño personal, pero no comprende el daño moral por cuanto frustro un proyecto de vida que constituía la cabeza de familia, si es así deberá fijarse un monto en proporción con las posibilidades económicas del acusado. Por estas consideraciones y de conformidad en los artículo uno, seis, once, veintitrés, veintinueve, cincuenta y siete, cincuenta y ocho, cincuenta y nueve, sesenta y sesenta y uno, noventa doscientos once del Código Penal concordante con los artículos: Doscientos ochenta y tres y doscientos ochenta y cinco del Código de Procedimientos Penales y Decreto legislativo ciento veinticuatro, Impartiendo Justicia a Nombre del Pueblo--------------------------- FALLO: CONDENANDO al acusado DEMETRIO RODOLDO DÍAZ MORENO, como autor del delito Homicidio Culposo, en agravio de Jorge Emilio Rodríguez Coello, como tal le impongo, CUATRO AÑOS DE PENA PRIVATIVA DE LA LIBERTAD, la misma que se  suspende por el plazo de DOS AÑOS a condición de que se cumplan las siguientes reglas de conducta: COMPARECENCIA CON RESTRICCIONES siendo estas: a).- Comparecer cada treinta días a dar cuenta de sus actividades y firmar el libro pertinente, tanto a éste Juzgado a través de la Mesa única, así como al Órgano Técnico del Instituto Penal Penitenciario, con el objeto de someterse al control y a las terapias que este ente organice. b).- No cambiar de domicilio real c).- Respetar la integridad física delas personas. d).- No conducir vehículos automotores dentro del plazo de inhabilitación, todo bajo apercibimiento de amonestación, prorroga o de revocarse la suspensión de la condena y hacerse efectiva, así mismo DISPONGO: LA INHABILITACIÓN consistente  en la SUSPENSIÓN DE LA LICENCIA DE CONDUCIR POR EL PLAZO DE UN AÑO, en consecuencia: Hágase saber a la Dirección Regional de Transporte Terrestre y ORDENO el pago de CINCO MIL NUEVOS SOLES, por concepto de reparación civil a favor de sus herederos legales Consentida y/o ejecutoriada que sea la presente. Remítase los boletines al Registro Distrital y central de Condenas. Así como al  INPE  regional para los fines correspondientes. Oportunamente archívese. Dese aviso a la Superior Sala Penal.
EXPEDIENTE NÚMERO: 2003-1248-251801-JPO.
PROCESADO: DEMETRIO RODOLFO DÍAZ MORENO
DELITO: HOMICIDIO CULPOSO.
AGRAVIADO: JORGE EMILIO RODRIGUEZ COELLO.
Chimbote, diecinueve de Noviembre del dos mil cuatro.
 VISTOS; De conformidad en parte con la opinada por el señor Fiscal Superior en su Dictamen de folios ciento cuarenta y tres  Y CONSIDERANDO: PRIMERO Que tanto la parte agraviada como el procesado recurren de la sentencia por encontrarse inconformes con la fijación en el monto de la reparación civil, argumentos que se sintetizan de la siguiente manera: Así para el primero principalmente resulta totalmente desproporcionado por el daño causado que es irreparable (esposo y padre) muy difícil de llenar el vacío dejado, dentro del aspecto sentimental y psicológico , habiendo quedado desamparadas esposa e hijas, pues era el que les proporcionaba el sustento diario y que tenía por delante muchos años para poder laborar como topógrafo y percibir buenos ingresos económicos para su bienestar familiar; En cuanto al segundo, estima que el monto fijado no resulta razonable, en tanto los herederos forzosos del agraviado han recepcionado quince mil trescientos treinta y ocho puntos veinte nuevos soles , que aún resulta excesiva, por lo que la suma fijada resulta una suma adicional, que contiene una aspiración que duplica el pago por este concepto, cuando lo justo y debido es que tenga por pagada SEGUNDO: Que, según dispone el artículo 93 del Código Penal, la reparación comprende 1.- La restitución del bien  o, si no es posible, el pago de su valor, 2.- La indemnización de los daños y perjuicios, en el caso concreto, es de aplicación el segundo numeral, el mismo que comprende no solo el daño emergente , sino también el daño emergente, sino también el daño moral y el lucro cesante, en el caso concreto el desaparecido, se trataba de un padre de familia, con esposa e hijas según se desprende del documento de folios ciento nueve, quien se constituía como uno de los principales obligados  alimentarios para con su familia, y el evento criminoso que causó su muerte ha dejado en desamparo a sus parientes más cercanos , situación de inseguridad material y psicológica que  se contrapone al bienestar familiar, precisiones que también debieron tenerse en cuenta al fijarse el pago de la reparación civil, y que son calificadas como el lucro cesante y daño moral, por ende el monto de la reparación civil regido por el principio del daño causado, siendo en este caso el bien jurídico vida, que es inapreciable, económicamente y prevalente frente a otros bienes jurídicos, lo que corresponde es incrementar proporcionalmente la reparación civil fijada, a una acorde a los conceptos vertidos. TERCERO Que, el dinero percibido por la parte civil, mediante el desembolso de quince mil trescientos treinta y ocho con veinte nuevos soles no enerva lo antes argumentado, en la medida del valor primordial que tiene la vida humana t la trascendencia irreparable que la desaparición de la víctima causa a sus herederos, debiéndose entender el pago efectuado como parte del pago que por indemnización de daños y perjuicios que deben resarcirse a la parte civil. Por estas consideraciones y de conformidad con lo estipulado en el artículo 8 del Decreto Legislativo 124; RESOLVIERON CONFIRMAR la sentencia de fecha once de Mayo del dos mil cuatro, la misma que obra de folios ciento veintiséis a ciento treinta y uno, cuando condena al acusado Demetrio Rodolfo Díaz Moreno , como autor del delito de Homicidio Culposo en agravio de Jorge Emilio Rodríguez Coello a cuatro años de pena privativa de la libertad, suspendida por el plazo de dos años, con las mismas reglas de conducta impuestas e inhabilitación que se impone MODIFICARON: El monto de la Reparación Civil fijada a la suma de SEIS MIL QUINIENTOS NUEVOS SOLES, que deberá pagar el sentenciado afavor de los herederos legales, sin perjuicio del pago efectuado por la Compañía aseguradora “La Positiva” a ellos. Notifíquese y devuélvase. Vocal Ponente- Ángela Cárdenas Salcedo
S.S.
CARDENAS SALCEDO
ESPINOZA LUGO.
FLORES SAGÁSTEGUI. 
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